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Editorial

En el marco de nuestras actividades como grupo de análisis y reflexión  de los asuntos 
internacionales y enfocados en nuestro constante empeño por contribuir con la 
difusión de los temas centrales de la política exterior de Venezuela, el Grupo Ávila ha 
tomado la iniciativa de llevar adelante esta revista digital con el propósito de ofrecer 
una bibliografía útil a nuestros dirigentes, investigadores, académicos, formadores de 
opinión  y público en general interesado.

En este texto con el que iniciamos esta iniciativa, correspondiente al primer semestre del 
año en curso, se incluyen 5 ensayos escritos por reconocidos juristas, internacionalistas 
y expertos en Derecho Internacional que analizan el complejo tema de la demanda 
incoada por Guyana ante la Corte Internacional de Justicia desde distintos ángulos de 
investigación. Se incluyen también dos notas, algo más breves, que complementan y 
ayudan a la mejor compresión de los temas abordados.
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En estas páginas se estudian temas sensibles que tienen que ver no sólo con la 
validez y justicia de nuestra reclamación territorial sino que se examinan también 
los argumentos históricos que justifican nuestra demanda; se analizan aquellas 
variables geopolíticas que intervienen en este complejo escenario; el desacertado 
manejo político de la controversia que en algunos momentos hicieron quienes tenían 
la responsabilidad de estos asuntos, hasta el abordaje de materias delicadas que 
tienen que ver con la explotación comercial de recursos estratégicos por parte de 
corporaciones multinacionales y la proyección de nuestros intereses estratégicos. 

El caso de nuestra justa reclamación sobre el territorio Esequibo, que comprende 
un área de 159.500 Kms. cuadrados, es una materia que exige ser manejada con 
conciencia nacional. Se trata de una materia del interés colectivo y como tal debe 
abordarse como una política de Estado.

Consideramos que la lectura de estos ensayos permitirá comprender con mayor 
cabalidad un tema de suyo complejo y que, sin lugar a dudas, permanecerá en nuestra 
agenda de política internacional.

El reto para el Grupo Ávila es continuar ofreciendo una publicación semestral que 
con rigurosidad, profesionalismo y seriedad, proponga insumos necesarios para el 
tratamiento de asuntos y coyunturas de vital importancia  que en muchos casos, por 
la falta de sustento y respaldo bibliográfico y analítico, se abordan de forma somera 
y general.

Edmundo González Urrutia 
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¿Cómo llegamos a la CIJ, la alternativa 
preferida por Guyana?

Sadio Garavini di Turno
 Doctor en Ciencias Políticas (Universidad de Roma) y 

Phd en Ciencias Políticas (UCV).
Fellow del Centro de Relaciones Internacionales de la Universidad de Harvard 

y Fulbright Scholar. 
Viceministro de Justicia y Embajador en Guyana, Guatemala y Suecia. 

Profesor en la USB y en la UCAB. 
Director de la Cámara de Comercio Venezolano-Italiana. 

Columnista en El Universal, Analítica, Prensa Libre (Guatemala) y 
El Imparcial (España). Publicaciones:” La Presencia China en África”, “Política Exterior 

de Guyana” y  “Entre la Soberbia y la Incertidumbre: Venezuela, Democracia y 
Sistema Internacional.” 

En el Acuerdo de Ginebra (AG) se establece que hay que “buscar soluciones 
satisfactorias para el arreglo práctico de la controversia, surgida como consecuencia 
de la contención venezolana de que el Laudo Arbitral de 1899 sobre la frontera entre 
Venezuela y Guayana Británica es nulo e irrito”. 

Guyana siempre ha afirmado que el objeto del Acuerdo es establecer la validez o 
nulidad del Laudo, mientras que Venezuela, por su parte, ha sostenido  que no tiene 
sentido proponer una solución “práctica y mutuamente satisfactoria” a una controversia 
estrictamente jurídica. 

El Acuerdo de Ginebra también menciona que el Secretario General de la ONU, si las 
partes no llegasen a concordar ningún arreglo, podrá decidir cuál de los medios de 
solución pacífica de controversias previstos en el Art 33 de la Carta de la ONU debe 
utilizarse para la controversia. Desde la misma firma del AG en 1966 y de acuerdo a la 
tesis sostenida por el jurista guyanés Mohamed Shahabuddeen, Ministro de Justicia, 
Fiscal General y posteriormente Miembro de la misma Corte Internacional de Justicia 
(CIJ), la CIJ ha sido el medio preferido por Guyana y rechazado por Venezuela.

La pregunta que deberían hacerse los venezolanos es ¿cómo es posible que dos 
Secretarios Generales de la ONU, Ban Ki-moon y António Guterres, de acuerdo con 
el último Buen Oficiante, el noruego Dag Nylander, decidieron escoger la Corte 
Internacional de Justicia (CIJ) como medio para solucionar la controversia?
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La falta de profesionalismo y la irresponsabilidad de los gobiernos de Chávez y Maduro 
han llevado al peor de los escenarios posibles para Venezuela. En el gobierno del 
Presidente Chávez, con Maduro en la Cancillería por 6 años, la megalomanía de creerse 
líder del hemisferio, la influencia de Fidel Castro, que siempre apoyó a Guyana  y el 
deseo de controlar los votos de los países caribeños, en la OEA y la ONU, acarrearon 
un abandono de la reclamación. 

En el 2004, Chávez declaró que Venezuela no se oponía a que Guyana otorgara 
unilateralmente concesiones y contratos a compañías transnacionales en el Esequibo, 
si esto favorecía el desarrollo de la región, con lo cual acabó con casi 40 años de 
diplomacia venezolana y entregó unilateralmente y, a cambio de nada, una de nuestras 
pocas cartas de negociación.

En el  2007,  afirmó que la reactivación de la reclamación venezolana sobre el territorio 
Esequibo en 1962, fue producto de la presión de los Estados Unidos, supuestamente 
interesados en desestabilizar el “gobiernito” de izquierda, autónomo en lo interno, 
pero todavía dependiente  de la Gran Bretaña, del Primer Ministro de la Guayana 
Británica, Cheddi Jagan, lo cual es una absoluta falsedad histórica, causada muy 
probablemente por la hipertrófica “ceguera ideológica” de Chávez. 

Cuando a finales del 2013, con el inicio de “era petrolera” en Guyana y después de la 
detención, por parte de la Armada venezolana de un barco de exploración sísmica, 
el gobierno Ramotar manifestó que el proceso de los Buenos Oficios, a través de un 
representante del Secretario General, no había dado ningún resultado en 25 años de 
vigencia y proponía al Secretario General optar por la CIJ., el gobierno de Maduro 
insistió negligente y tercamente en continuar los Buenos Oficios, en vez de proponer 
otro de los medios de solución, como la Mediación, por ejemplo. 

Imagen: Bandera de Venezuela y Guyana
Fuente: https://www.diariolasamericas.com/america-latina/guyana-lleva-la-corte-la-haya-su-disputa-fronteriza-venezuela-n4147087
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Recientemente, la CIJ ha decidido, en contra de la posición venezolana, que no sólo 
tiene jurisdicción para dirimir la controversia, sino que el tema a dilucidar es la validez 
o invalidez del Laudo Arbitral de 1899 que, según Venezuela, había sido puesto de 
lado por el Acuerdo de Ginebra. 

Por cierto, esta no es sólo la interpretación venezolana. El propio Cheddi Jagan, ex 
Presidente de Guyana y fundador del actual partido de gobierno, se opuso a la firma 
del Acuerdo de Ginebra y, en su obra “The West on Trial”, dice que, con el Acuerdo 
de Ginebra, Guyana “concedió reconocimiento a la espuria reclamación territorial 
venezolana y lo que era un caso cerrado desde 1899 fue reabierto.” Rupert Roopnarine, 
líder del partido WPA y recientemente Ministro en el Gobierno de Granger, en un 
comunicado (1982) escribió lo siguiente: 

“La firma del Acuerdo de Ginebra, por parte de Guyana, pone a nuestro 
país en una situación que limita considerablemente nuestra libertad de 
acción. 

Para Guyana insistir ahora en interpretar el acuerdo como un mero 
instrumento para ratificar el Laudo de 1899, el cual fue puesto en duda 
en Ginebra, en 1966, probará severamente la paciencia de todos los 
interesados. Es tiempo ya de decirle al mundo que Guyana está llevando 
a cabo una enorme autodecepción al afirmar que su posición es la firme 
defensa del laudo Arbitral de 1899. 

Imagen: Peluquería de niñas en Georgetown, la capital. 
Creditos a Adriana Loureiro Fernandez for The New York

Fuente: https://www.nytimes.com/2020/03/18/world/americas/guyana-oil-exxon-elections.html
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El gobierno (Burnham) debe explicarle al pueblo guyanés y al mundo, 
especialmente al Caribe, qué intención tenía al acordar en 1966 que la 
disputa debería ser resuelta en una forma satisfactoria tanto para Venezuela 
como para Guyana. Ya que, en 1966, el Laudo de 1899 no satisfacía más a 
Venezuela y por la propia evidencia del  Acuerdo de Ginebra eso era bien 
conocido por Guyana, es el gobierno guyanés que debe decir qué es 
lo que entendía por una solución práctica de la controversia. Para el 
gobierno guyanés decir que considera al Laudo de 1899 como una 
solución definitiva y después ofrecer, en el Acuerdo de Ginebra, de 
trabajar para una solución práctica aceptable para ambas partes 
fue muy poco inteligente. Ningún encubrimiento puede ocultar el 
hecho que el régimen cometió un serio error.”  

Sospecho que el  régimen madurista no haya utilizado estos argumentos de los propios 
guyaneses, por desconocerlos, ante Ban Ki-moon, Guterres y la propia CIJ. Ahora que 
la CIJ ha tomado su decisión, todos los juristas serios afirman que como miembros 
de la ONU, respetuosos de la Carta (ONU) y del Derecho Internacional, debemos 
prepararnos, con el apoyo de los mejores expertos nacionales e internacionales, para 
defender nuestra posición de que el Laudo de 1899 es nulo e irrito. 

Pero la primera reacción del régimen fue acusar a los Magistrados de la CIJ, una de 
las instituciones internacionales más respetadas, de haber sucumbido a la presión de 
los EEUU y estar a “sueldo” de la EXXON. Me temo que las posibles simpatías hacia la 
posición de Venezuela, entre los Magistrados, no deben haber “aumentado”. Por cierto, 
al régimen se le olvidó mencionar que, en las concesiones petroleras entregadas por 
Guyana, el socio principal de la EXXON, con el 25% de las acciones, es la China National 
Offshore Oil Corporation, la compañía estatal china, relevante socia de PDVSA.
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La controversia entre 
Venezuela y Guyana por 
el Territorio Esequibo

Hugo Álvarez Pifano
Diplomático con 36 años en el Ministerio de Relaciones Exteriores de Venezuela (1964-2000). 

Doctor en Ciencias Políticas de la Universidad de Florencia, (1958-1963); 
Master en Derecho Internacional del Instituto de Formación Profesional e Investigaciones de 

las Naciones Unidas, Embajador de Venezuela en Guyana (1986-1990), Haití (1990-1992)
 y el Reino de Dinamarca (1995-1999); Director de Tratados;

Director de América; Jefe de Gabinete Es autor del libro “Manual de los Tratados Bilaterales 
de Venezuela” Ministerio de Relaciones Exteriores de Venezuela (1972)

Actuación de los gobiernos de los siglos XX y XXI 
en la solución de esta disputa territorial

I.
¿A qué se llama la Guayana Esequiba o 

el territorio esequibo, reclamado por Venezuela?

1.- Títulos históricos de la Guayana Esequiba

El tema más sustancial – el más importante por su trascendencia religiosa - que enfrentó 
el imperio español para la colonización de América fue la conquista y evangelización de 
las comunidades indígenas asentadas en el nuevo mundo. En efecto, los exploradores 
y colonizadores españoles venían a América fundamentados en las teorías políticas, 
filosóficas, religiosas y jurídicas del siglo XV europeo. Esto es: derechos derivados del 
descubrimiento de tierras desconocidas y de su respectiva conquista y colonización, 
en consecuencia, todas las comunidades indígenas asentadas en este continente, al 
no profesar la fe cristiana, debían ser evangelizadas, civilizadas y puestas al servicio 
de Dios.

Así planteado este asunto, en lo que respecta a Venezuela, los Reyes de España 
encomendaron a numerosas órdenes religiosas la catequices de los pobladores 
originarios de esta “tierra de gracia” como la llamó Cristóbal Colón en 1498, pero en 
particular ordenaron a los jesuitas y capuchinos la tarea de evangelizar a todas las 
comunidades indígenas situadas al oriente de Venezuela. 
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¿Qué se entendía en aquella época por el oriente de Venezuela? Un amplio espacio 
geográfico - un hinterland - que se prolongaba en teoría casi al oriente infinito, pues 
los holandeses - los segundos en llegar a esos territorios al oriente de Venezuela, a 
través del Tratado de Münster de 1648- no habían puesto pie en el continente antes 
de ese tratado; los ingleses tampoco habían llegado a tierra firme en suelo americano, 
tan solo tenían el dominio de algunas islas del Mar Caribe. 

La creación de la llamada Guayana inglesa se realizó a través del Tratado de Londres 
de 1814; menos aún los franceses habían fundado la Guayana francesa (Cayena). En 
pocas palabras, no existía la presencia de otros europeos en el espacio geográfico 
situado al oriente de Venezuela, aparte de los españoles y aún menos los portugueses, 
establecidos mucho más al sur. En estas circunstancias, cuando los jesuitas y los 
franciscanos evangelizaban a una cualquiera comunidad indígena, esto era un título 
válido a favor de los Reyes de España para demostrar la existencia de un territorio 
español con todos sus pobladores, bajo la Fe católica y la soberanía del imperio 
español. Venezuela en sus orígenes, tomada de la mano de Dios, hacia el oriente de su 
geografía se prolongaba hasta el infinito (este es el primer título jurídico del territorio 
venezolano).

2.- Testimonios y probanzas

De hecho, cuando Cristóbal Colon en 1498, descubrió y navegó el río Orinoco, tomó 
posesión de esas tierras en nombre de la corona de Castilla (“Había un río en aquella 
provincia que tenía de ancho cuanto un hombre podía divisar de una parte a otra” 
Probanza del Almirante, junio de 1512: Archivo de Indias, Santo Domingo, 16) Así mismo, 
la expedición de Colón fue colocando cruces como signo de ocupación, las cuales 
fueron encontradas más tarde por Alonso de Ojeda en 1499 (Probanza del Almirante: 
Puerto Rico, 14 de septiembre de 1514. Testimonio de Miguel de Toro). Esta expedición 
no se limitó al río Orinoco descubrió también la tierra firme, todo el litoral hasta 
Paria, esto es la costa venezolana actual frente a la isla de Trinidad, lo que significa 
que Alonso de Ojeda recorrió a Guayana en su totalidad (Probanza del Fiscal: Santo 
Domingo, 7 de septiembre de 1512) 

Más tarde, después de una evolución histórica de casi cuatro siglos, puede afirmarse 
categóricamente, que el imperio español llegaba en sus límites con cualquier potencia 
europea –especialmente la Guayana británica- hasta la margen oriental del Río 
Esequibo y por consiguiente en base al principio del “Uti possidetis iure” Venezuela 
tenía esos mismos límites geográficos.
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Ahora, dos preguntas:

3.- Venezuela llegaba hasta la margen 
oriental del Río Esequibo.

La primera: ¿Por qué solamente hasta la margen oriental del rio Esequibo? En 1648, 
España mediante el Tratado de Münster reconoció la independencia de los Países 
Bajos y del mismo modo la posesión que los holandeses ejercían sobre una porción 
de lo que se llamó la Guayana holandesa. Ahora bien, este reconocimiento solo cubría 
los territorios ocupados por los holandeses, ninguno de los cuales estaba más allá de 
la margen oriental del río Esequibo. 

Este fue, por lo tanto, el único título legítimo que podía sostener derechos de Holanda 
en tierras de Guayana. Más tarde, el Tratado de Londres de 13 de agosto de 1814, 
mediante el cual Holanda le cedió a Gran Bretaña los llamados establecimientos de 
Demerara, Berbice y Esequibo con un área de tan solo 20.000 millas cuadradas, es 
lo que constituye el único título válido que sustenta Gran Bretaña en favor de una 
Guayana inglesa en tierra firme americana.

4.- El principio del “Uti possidetis iure”

La segunda pregunta, qué significa esta expresión 
latina “Uti possidetis iure” posesión fundamentada en el 
derecho: en el derecho internacional público se refiere 
a la posesión de los Estados sobre los territorios que 
geográficamente y conforme a la historia les pertenecen. 

El origen de esta expresión viene del derecho romano, 
acuñada en la frase: uti possidetis, ita possideatis, es decir: 
“como poseen, así pueden seguir poseyendo” 

El Libertador Simón Bolívar, al llevar a término las guerras que condujeron a la 
independencia de las naciones hispanoamericanas, propuso la tesis de que todos los 
países de la América española recién emancipados conservasen las antiguas fronteras 
de las posesiones del Imperio español en América. Esto quiere decir que los nuevos 
estados en el amanecer de su independencia tendrían como límites territoriales los 
que le correspondían en el año de 1810, pues esta fue la fecha registrada como el último 
año de la monarquía española para la posesión legítima de sus dominios americanos. 
Este principio: “Uti possidetis iure” fue acogido por los países hispanoamericanos en 
su totalidad y conforme al mismo fijaron sus límites. 
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5.- La Guayana Esequiba

En conclusión, la Guayana Esequiba es un territorio de 159.500 Km2 al oeste del Rio 
Esequibo que, por derecho y en justicia, corresponde a Venezuela en atención a su 
condición de primer ocupante, según las Bulas del Papa Alejandro VI que concedió 
a España la posesión de estas tierras y las cesiones territoriales establecidas en el 
Tratado de Münster de 24 de octubre de 1648 entre las Provincias Unidas de los Países 
Bajos y la Monarquía Española; y el Tratado de Londres de 13 de agosto de 1814, 
suscrito entre el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y el Reino Unido de 
los Países Bajos.

II.
 Cómo se realizó el despojo del territorio Esequibo a Venezuela  

1.- Penetración inglesa en territorio venezolano. 
La llamada “línea Schombourgk”

Los ingleses en ningún momento se conformaron con lo que habían recibido de Holanda 
que, dicho sea de paso, era lo único que Holanda podía jurídicamente trasmitirles e 
iniciaron una política de incesante penetración en territorio venezolano, cada vez 
con mayor profundidad. Esta política se realizó en dos fases, que en apretada síntesis 
pueden resumiré así:

 1. a.- Robert Herman Schomburgk (1804–1865) fue un agrimensor, explorador y 
agente británico - encubierto bajo el disfraz de un naturalista- conocido por ser el 
pionero en mostrar a los ingleses las posibilidades reales de expansión de la Guayana 
Británica (actual República de Guyana) sobre territorios de inmensas riquezas que 
pertenecían a Venezuela, conforme el mismo reconoce en informes y correos dirigidos 
a las autoridades británicas. 

Nació y recibió toda su educación en Alemania, después entre 1835 a 1839, bajo la 
dirección de la Royal Geographical Society, exploró los ríos Esequibo y Berbice - en 
Venezuela y Guyana- finalmente completó un estudio de la Guayana Británica.

Al regresar a Europa, presentó al gobierno británico la idea de delimitar la frontera 
de la Guayana Británica con Venezuela, a la más entera conveniencia de los intereses 
expansionistas de Gran Bretaña. En abril de 1840, se lo designó comisionado para 
hacer estudios topográficos y trazar una frontera, tarea que completó entre 1841 
y 1843. Su propuesta, conocida como la «Línea Schomburgk», fue la imagen de un 
descarado despojo que ocupó un lugar destacado en las disputas de finales del siglo 
XIX entre Gran Bretaña y Venezuela. 
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El «croquis» de Schomburgk, publicado en 
Londres en 1840, muestra las mismas áreas 
que hoy en día –en el siglo XXI- aparecen en 
todos los mapas de Venezuela con un rayado 
transversal al cual se le llama: “territorio 
en reclamación” Como si fuera poco, lo más 
execrable de esta historia es que Schomburgk 
pidió permiso al gobierno venezolano para 
ingresar a la Guayana venezolana -como 
un botánico dedicado a la realización de 
estudios científicos, una especie de Alexander 
Humboldt y una vez allí se dedicó a colocar 
hitos, señas, linderos, marcas de falsas 
fronteras para dejar una prueba de que esos 
territorios habían sido en algún momento 
colonizados por Gran Bretaña.

 Imagen: Croquis de Shcomburgk 
Fuente: https://es.wikipedia.org/wiki/L%C3%ADnea_Schomburgk#/

media/Archivo:Sketch_Map_of_British_Guiana_WDL11335.png

Imagen:  Robert Herman Schomburgk
Fuente: https://historywiki.therai.org.uk/index.php?title=Robert_Her-
man_Schomburgk&mobileaction=toggle_view_desktop  
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1.b.- Aparece entonces un personaje muy importante en el entramado que se construyó 
para llevar a cabo el despojo territorial: Lord Salisbury, jefe del Foreign Office (1878); 
Primer Ministro del Reino Unido de Gran Bretaña (1886-1892) y (1895-1902) el cual 
fue autor de una copiosa correspondencia de instrucciones a los agentes británicos, 
para montar la más grande componenda de un tribunal arbitral, con el objeto de 
arrebatarle a Venezuela un pedazo de unos 160.000 kilómetros cuadrados.

III.
Constitución del Tribunal Arbitral

1.- Negativa de Gran Bretaña a tratar directamente con Venezuela

Inglaterra nunca aceptó dirimir con Venezuela 
la controversia sobre el territorio esequibo, en 
razón de que consideraba a nuestra nación como 
un conglomerado de semisalvajes, los cuales no 
merecían ser tratados en relaciones de igualdad 
política, jurídica y menos aún sociales, con Gran 
Bretaña. Por el contrario, en ejercicio de su autoridad 
como imperio conquistador de otras naciones, 
pretendía fijar una línea de límites a su entera 
conveniencia e imponerla con el poder de su fuerza 
como potencia colonizadora. 

Por lo demás, se trataba del siglo XIX, un mundo 
regido por la actitud dominante de los grandes imperios colonizadores: Gran Bretaña, 
a la cabeza, el más infame de todos: fue llamada con oportuno cinismo “la pérfida 
Albión”; Bélgica, el más cruel, cometió atrocidades increíbles en el Congo belga y lo 
exprimió hasta la agonía, de allí extrajo su prosperidad y su riqueza; Holanda, de un 
voraz apetito devorador de los recursos de sus colonias: Indonesia, Surinam, Curazao, 
Aruba, Bonaire, San Eustasio, San Martens y Saba; Alemania, de infausta recordación 
en sus colonias en África y Asia, todas perdidas y disfrutadas por otras potencias 
colonizadoras; y la Rusia zarista, la peor de todas, con una explotación inhumana 
en todos sus territorios. Este grupo de potencias poseían un común denominador: 
la fuerte marca candente, al rojo vivo, de un despiadado racismo contra África, Asia 
y América latina. Venezuela, como todos los otros mencionados, tuvo que sufrir esa 
humillación.
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2.- Interviene un país democrático: Estados Unidos de América

Entonces, hace acto de presencia la figura de Grover Cleveland, Presidente de 
los Estados Unidos de América (1885-1889 y 1893-1897) quien en aplicación de la 
doctrina Monroe, en su forma más simple: América para los americanos, manifestó 
a los ingleses que su gobierno no aceptaba en territorio americano ese tipo de 
imposiciones coloniales, en consecuencia –de igual a igual- si ellos se negaban a 
aceptar a Venezuela como contraparte, los Estados Unidos de América representarían 
en esta disputa territorial a Venezuela. 

3.- Un problema histórico planteado por la izquierda tradicional

Ahora bien, a este punto surge un problema histórico un tanto delicado, algunos 
historiadores de la izquierda tradicional han señalado que los estadounidenses 
ejercieron presión indebida para que Venezuela aceptara que ellos la representaran 
en este litigio territorial. Esto no es cierto, la verdad sea dicha: la intervención de 
Cleveland paró las apetencias territoriales de Inglaterra que quería llegar hasta la 
desembocadura del río Orinoco, como límite de la Guayana británica. Lamentablemente 
se cometieron, como veremos a continuación, varios errores, en especial la designación 
del presidente del tribunal arbitral: Federico de Martens, un probritánico y convencido 
racista –un colosal Caballo de Troya- que favoreció un laudo que otorgó a Inglaterra 
un 90 por ciento del territorio venezolano en disputa.

4.- Cómo se acordó el Tribunal Arbitral.

Sigamos adelante. Inglaterra y los Estados 
Unidos de América –como representantes 
de Venezuela- acordaron que el tribunal se 
compondría de dos juristas británicos, de dos 
estadounidenses y un quinto “árbitro neutral”. 
Este último fue el Profesor Federico de Martens, 
funcionario de la Cancillería de San Petersburgo 
de la Rusia zarista. Como puede observarse, el 
tribunal se constituyó sin jueces venezolanos 
- nunca aceptados por Gran Bretaña- para 
dirimir una controversia territorial que 
afectaba la integridad territorial de Venezuela. 
La constitución de este tribunal fue establecida 
así en el Convenio de Washington del 2 de 
febrero de 1897.
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5.- La irrespirable atmosfera política del Siglo XIX 

Se trataba del siglo diecinueve, un mundo configurado internacionalmente con 
arreglo a la lógica del imperialismo imperante, en que se imponían las decisiones 
de las grandes potencias, a daño de las pequeñas naciones. A nuestro país se le 
reconocía una soberanía de tipo colonial o en el mejor de los casos de protectorado. 
Inglaterra siempre se mantuvo firme en negar a Venezuela la escogencia de un juez 
venezolano e impuso que solo aceptaría examinar los alegatos de Venezuela si estos 
eran presentados por abogados estadounidenses, a quienes correspondió asumir la 
defensa de la posición de Venezuela. Lamentablemente - otro error, se escogió un 
bufete privado de abogados, nunca funcionarios del Departamento de Estado, con 
experiencia diplomática - nuestro país fue discriminado y con la única opción de 
participar en un proceso, sin precedentes en el mundo, que culminó en el conocido 
y nefando Laudo Arbitral de 1899. Hoy en día se diría: se violó el derecho que tiene 
todo estado a defender, con sus propios representantes plenipotenciarios, sus legítimos 
derechos.

6.- Qué sabemos de trucos y artimañas de Gran Bretaña.

Actualmente, se sabe que el ruso De Martens era un probritánico por intereses 
creados: partidario del entendimiento entre Rusia e Inglaterra. Desde un punto de 
vista académico, estaba convencido que el Derecho Internacional Público era asunto 
de naciones civilizadas, mientras que el Derecho Natural era el trato reservado a las 
naciones primitivas o en proceso de ser civilizadas, como él consideraba a Venezuela. 
Dentro de este orden de ideas, de Martens entró en una vil e infame componenda 
con los jueces británicos que condujo a despojar a Venezuela de 160.000 kms. de su 
territorio.

Gran Bretaña, por su parte, con la astucia de una zorra en un corral de gallinas, antes 
de la firma del convenio de 1897, comenzó a diseñar la constitución de un jurado, 
que hiciera posible la dirección de un falso brazo de la justicia hacia el lado de los 
intereses británicos:  dos jueces ingleses (por supuesto a favor de Inglaterra) dos 
jueces estadounidenses (en defensa de los intereses venezolanos y así lo hicieron) y 
el voto decisivo en manos de un “juez neutral”. Para los ingleses era absolutamente 
necesario que este “juez imparcial” no tuviera sentimientos anti británicos, por lo 
tanto, se trataba en cierto modo de una escogencia de nacionalidad del juez neutral y 
por esta razón quedaban excluidos jueces de posibles sentimientos pro venezolanos, 
como serían, por ejemplo: españoles, portugueses, franceses y daneses, potencias 
con colonias o excolonias en América. 
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Para los ingleses el problema a resolver era la nacionalidad de quien iba a ser el 
presidente del tribunal. Los cuatro miembros con el procedimiento establecido en el 
Artículo II del mencionado convenio, designaron a un diplomático de nacionalidad 
rusa (aparentemente imparcial en el asunto): Federico de Martens, quien era miembro 
permanente del Consejo Imperial de Relaciones Exteriores, Consejero Privado y 
Delegado Plenipotenciario de Rusia en la Conferencia Internacional de la Haya. Un 
verdadero caballo de Troya que engañó - como el caballo griego a los troyanos - a los 
estadounidenses y venezolanos. 

7.- ¿Cuáles eran las ideas políticas de Federico de Martens?

Los ingleses conocían muy bien las ideas de F. de Martens, desarrolladas en su 
libro “Rusia e Inglaterra en Asia central”, publicado en Londres en 1897 –publicado 
originalmente en francés- con traducciones al inglés y ampliamente difundido en 
Inglaterra. En este libro De Martens proponía una política de pactos y cooperación 
anglo-rusa en el Asia central. Así mismo, manifiesta que a través de su actuación 
Rusia puede obtener territorios en el Asia Central –Afganistán y Persia- a cambio de 
hacer efectivas las pretensiones de Inglaterra en un país del Mar Caribe, confinando 
el Atlántico, llamado Venezuela. Nuestro país jamás tuvo un enemigo peor que de 
Martens- larvado y decisivo- para que se reconocieran sus derechos, e Inglaterra un 
mejor y fiel amigo.

Imagen:  Federico de Martens
http://historiaycuriosidadqn2.blogspot.com/2018/09/friedrich-fromhold-martens.html
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8.- El libro de F. de Martens como argumento de derecho 
probatorio

El libro de Federico de Martens fue localizado y traducido al español por el jurista 
uruguayo Héctor Gros Espiell, y aquí en Venezuela cuenta con dos publicaciones, 
una hecha por la Academia Nacional de la Historia y la otra por la Presidencia de la 
República. Este libro a manera de cínica confesión, en la comprensión del proceso 
histórico de las relaciones anglo–rusas, juega un papel probatorio para demostrar la 
componenda de este árbitro ruso a favor de Inglaterra.

Venezuela no pudo tener un árbitro peor que Federico de Martens e Inglaterra uno 
mejor para sus apetitos expansionistas, pero más allá de todo esto, en nuestros días, 
Guyana jamás contó con la colaboración de un “tonto útil” y un mentecato como Roy 
Chaderton Matos, para agenciarse con el territorio arrebatado a Venezuela. Más 
adelante, explicaré con claridad lo que he dicho.

9.- El laudo arbitral

El día 3 de octubre de 1899, después de varias sesiones, el Tribunal dictó un fallo, 
que aseguró a la Gran Bretaña el 90% del territorio en disputa. Por ahora, terminemos 
diciendo que Venezuela nunca aceptó este fallo e inició un proceso de reclamación, 
que a través de más de cien años se prolonga todavía en nuestros días.

IV.
El memorando de Severo Mallet Prevost

1.- El principal abogado defensor de los intereses de Venezuela

Severo Mallest Prevost fue un ingeniero de minas, abogado y jurisconsulto 
estadunidense, nacido en Zacatecas (México) el 8 de octubre de1860 y fallecido 
en Nueva York (USA) el 10 de diciembre de 1948. Su padre fue médico del ejército 
estadounidense y su madre una dama mexicana hija del gobernador de Zacatecas. 
Muy joven, cuando contaba solo 5 años, sus padres se trasladaron a Filadelfia, donde 
cursó sus estudios y obtuvo el grado de ingeniero de minas en la Universidad de 
Pennsylvania (1881). Más tarde, después de ejercer su profesión de ingeniero, retornó a 
Filadelfia a estudiar derecho. En 1885, ingresó al Colegio de Abogados de Pennsylvania 
y luego al Colegio de Abogados del estado de Nueva York. Fue en esta oportunidad 
que entró como socio en la firma de abogados Curtis, Mallet-Prevost, Colt and Mosle.
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Con esta excelente formación profesional y el 
dominio perfecto del inglés y el castellano se 
orientó a involucrarse en asuntos relacionados 
con Latinoamérica. Estas condiciones le 
hicieron particularmente apto para integrar 
la comisión especial que nombró el Congreso 
de Estados Unidos en 1896, con la misión de 
determinar la verdadera línea de frontera 
entre Venezuela y Guayana Británica. Esta 
escogencia fue también ratificada por 
Venezuela, como uno de sus abogados en el 
arbitraje (1897-1899).  Al conocerse el Laudo 
Arbitral dictado en París (octubre 1899) 
que le arrebató a Venezuela unos 160.000 
mil kilómetros cuadrados, Mallet-Prevost 
en una serie de apuntes y cartas privadas, 
manifestó sus objeciones y reservas en 
cuanto a la sentencia y expresó su denuncia 
de las arbitrariedades que caracterizaron el 
proceso y de las cuales había sido un testigo 
muy calificado.

2.- Intervención del presidente de 
Venezuela

 Isaías Medina Angarita

En el año 1944, Isaías Medina Angarita, 
presidente de Venezuela, plantea de 
manera oficial la rectificación del Laudo 
de 1899. En esa ocasión, Mallet-Prevost un 
emérito jurisconsulto, quien había sido 
uno de los fundadores y presidente de la 
Unión Panamericana en 1910, se le solicitó 
su presentación como testigo para avalar 
los fundamentos del reclamo venezolano. 
Entonces, en atención a ese requerimiento 
Mallet-Prevost le dictó a uno de sus colegas 
de bufete, Otto Shoenrigk, un Memorando 
donde precisaba sus denuncias acerca de 

los vicios del Laudo Arbitral de París, pero 

 Imagen: Severo Mallest Prevost
http://esequibonuestro.blogspot.com/2013/04/el-memoran-

dum-de-severo-mallet-prevost.htmlWDL11335.png

Imagen: Presidente Isaías Medina Angarita
http://venezuelaehistoria.blogspot.com/2016/07/isa-
ias-medina-angarita.html
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con instrucciones de que ese documento solo fuera publicado después de su muerte.  

En cumplimiento de sus instrucciones, Shoenrigk llevó a cabo la publicación del 
«Memorándum» en la revista jurídica estadunidense “American Journal of International 
Law”, en julio de 1949. Este texto suscitó un notable eco en el mundo entero y constituyó 
una de las principales piezas utilizadas por Venezuela para intentar una revisión del 
Laudo de 1899.

V.
La Reclamación en el Siglo XX

1.- Actuaciones del dictador Marcos Pérez Jiménez 
en la reclamación territorial

En tiempos de la dictadura de Marcos Pérez Jiménez se llevaron a cabo manifestaciones 
de reclamación del territorio esequibo, consistentes en declaraciones ante la 
Organización de Estados Americanos (OEA). En efecto, tal fue la intervención del 
Canciller Dr. Luis Emilio Gómez Ruiz, en la IV Reunión de Consulta de Ministros de 
Relaciones Exteriores, Washington, de fecha 26 de marzo y 7 de abril de 1951; y la 
declaración del Consultor Jurídico de la Cancillería, Dr. Ramón Carmona Figueroa en 
la X Conferencia Interamericana, Caracas, de fecha 1-28 de marzo de 1954, en la cual 
indicó en forma clara, que Venezuela hacía reserva de su intención de “hacer valer” 
las justas aspiraciones de la nación venezolana de que se reparen conforme a una 
rectificación equitativa los perjuicios sufridos como consecuencia de una injusticia 
histórica.

En febrero de 1956, como una consecuencia de la creación de la Federación Británica 
del Caribe - la cual no incluía a la Guayana Británica - el canciller de Venezuela, 
Dr. José Loreto Arismendi, advirtió que la posición venezolana sobre la reclamación 
territorial del Esequibo no sería afectada por ningún cambio de status que en esa 
colonia se produjera. 
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2.- El Presidente Rómulo Betancourt, en el siglo XX, plantea 
ante la comunidad internacional la reclamación del Territorio 

Esequibo

En el período contemporáneo de la política 
internacional de Venezuela juegan un papel 
fundamental, como brillante estadista y 
posteriormente como Presidente de Venezuela, las 
actuaciones de Rómulo Betancourt: primero, ante 
la IX Conferencia Interamericana de Bogotá (1948) 
en la cual se suscribió la Carta de la Organización 
de Estados Americanos (OEA), en el tema que nos 
interesa. En primer lugar condenó con energía el  
colonialismo, para esa época todavía imperante en 
todo el mundo. 

Después hizo conocer en este continente un planteamiento que había sido olvidado: la 
reivindicación de los derechos territoriales venezolanos afectados por el colonialismo.

Más adelante, como Presidente de Venezuela (1959-1964), en relación con el reclamo 
del Esequibo, se hizo sentir en diversos escenarios nacionales e internacionales y en 
especial en estos últimos, por la actividad diplomática emprendida por el Embajador 
de Venezuela en la ONU, Carlos Sosa Rodríguez, quien en la 130 reunión de la Cuarta 
Comisión de las Naciones Unidas el 22-02-1962; y la importante declaración del 
Canciller Marcos Falcón Briceño ante la 348 Sesión de la Comisión de Política Especial 
de la ONU el 12-11-1962, con lo cual se impulsó, con sentido nacionalista y vocación 
democrática, la formal reclamación de la Guayana Esequiba.



23

3.- El legado del Presidente Raúl Leoni y 
su Canciller Ignacio Iribarren Borges

Ignacio Iribarren Borges fue el Canciller a quien 
correspondió la responsabilidad de actuar como 
parte activa y deliberante, en todos los actos 
de la gestión diplomática sobre la reclamación 
de la Guayana esequiba, llevados a cabo por el 
gobierno nacional en un tiempo histórico de siete 
años (1962-1969), los más activos y prolíficos 
en la historia diplomática de Venezuela, en la 
búsqueda de justicia sobre el despojo territorial 
que sufrió nuestro país a manos del Reino Unido 
de Gran Bretaña. 

Dos órdenes de razones nos llevan a hacer esta 
afirmación; una razón circunstancial y otra, una verdadera vocación de servicio. 
Iribarren se encontraba como Embajador en Londres desde 1959 y cuando la cuestión 
de límites pasó a la capital británica, en la forma de Primera (1963) y Segunda (1ª 
parte1964-2ªparte 1965) Conferencias de Londres, él tuvo que atenderlas. 

3. a.- El Acuerdo de Ginebra de 1966
Más tarde, en 1964 el Presidente Raúl Leoni nombra a Ignacio Iribarren Borges, Ministro 
de Relaciones Exteriores hasta el final de su mandato (1969) y desde este cargo llevó 
a cabo la representación de Venezuela y la más dinámica defensa de sus legítimos 
derechos, en este delicado asunto. En especial, se ocupó de la Conferencia de Ginebra 
y en la misma fue el artífice del Acuerdo de Ginebra. 

Las sesiones de la Conferencia de Ginebra tuvieron lugar en el Palacio de Naciones, 
los días 16 y 17 de febrero de 1966. Fruto de ellas es el Acuerdo de Ginebra, suscrito 
en Ginebra el 17 de febrero de 1966, por los Ministros de Relaciones Exteriores de 
Venezuela y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, en consulta con el 
Gobierno de la Guayana Británica. 

Mucho se ha escrito en nuestro país sobre este acuerdo y no viene al caso rememorar 
esas discusiones en esta sede, pero si es oportuno decir, que antes de este acuerdo 
Gran Bretaña manifestaba en todas las instancias que el asunto de límites entre 
Venezuela y la Guayana Británica era cosa juzgada y sobre eso no había nada que 
discutir, después del Acuerdo de Ginebra el Reino Unido reconoce que sí existe un 
diferendo, y que ambas partes deben buscar una solución práctica y satisfactoria de 
la controversia. Esto fue sin lugar a dudas un triunfo de la diplomacia venezolana y a 
partir de ese momento comienzan las negociaciones para lograr ese objetivo.

Imagen: Canciller Ignacio Iribarren Borges 
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Las sesiones de la Conferencia de Ginebra tuvieron lugar en el Palacio de Naciones, 
los días 16 y 17 de febrero de 1966. Fruto de ellas es el Acuerdo de Ginebra, suscrito 
en Ginebra el 17 de febrero de 1966, por los Ministros de Relaciones Exteriores de 
Venezuela y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, en consulta con el 
Gobierno de la Guayana Británica. 

Mucho se ha escrito en nuestro país sobre este acuerdo y no viene al caso rememorar 
esas discusiones en esta sede, pero si es oportuno decir, que antes de este acuerdo 
Gran Bretaña manifestaba en todas las instancias que el asunto de límites entre 
Venezuela y la Guayana Británica era cosa juzgada y sobre eso no había nada que 
discutir, después del Acuerdo de Ginebra el Reino Unido reconoce que sí existe un 
diferendo, y que ambas partes deben buscar una solución práctica y satisfactoria de 
la controversia. Esto fue sin lugar a dudas un triunfo de la diplomacia venezolana y a 
partir de ese momento comienzan las negociaciones para lograr ese objetivo.

3, b.- La Comisión Mixta venezolano-guyanesa prevista 
en al acuerdo de Ginebra

El 16 de abril de 1966, Luis Loreto Hernández y Gonzalo García Bustillos son nombrados 
por el Gobierno de Venezuela Representantes plenipotenciarios en la Comisión Mixta 
venezolano - guyanesa, de conformidad con el artículo I del Acuerdo de Ginebra, 
encargada de buscar una fórmula de negociación que ponga fin a la controversia de 
límites entre los dos países. Por la otra parte, fueron designados Sir Donald Jackson y 
Mohamed Shahabudden como representantes de la Guayana Británica: “La Comisión 
Mixta tenía cuatro años para concluir su trabajo”

Así mismo, debía encontrar las “soluciones satisfactorias para el arreglo práctico de 
la controversia” En efecto: se trata de una Comisión Mixta de carácter paritario y
diplomático, no una comisión de carácter jurídico para decidir cuestiones de esta 
naturaleza.

Desde un primer momento, se puso en evidencia que 
Guyana interpretaba el Acuerdo de Ginebra en una 
forma tendenciosa y de mala fe, pues se negaba a 
tratar el fondo del asunto. Esto es: la búsqueda de una 
solución práctica de la controversia, argumentando 
que antes, Venezuela debía presentar las pruebas 
que poseía para invalidar el Laudo de París de 1899. 
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Esto es, ni más ni menos, una violación de la Convención de Viena sobre el derecho 
de los tratados, de fecha 23 de mayo de 1959, la cual en el inciso 1 de la Sección 3, 
Interpretación de los Tratados, Artículo 31. Regla General de Interpretación, establece 
lo siguiente: Un tratado deberá interpretarse de buena fe, conforme al sentido corriente 
que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo 
en cuenta su objeto y fin.

3. c.- La independencia de Guyana

En ocasión de la independencia de Guyana, el 26 de mayo de 1966, el gobierno 
venezolano, a través de su Canciller, advirtió al Reino Unido, mediante notas 
diplomáticas, alocuciones en cadena nacional y declaraciones de prensa - todas 
hechas por Iribarren Borges - que el cambio de status que experimentara la Guayana 
Británica, por una declaración de independencia, no afectaba los legítimos derechos 
de Venezuela. 

En particular, es muy aclaratoria una nota que Iribarren entregó personalmente al 
embajador británico, del siguiente tenor: “Mi gobierno desea dejar constancia de que 
consideraría un acto inamistoso de parte del gobierno de Su Majestad, si se acordara sin 
reservas un traspaso de soberanía del territorio reclamado por Venezuela, traspaso que no 
podría generar más derechos que los que posee el gobierno que legítimamente los cede” 
Venezuela salvaguardaba de este modo sus legítimos derechos.

3. d.- Creación de una oficina especial para los asuntos con Guyana

Durante su gestión se creó en el Ministerio de Relaciones Exteriores la “Oficina Especial 
para la cuestión de Límites con Guyana”, la cual estuvo a cargo del Dr. Blas Pérez 
Ferraz, un  culto abogado de Curiepe, estado Miranda, dinámico y tenaz, dotado de 
un inmejorable estilo para redactar notas diplomáticas -casi toda la correspondencia 
sobre esta materia fue escrita por él,- condiscípulo de Iribarren en la Universidad 
Central de Venezuela, en la que tal vez fue, la más brillante promoción de abogados 
jamás vista en esa casa de estudios o si no, permítaseme mencionar algunos: Edgar 
Sanabria, Eloy Lares Martínez, Ignacio Iribarren Borges, Rafael Moreno, Víctor Manuel 
Álvarez, Manuel Álvarez Amengual, Ovidio Quiroz,  Blas Pérez Ferraz, Francisco 
Manuel Mármol y algunos otros que escapan al recato infiel de la memoria. Todos 
ellos le dieron siempre un respaldo profesional y las seguridades distinguidas de 
una afectuosa y fraterna consideración. En labor como asesores se encontraban tres 
sacerdotes jesuitas: Germán Oropeza S. J. Daniel Bandarandian S. J. y Pablo Ojer 
Celigueta.
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3. e.- El incidente de la isla de Anacoco

Con esta estructura de apoyo en su Despacho atendió dos delicados asuntos atinentes 
al Esequibo: El primero, el “Incidente de la isla de Anacoco”, una isla fluvial situada 
en la confluencia de los ríos Cuyuní y Venamo, en la frontera entre nuestro país y el 
territorio en reclamación. El 14 de octubre de 1966, el primer ministro de Guyana, 
Forbes Burham, dirigió una nota de protesta por la presencia de personal venezolano 
en dicha isla y solicitó el retiro inmediato de los mismos. A través del Canciller Iribarren, 
el Presidente Leoni dio una respuesta tan bien documentada, que a partir de esa fecha 
permanece izada nuestra bandera y jamás se ha movido un solo venezolano de la Isla 
de Anacoco.

3. f.- La rebelión de Rupununi

El otro fue la “Rebelión de Rupununi”, un movimiento separatista llevado a cabo el 2 
de enero de 1969, por ganaderos, granjeros y pequeños agricultores amerindios en el 
sur del Esequibo. Tres días tardó el gobierno de Burham en sofocar a sangre y fuego 
la rebelión. Los protagonistas de la revuelta invocaron, como nativos del territorio 
en reclamación, su condición de ciudadanos venezolanos y el gobierno nacional les 
ofreció, inicialmente asilo y después les concedió la nacionalidad. El 5 de enero de 
1969, el Canciller Iribarren Borges en una declaración de extrema prudencia rechazó 
la petición de la líder del movimiento Valerie Hart de armas, municiones y asistencia 
táctica para los separatistas y de anexar el Rupununi a Venezuela. En ese momento 
nuestro país se encontraba dentro de las vías legales trazadas en el acuerdo de 
Ginebra.

4.- El Protocolo de Puerto España

4. a.- Razones que originaron el Protocolo de Puerto España

El Presidente Rafael Caldera Rodríguez y su Canciller Arístides Calvani Grisanti fueron 
los artífices del Protocolo de Puerto España, de fecha 18 de junio de 1970, que detuvo 
por doce años la reclamación del Territorio Esequibo. 

Las razones que motivaron esta conducta del primer gobierno demócrata cristiano de 
Venezuela fueron: 

a) La fuerte presión de Colombia por ocupar espacios marítimos en el Golfo de 
Venezuela y de otro lado, por impedir que los islotes de Los Monjes generaran mar 
territorial, plataforma continental y zona económica exclusiva en defensa de nuestra 
soberanía. 
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Imagen: El Canciller Calvani y el Ministerio de Estado de Guyana en el momento de firmar el Protocolo
 Fuente: http://laguayanaesequiba.blogspot.com/2010/07/la-guayana-esequiba-40-anos-del_12.html

b) Para tomar esta decisión, el Presidente Caldera consultó a los expertos más 
prominentes del país en el tema que nos ocupa. En resumida síntesis ellos le dijeron: 
no es oportuno manejar dos frentes de reclamaciones territoriales al mismo tiempo, en 
especial cuando no se contaba en aquel momento histórico con un personal entrenado 
para atender los dos casos, muy diferentes y bastante difíciles y complejos.

En consecuencia, el gobierno escogió atender prioritariamente el problema con 
Colombia, un oponente mucho más agresivo y peligroso que Guyana. 

En mi modesta opinión el Presidente Caldera actuó con prudencia y buen juicio. 
Curiosamente, el más fuerte opositor al Protocolo de Puerto España fue Carlos Andrés 
Pérez, candidato a la presidencia de la República por el partido Acción Democrática, 
pero en forma un tanto incongruente: cuando llegó a la presidencia, en lugar de 
intentar una denuncia del Protocolo de Puerto España e invitar al gobierno de Guyana 
a reanudar conversaciones, mantuvo su prórroga por toda la duración de su mandato. 
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4, b.- Fundamentos jurídicos del Protocolo de Puerto España

El comunicado que se ofreció a la opinión pública, con fuertes connotaciones jurídicas, 
fue el siguiente: El gobierno del presidente Rafael Caldera ha considerado que, dada 
la importancia de mantener el asunto dentro de la exclusiva decisión de las partes 
interesadas, es necesario buscar un medio que «brindara un compás de espera, a 
fin de que ambos gobiernos pudieran reflexionar, dialogar, aumentar la posibilidad 
de cooperación entre los dos países y establecer relaciones de mayor amistad». De 
manera que, en esas condiciones, pudiera aligerarse la solución de la controversia. 

Ante los buenos oficios del entonces primer ministro de Trinidad y Tobago, Eric 
Williams, se suscribió el 18 de junio de 1970 el llamado Protocolo de Puerto España 
entre Venezuela, Guyana e Inglaterra. Establecía un plazo de 12 años contados a 
partir de la fecha de su firma, durante el cual «no se haría valer ninguna reclamación 
que surja de la contención a que se refería el artículo 1° del Acuerdo de Ginebra y se 
suspendería el funcionamiento del Artículo 40 de dicho Acuerdo». Durante la vigencia 
del Protocolo, ambos gobiernos «explorarían todas las posibilidades de mejorar el 
entendimiento entre ellos y sus pueblos» y mejorar sus relaciones «con el objeto de 
producir un adelanto constructivo de las mismas»

4. c.- Un dato insólito y curioso: 

Conforme a la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, un tratado 
internacional entra en vigor conforme a lo estipulado en el tratado mismo: en el caso 
del Protocolo de Puerto España, en el momento de su firma. Pues bien, este tratado 
no tenía que ser enviado al congreso para su aprobación, pues entraba en vigor al 
momento de su firma y no obstante fue enviado. El Congreso Nacional no lo aprobó, 
sin embargo, continuó vigente y operativo, durante los gobiernos de los presidentes 
Rafael Caldera y Carlos Andrés Pérez.

5.- Legado del presidente Luis Herrera Campins

5. a.- Fin del Protocolo de Puerto España y retorno al Acuerdo de Ginebra

El 4 de abril de 1981, con motivo de la visita oficial del Presidente de Guyana, 
Forbes Burnham a Caracas, un Comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores 
de Venezuela informaba que el Presidente Herrera Campins, había reafirmado 
firmemente la vigencia de la reclamación sobre el territorio Esequibo y reiteraba 
su negativa a cualquier compromiso incompatible con dicha reclamación, así 
mismo hacía presente ante la nación venezolana la aspiración nacional de obtener 
la reparación de la grave injusticia cometida contra nuestro país por la voracidad de 
los imperios coloniales.
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En consecuencia, dejó constancia de que en ese 
momento no existía ninguna disposición de parte del 
gobierno venezolano para prorrogar el Protocolo de 
Puerto España, que vencía el 18 de junio de 1982. El 
1 de julio de 1982, en aplicación del artículo IV.2 del 
Acuerdo de Ginebra, Venezuela propuso la adopción 
de la negociación directa entre las partes, primer 
modo de solución de controversias previsto en el 
Artículo 33 de la Carta de Naciones Unidas. 

Esta información se trasladó al Secretario General de Naciones Unidas: Nota N.º DG-
401, de fecha 2 de agosto de 1982 y al Secretario de Estado del Foreign Office: Nota N.º 
DG-406, de fecha 4 de agosto de 1982.

5. b.- Tres acontecimientos de importancia en el gobierno 
de Luis Herrera Campins

5. b. 1.- Rechazo al proyecto hidroeléctrico del Alto Mazaruni, zona en 
reclamación

En un comunicado oficial, Venezuela reiteró el rechazo al proyecto hidroeléctrico del 
Alto Mazaruni. Así mismo recordó que Venezuela y Guyana se han comprometido a 
buscar soluciones satisfactorias para el arreglo práctico de la controversia pendiente 
y ratificó la determinación venezolana de continuar explorando los medios más 
adecuados para la obtención de este fin. En esta oportunidad, el presidente Herrera 
Campins apeló a la herramienta más poderosa para obligar a Guyana a negociar: no 
permitirle a Guyana administrar recursos en la zona en reclamación.

5. b. 2. - Construcción de la Embajada de Venezuela en Georgetown
Era la época en que los países protagonistas de la escena mundial construyeron sus 
embajadas en Georgetown. Estados Unidos de América una bellísima y bien concebida 
embajada, de gran seguridad e impactante presencia artística; China la más grande 
y mejor de todas desde un punto de vista funcional; Unión Soviética impresionante, 
símbolo del poder soviético; Brasil moderna y operativa; Reino Unido y Canadá ya 
tenían esplendidas locaciones muy antiguas. Venezuela: una casa vieja y fea. 
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¿Qué ocurrió? Una cantidad considerable de dinero, suficiente para construir una 
ejemplar embajada le fue enviada al embajador de turno, pero él no hizo una 
construcción moderna como los otros países. Tomó la decisión de comprar una casa 
vieja y no apta para el funcionamiento de una representación diplomática. Desde 
entonces la embajada de Venezuela en Georgetown es una verdadera vergüenza. 
¿Qué tiene esto que ver con la reclamación? Un país es visto con respeto por la 
imagen que ofrece ante los otros países y en especial ante el país en que se encuentra 
acreditado y a mucho mayor razón, si mantiene una controversia territorial, la cual 
le exige presencia constante, autoridad y firmeza moral en los emprendimientos que 
realiza en ese país.

5. b. 3.- La protesta más grande, en la historia de 
Guyana, frente a la Embajada de Venezuela
El embajador Enrique Peinado Barrios tuvo ante 
sus ojos la manifestación de protesta más grande 
que - nunca jamás-  se realizó en Guyana frente a 
una embajada de país alguno. 

¿Qué estaba ocurriendo ante el sorprendido y 
estupefacto embajador venezolano? Pues bien, el 
consejero de la embajada tenía una perra a la cual 
profesaba un inmenso cariño. Un día la perra se 
fue y desapareció.

El consejero colocó un aviso en el periódico: USA $ 
1 000 a quien le encuentre su perra. No se sabe por qué razón la perra fue a parar a un 
burdel, el más grande de Georgetown. Su propietario era un homosexual que llamó 
a la embajada de Venezuela y comisionó para la entrega de la perra a su prostituta 
estrella. 

El consejero llegó al burdel y le gustó la muchacha, entonces decidió pasar la noche 
con ella en una suite. A la mañana siguiente salieron como si nada hubiera ocurrido: 
la perra, la muchacha y el consejero, sin pagar un centavo. ¡caída y mesa limpia! Un 
prodigio de la diplomacia venezolana. 

Ese mismo día el propietario del negocio convocó a una manifestación de prostitutas, 
homosexuales, travestis, transgénicos, gais y todas esas especies trashumantes, a la 
cual se unieron guyaneses que profesaban odio contra Venezuela. 
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El embajador Peinado Barrios tuvo que negociar: con cargo a fondos del estado 
venezolano entregó los mil dólares por la consignación de la perra, otra cantidad 
de dinero por el uso de la suite y el consumo de bebidas alcohólicas y canapés, 
además de la alimentación de la perra y más aún - asómbrese amable lector - tuvo 
que pagar como decía el homosexual “tres golpes de cañón, bien campaneados” que 
el consejero propinó a su prostituta y eso tenía un precio muy alto pues se trataba de 
una “madame muy habilidosa”. Se decía que podía quitarse los zarcillos de sus orejas 
utilizando los dedos de sus pies. En los ambientes de la cancillería se comentó durante 
mucho tiempo, que esta fue la negociación más importante que el embajador Peinado 
Barrios realizó durante su entera carrera diplomática.

Ahora bien, ¿qué tiene que ver esta historia con la reclamación del Territorio Esequibo? 
Pues tiene mucho que ver: el presidente Burham sembró en Guyana la idea de que el 
escaso desarrollo económico de Guyana, su pobreza y miseria eran consecuencia de 
la negativa de Venezuela a que Guyana explotara sus enormes riquezas y recursos 
naturales contenidos en la zona en reclamación. Ahora se añadía un elemento adicional: 
los diplomáticos venezolanos eran deshonestos e irresponsables, como lo demostraba 
un simple hecho, el pago de los honorarios profesionales de una trabajadora sexual 
y el rescate de una perra. 

En el año final de gobierno del presidente Luis Herrera Campins, Venezuela fue el 
país más odiado, envilecido y despreciado en Guyana. Créanme, amables lectores, 
para esa época Guyana era el peor destino a que podía ser enviado un diplomático 
venezolano. El juego estaba trancado. Era necesario buscar una nueva fórmula política 
para proseguir en la reclamación.

6.- El legado del Presidente Jaime Lusinchi 
y su Canciller Simón Alberto Consalvi: 

Tratativa directa entre las partes, acompañada de 
una hábil política de buena vecindad.

Al Presidente Jaime Lusinchi correspondió recoger los dispersos restos flotantes de 
ese gran naufragio del gobierno anterior y dar un cambio de 360 grados –como se 
suele decir- a una política de estado en las relaciones entre Venezuela y Guyana, antes 
hubo una política de confrontación, ahora se realizaría una política de cooperación y 
buena vecindad con Guyana: una invitación a conversar como amigos, no más como 
antagonistas. Para llevar a cabo esta nueva política fue nombrado como Embajador 
de Venezuela en Guyana a Hugo Álvarez Pifano.
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Dos órdenes de factores contribuyeron a llevar a cabo este novedoso cambio en la 
política internacional de Venezuela y en particular en sus relaciones con Guyana, a 
saber:

6. a.- Posición de Venezuela ante la comunidad internacional

Es el momento en que Venezuela ante la comunidad internacional asoma su perfil como 
un importante líder democrático del Tercer Mundo y lo hace a través de su participación 
en procesos de gran resonancia política, como son la devolución del Canal de Panamá 
por parte de los Estados Unidos de América; el desarrollo de la Revolución Sandinista, 
para dejar atrás la negra noche de la dictadura de los Somoza e infortunadamente - 
como sucedió después - sumergirse más hondo aún en la pesadilla cruel del gobierno 
de la familia Ortega; la concertación de un Pacto Amazónico, entre los países de la 
región, para hacer frente a la amenaza de declarar a esa cuenca hidrográfica “un gran 
protectorado internacional en beneficio de la humanidad”; el ingreso de Venezuela a 
los Países No Alineados; la delimitación de arias marinas y submarinas con Colombia 
en el Golfo de Venezuela; el incidente internacional conocido con el nombre de “Crisis 
de la corbeta Caldas” y la reclamación histórica de la Guayana esequiba, tema que 
ahora nos ocupa.

6, b.- El otro asunto, la muerte de Forbes Burham

Forbes Burham fue el líder político que gobernó Guyana desde 1964 hasta su muerte 
ocurrida en 1985. Tenía como consigna “ni una brizna de paja a Venezuela en nuestra 
Guyana Esequiba”. Así lo publicó en afiches que se veían en las oficinas públicas e 
instituciones culturales. No aceptaba dialogo alguno sobre la reclamación venezolana 
del territorio esequibo. Burham era casi totalmente sordo, de manera que para escuchar 
usaba en cada oído una prótesis auditiva. Se cuenta que cuando alguien quería hablar 
con él sobre el diferendo territorial con Venezuela, se quitaba las prótesis y las ponía 
frente a su interlocutor mientras se quedaba mirándolo fijamente a los ojos. 

Eran sus seguidores en este planteamiento radical Ranji Chandisingh, Vice-Presidente 
de Guyana (1984-1988) y Sinclair Lewis, un político carroñero y diplomático 
minusválido, de un odio feroz contra Venezuela, que trató siempre de evitar un dialogo 
constructivo y pacifico entre las dos naciones. 

Por el otro lado, se encontraban políticos inclinados a dialogar con Venezuela en 
la búsqueda de una solución al diferendo: Hugh Desmond Hoyte, Presidente de la 
República Cooperativa de Guyana (1985-1992); Mohamed Shahabuddeen, Vice-
Presidente de Guyana (1983-1988) y Juez de la Corte Internacional de Justicia de 
La Haya (1988-1997); Hamilton Green, Primer Ministro de Guyana (1985-1992); 
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Rashleigh E. Jackson, Ministro de Relaciones Exteriores (1978-1990); Rudolph Collins, 
Vice-Ministro de Relaciones Exteriores y Embajador de Guyana en Caracas (alrededor 
en ambos cargos, 1984-1990) 

Del lado del estamento militar: Mayor General Norman Mc Lean, Comandante en 
Jefe de Guyana Defence Force (1979-1990); Mayor General Josep G. Singh, Chief of 
de defence staff of de Guyana Defence Forcé (1990-2000) y tal vez nunca se sabrá, el 
general de brigada David Granger, Consejero de Seguridad Nacional del Presidente 
de Guyana (1990- 1992), quien se mantuvo cerca de la Embajada de Venezuela en 
Georgetown. 

Por otro lado, aún más, existió una tendencia de mayor 
aproximación a Venezuela representada por Jai 
Narine Singh, político de importante trayectoria en la 
independencia de Guyana, autor de una significativa 
obra de contenido político que lo hace perfilarse 
como un destacado guyanés con dotes de estadista: 
Diplomacia o guerra, un libro en el que se señala que 
para Guyana y Venezuela es necesario llegar a un 
acuerdo para lograr el desarrollo económico de 
ambos países en un marco de paz y cooperación 
mutua.

En este escenario propicio al dialogo actuaron el Presidente Jaime Lusinchi y su 
Canciller Simón Alberto Consalvi. El Presidente Desmond Hoyte realizó una visita 
oficial a Venezuela el 24 de marzo de 1987 y el Presidente Jaime Lusinchi correspondió 
con una exitosa visita a Guyana el 16 de noviembre de 1987. En ambas tuvieron lugar 
conversaciones sobre el tema del Esequibo. 

El Canciller Consalvi visitó tres veces Guyana, en los años sucesivos y el Canciller 
Rashleigh E. Jackson estuvo un par de veces en Venezuela. Se realizaron dos 
conferencias entre ambos presidentes en Kavanayén, la Gran Sabana venezolana, 
en las cuales se plantearon soluciones prácticas, como eran intercambiar territorios 
por espacios marítimos, en modo de configurar una fachada atlántica y una zona 
económica exclusiva para Venezuela. Me tocó el privilegio de participar en todas estas 
actividades como Embajador de Venezuela en Guyana (1986-1990). Ahora a largos 
años de distancia de todos estos eventos me atrevería a decir que Venezuela en toda 
la historia de esta reclamación jamás estuvo tan cerca de llegar a un entendimiento 
con Guyana, como en ese momento histórico.
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7- Segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez. 

Venezuela y Guyana acuerdan poner en manos del 
Secretario General de Naciones Unidas la escogencia 
del medio para resolver la disputa sobre el Territorio 
Esequibo y éste selecciona: Los buenos Oficios, con la 
subsiguiente anuencia de ambos gobiernos. 

El 8 de noviembre de 1989 tiene lugar en Puerto Ordaz, 
estado Anzoátegui, Venezuela, una reunión entre 
los Presidentes de Venezuela, Carlos Andrés Pérez 
y Desmond Hoyte, de Guyana, en la cual acuerdan 
someter a la competencia del Secretario General de 

la ONU, Javier Pérez de Cuellar (1982-1991) - conforme al mandato del Acuerdo de 
Ginebra - la escogencia del medio para atender la controversia sobre el territorio 
Esequibo, quien seleccionó con la aceptación de ambos países, el procedimiento de 
los buenos oficios. 

Seguidamente pasaron a designar a Sir Alister McIntyre, como el representante 
personal del Secretario General de las Naciones Unidas, en el rol de Buen Oficiante, para 
proseguir e identificar los medios de mutua aceptación por las partes, con el objeto 
de llegar a la solución de la controversia. Esta decisión fue muy bien vista en Guyana 
de parte de algunos sectores radicales que querían liberarse del Acuerdo de Ginebra 
de 1966. En efecto, a partir de este momento Guyana comienza a argumentar - sin 
ningún fundamento legal - que al poner este asunto en manos del Secretario General 
de la ONU, el acuerdo de Ginebra ya no cumple ninguna función y se transforma en 
un acuerdo insubsistente. 

Años más tarde, Guyana relanza este mismo argumento: el fin del Acuerdo Ginebra, 
cuando el Secretario General de la ONU pone en manos de la Corte Internacional 
de Justicia, la controversia territorial del Esequibo. Es evidente que Guyana siempre 
se quiso liberar del Acuerdo de Ginebra. Era una enorme piedra gigantesca en el 
pequeño zapato de Guyana. Esto es necesario recordarlo, porque retornaremos sobre 
este asunto en el capítulo de la conducta del chavismo sobre el tema del Esequibo.

Al otro lado, tampoco fue aceptada de buen grado en Venezuela este cambio de 
política en la reclamación, por parte de expertos en la materia, que hubieran preferido 
mantener una tratativa directa entre las partes, sin intervención de terceros - Secretario 
General de la ONU, representante del mismo, facilitadores de ambos países y toda una 
inmensa parafernalia de burócratas internacionales y menos aún, de un nativo de la 
mancomunidad británica de naciones como era Mcintyre. 
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¿De qué sombrero de copa, de un mago en una fiesta de cumpleaños, nos sacaron a 
relucir a este engañoso caballo de Troya?

El primer Canciller del presidente Carlos Andrés Pérez: Reinaldo Figueredo Planchart, 
es un hombre de excelente formación académica, poseedor de un extraordinario 
currículo profesional. Miembro destacado de la Cancillería venezolana, quien mantuvo 
una reclamación firme y constante a través de decisiones inteligentes. 

Después vinieron dos cancilleres muy disminuidos: Armando Duran y Humberto 
Calderón Berti, un inescrupuloso vendedor de petróleo, este “canciller”, quien apenas 
duró unos dos meses y pocos días, intentó realizar una fallida reestructuración de 
la cancillería, que dejó a la misma bastante desarticulada y muy poco operativa. Lo 
sustituyo el General Fernando Ochoa Antich, un militar de un controvertido liderazgo 
dentro de las fuerzas armadas y una imperceptible influencia mínima en la política 
internacional de Venezuela, en momentos históricos, en que desafortunadamente para 
este país le tocó ser canciller de Venezuela. 

8. Segundo gobierno del presidente Rafael Caldera (1994-1999)

8, 1.- Se continúa con el proceso de negociación, en el ámbito de los Buenos Oficios, 
iniciado con Pérez de Cuellar en el gobierno anterior, ahora el nuevo Secretario General 
de Naciones Unidas es el egipcio Butros Butros- Ghali (1992-1996) y su continuador 
el ghanés Kofi Annan (1997-2007). Sigue como Buen Oficiante Alistar McIntyre, 
quien comunicó a los gobiernos de Venezuela y Guyana, su deseo de reanudar las 
conversaciones para lo cual se acordó, realizar en Nueva York una reunión conjunta, 
en el mes de marzo de 1994. 

El 15 de marzo de 1994 Guyana notifica que ha reemplazado al Sr. Barton Scotland, 
como facilitador en el esquema del proceso de negociación de los Buenos Oficios, en su 
lugar ha nombrado a Ralph Ramkarram. El 18 de julio de 1995, renuncia el Embajador 
Emilio Figueredo Planchart, como Facilitador en el Proceso de Buenos Oficios. El 1 de 
noviembre de 1995, es designado Carlos Ayala Corao, como Facilitador venezolano en 
el proceso de Buenos Oficios.

8. 2.- El 19 de agosto de 1995, en el marco de la I Cumbre de Jefes de Estado y de 
Gobierno y de Representantes de la Asociación de Estados del Caribe, el Presidente 
Rafael Caldera y el Presidente Cheddi Jagan abordaron la Controversia Territorial. 
Acordaron continuar con el proceso de Buenos Oficios bajo la égida del Secretario 
General de Naciones Unidas y los nuevos facilitadores de ambos gobiernos.
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8. 3.- Tres asuntos de suma gravedad para la reclamación del territorio Esequibo tuvo 
que atender el Presidente Rafael Caldera durante su segunda gestión, a saber: 

8. 3. a.- El 24 de agosto de 1995, el Gobierno de Venezuela mediante un comunicado 
expresa su rechazo a la conducta de Guyana por las consecuencias inhumanas, 
ecológicas y materiales que lleva a cabo la construcción de la represa para el 
vertedero de desechos tóxicos ubicada entre el Río Omai y la población de Bartica en 
el Territorio Esequibo: Entre 2 y 3 millones de metros cúbicos de desechos de cianuro 
caen al río Esequibo como consecuencia de esta obra.

8. 3. b.- El 18 de abril 1997, el Presidente guyanés Samuel Hinds suscribió dos 
Memoranda de Entendimiento con las empresas malayas KWITARO INVESTIMENT y 
el GRUPO BERJAYA para la exploración y explotación de aproximadamente 607.050 
hectáreas de bosques situadas en la zona en reclamación (región Takutú - Esequibo y 
en la zona Sur del país). Venezuela inmediatamente envía una nota de protesta.

8, 3. c.- El 21 de enero de 1999, la empresa coreana-malaya, concesionaria de 
explotaciones madereras Barama Company Ltd. suscribió un acuerdo con la compañía 
canadiense Golden Star Resources Ltd. operadora del complejo minero de Omai - 
ubicado en la Zona en Reclamación - para iniciar trabajos exploratorios de búsqueda 
de metales preciosos en el área que la primera tiene en concesión, en el Distrito 
Noroeste de ese país (Región 1 Barima-Waini, en el Territorio Esequibo). 

Más aún, El 28 de enero de 1999, la compañía minera Guyana Dimano Trading 
Company (GDTC) firmó un acuerdo con la empresa estadounidense Pangea Resources 
Limited con sede en Miami, para la exploración de aproximadamente 23.000 acres de 
tierra en Kurupung Región N.º 8, Zona en Reclamación por Venezuela. 

Ambas compañías invertirán un monto inicial (por valor de USA 5 millones de dólares) 
para ubicar la fuente principal de los diamantes aluviales que se consiguen en el 
área, dejaron en claro que seguirían métodos modernos de extracción para minimizar 
los daños ambientales. A estas iniciativas el Gobierno del Presidente Rafael Caldera 
respondió con enérgicas notas de protesta dirigidas no solo al gobierno guyanés, sino 
también al Secretario General de la ONU, bajo cuya dirección se llevaba a cabo el 
procedimiento de los Buenos Oficios.
=
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9.- La Revolución Bolivariana liderada por el teniente coronel 
Hugo Chávez Frías y Nicolás Maduro, con sus cancilleres: José 
Vicente Rangel, Luis Alfonso Dávila, Jesús Arnaldo Pérez, Elías 

Jaua Milano, Nicolás Maduro Moro, Roy Chaderton Matos, 
Delcy Rodríguez y Jorge Arreaza.

Ahora bien, surge al improviso la llamada Revolución Bolivariana donde en 22 años de 
su desarrollo y profundización jamás se informó al público, en forma adecuada, sobre 
las realizaciones de la cancillería venezolana acerca de la reclamación del Territorio 
Esequibo, lo cual hace presumir o que se hizo bien poco, aparte de cometer graves 
errores o que todas las actividades diplomáticas sobre este tema se mantuvieron en 
“top secret”.

En mi modesta opinión, me inclino a pensar que ocurrieron las tres cosas. No obstante, 
un hecho salta a la vista: el gobierno de Chávez nunca conformó ni una estrategia ni 
una política de estado para la reclamación del Territorio Esequibo. Solo se limitó a 
actuar por reacción ante todas las iniciativas de Guyana, que siempre mantuvo una 
efectiva estrategia, política de estado, unidad de criterio entre los motores activos 
de su sociedad, para conducir a Venezuela al lugar al cual nos ha querido llevar: La 
Corte Internacional de Justicia. Cómo ha ocurrido todo esto. Creo que dispongo de 
una explicación razonable.

Imagen:Presidente Hugo Chávez Frías
 Fuente: https://runrun.es/opinion/214486/chavez-maduro-y-el-
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9, 1.- Errores básicos de la diplomacia chavista en la reclamación
 del territorio Esequibo

9. 1. a.- La reclamación del Territorio Esequibo es fruto de un gran consenso nacional 
y de un proceso histórico de más de cien años. 

El  contencioso de Venezuela en reclamo de su 
Territorio Esequibo es el resultado de un gran 
consenso nacional, que une a todos los factores del 
país, incluyendo por supuesto a la Fuerza Armada, 
más allá de ideologías políticas, asuntos raciales y 
credos religiosos. 

Así mismo, es la continuación de grandes esfuerzos 
diplomáticos, jurídicos, económicos y políticos 
llevados a cabo por la República casi desde los 
inicios de su vida independiente, para defender su 
integridad territorial.

En modo alguno, no es la idea personal de un caudillo o de un político de turno, 
como fue presentada desde los inicios de su gobierno, por el presidente Hugo Chávez 
Frías, dentro de un concepto mesiánico personal y de una solidaridad comunista, 
transformada al poco tiempo en oscura hojarasca por el paso de la historia reciente. 

Este fue el primero y más grande error de su gobierno y añado algo más: con un gran 
cinismo toda la labor de presidentes, cancilleres y diplomáticos competentes –del 
pasado y de la era democrática- fue echada al cesto de la basura. La revolución tenía 
una forma nueva, ideologizada - anclada a la solidaridad de las ideas del comunismo 
tradicional- para plantear con consejos llegados de Cuba, una estrategia revolucionaria 
poco cónsona con los intereses de Venezuela, la cual desafortunadamente no llegó 
jamás a cuajar en fruto alguno.

4. 1. b.- Uno de los logros fundamentales del Acuerdo de Ginebra, de fecha 17 
de febrero de 1966, contemplado en su artículo V es que Guyana no puede 
en el territorio en reclamación, otorgar concesiones forestales, mineras, de 
explotación petrolera, de pesca, oro y diamantes o de cualquier otro recurso 
de valor económico. Esto siempre fue evitado con efectividad por la diplomacia 
venezolana de la era democrática, se trató de una herramienta maestra con que 
Venezuela obligaba a Guyana a sentarse a la mesa de dialogo. Ahora bien, el 
cambio de timón más radical en la historia de la reclamación ocurre en el año 
2004, cuando el teniente coronel Hugo Chávez Frías declaró que Venezuela no 
se oponía a que Guyana otorgara unilateralmente concesiones y contratos a 
compañías multinacionales en el territorio en reclamación. 
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¿Qué significado tiene esto? ¡un salto al vacío! La imposibilidad de otorgar concesiones 
en el área en reclamación, fue una de las más poderosas herramientas que poseía 
Venezuela para que Guyana tuviera la necesidad de buscar un acuerdo mediante 
soluciones prácticas, entonces con semejante declaración esta llave maestra quedó 
reducida a un juego de niños: a un barco de papel, sin timón y sin bandera.

Acto seguido, Guyana se sintió libre de obviar todos los procedimientos que condujeran 
a una negociación realizados ante el Secretario General de Naciones Unidas como 
mediador. A este punto, es útil recordar que, al no producirse acuerdo entre las partes, 
el Secretario General de la ONU, de conformidad con el Artículo IV del Acuerdo de 
Ginebra, tiene la potestad de escoger cuál de los mecanismos de solución pacífica 
de controversias, establecidos en el Artículo 33 de la Carta de Naciones Unidas, se 
utilizará para resolver la disputa territorial. 

Mientras el gobierno de Hugo Chávez Frías colocó este tema a un lado de su agenda y 
solo actuaba por reacción ante eventos suscitados por Guyana, la cancillería guyanesa 
trazó una hábil estrategia diplomática: convencer al Secretario General de Naciones 
Unidas, Ban Ki Moon, que lo mejor para poner fin a esta disputa sería enviar el caso 
a la Corte Internacional de Justicia de La Haya. En efecto, para Guyana el mecanismo 
de los buenos oficios estaba agotado, su argumento simple era que después de más 
de 28 años no se habían producido avances, razón por la cual Ban Ki Moon, dio un 
plazo de un año para que las partes acordaran buscar un nuevo mecanismo, lo cual 
fue ratificado por su sucesor Antonio Guterres.

4. 1. c.- Declaraciones de Roy Chaderton Matos, canciller de la República Bolivariana 
de Venezuela: un formidable caballo de Troya guyanés, en contra de los intereses de 
Venezuela.

  Para finalizar, si me es consentido, yo me atrevería a 
decir que, si el más desacertado error de la diplomacia 
venezolana del siglo XX fue aceptar Castilletes como 
el inicio de nuestra frontera con Colombia, mediante 
un tratado formal (1941), el más colosal error de la 
diplomacia de la era de la República Bolivariana de 
Venezuela (2011) fueron las declaraciones del 
embajador Roy Antonio María Chaderton Matos, 
canciller de la República Bolivariana de Venezuela,  al 
referirse a la reiteración de los derechos de Venezuela 
sobre el Territorio Esequibo, quien expresó que todo 

esto es simplemente, un pretexto “para buscar una guerrita con Guyana y provocar 
una invasión por parte del Imperio” Francamente, esto es servir en bandeja de plata 
los intereses de Guyana: un estoppel.
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5.- Una declaración final

En numerosas oportunidades, a los diplomáticos venezolanos que nos hemos ocupado 
de la reclamación de la Guayana Esequiba, nos han pedido una opinión sobre lo que 
el porvenir depararía a Venezuela en torno a esta reclamación -una pregunta que el 
corto espacio de este escrito no permite desarrollar adecuadamente-. 

Entonces yo he creído oportuno responder con estas hermosas palabras del Dr. Ignacio 
Iribarren Borges, Canciller de Venezuela (1964-1969), el canciller con quien inicié mis 
labores en el Ministerio de Relaciones Exteriores, palabras dirigidas en especial a las 
nuevas generaciones: 

“En muchas oportunidades me han 
preguntado lo que pienso sobre el futuro de 
nuestra reclamación de tierras en la Guayana 
Esequiba. Invariablemente he respondido 
que creo con firmeza en la posibilidad de 
un arreglo que satisfaga el interés nacional. 
No perdamos tiempo, sigamos con firmeza 
un plan de acción bien concebido y mejor 
ejecutado, sin olvidar ni por un momento, 
que el despojo guyanés debe ser reparado. 
Procuremos sembrar en el corazón y la mente 
de las generaciones venideras el fervor de la 
patria que espera, confiada y paciente, de 

ellos y de nosotros, por encima de circunstanciales actitudes políticas, 
una cuota de dedicación y sacrificio en una hermosa tarea: el restaurar su 
sagrado suelo”
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Algunas reflexiones sobre la controver-
sia con Guyana y el proceso 
en la Corte Internacional de Justicia 
Resumen de la Charla dictada en el Foro sobre Guyana, del Grupo Ávila de marzo de 2021.

Víctor Rodríguez Cedeño 
Abogado, ex Embajador de Venezuela, 

ex Miembro de la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 
profesor de Derecho Internacional.

1) La aceptación de la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia. 
2) El carácter de las decisiones de la Corte Internacional de Justicia y a 

la obligación de las partes de respetarlas y ejecutarlas. 
3) La no comparecencia y sus efectos jurídicos y políticos y 

4) Algunas cuestiones de fondo relacionadas particularmente con las 
causales de nulidad del laudo arbitral del 3 de noviembre de 1899: la no 

motivación.

La justa reclamación del territorio esequibo por Venezuela, formalmente planteada 
a mediados de los años sesenta y que conduce a la firma del Acuerdo de Ginebra de 
1966, es una cuestión de Estado que exige coincidencias y posturas comunes de todos 
los sectores del país. No es una cuestión de la exclusiva preocupación de un gobierno, 
de un partido político o de un sector del país. Por el contrario, es una cuestión que 
interesa a todos los venezolanos.

De manera general me refiero en esta oportunidad a algunos aspectos de la controversia 
que merecen la atención del jurista, sin desconocer que el tema debe también ser 
examinado en consideración de sus aspectos históricos y geográficos. 

En primer lugar me refiero a la aceptación de la jurisdicción de la Corte Internacional de 
Justicia (1). En segundo lugar, al carácter de las decisiones de la Corte Internacional de 
Justicia en general, estén ellas relacionadas con el proceso mismo o con las cuestiones 
de fondo y a la obligación de las partes de respetarlas y ejecutarlas (2); en tercer 
lugar, a la no comparecencia y sus efectos jurídicos y políticos (3) y, en cuarto lugar, a 
algunas cuestiones de fondo relacionadas particularmente con las causales de nulidad 
del laudo arbitral del 3 de noviembre de 1899, en concreto, la no motivación (4). 
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1.	 Sobre la a aceptación de la jurisdicción y las decisiones de 
la Corte

Los Estados, como sabemos, son libres de aceptar o no la jurisdicción obligatoria de 
la Corte, lo que no significa de ninguna manera desconocer al tribunal o restar su 
importancia como órgano judicial de las Naciones Unidas. 

Son dos cuestiones distintas. Venezuela ha tenido jueces de su nacionalidad en el 
tribunal, los eminentes juristas Andrés Aguilar y Gonzalo Parra-Aranguren sin haber 
declarado aceptar nunca de manera clara e inequívoca su jurisdicción obligatoria. La 
jurisdicción de la Corte reposa, como sabemos, en el consentimiento, en la voluntad del 
Estado de aceptarla, tal como lo ha reconocido el mismo tribunal en diversas decisiones, 
como en la relativa al Estrecho de Corfú cuando dice que: “…el consentimiento de las 
partes confiere jurisdicción a la Corte”1 , un consentimiento que puede ser expresado 
de cualquier forma, como también lo ha señalado la Corte en varias de sus decisiones: 
“ni el Estatuto ni el Reglamento exigen que ese consentimiento sea expresado de una 
forma determinada.” 2

Venezuela, en efecto, no ha 
reconocido la jurisdicción del 
tribunal mediante la declaración 
unilateral prevista en el artículo 
36-2 del Estatuto, tampoco 
mediante ningún acuerdo bilateral 
o tratado multilateral tal como 
previsto en el artículo 36-1 del 
mismo texto; tampoco por un acto 
o comportamiento que pudiera 
suponer tal aceptación. 

Sin embargo, la Corte decidió, como 
se sabe, el 18 de diciembre de 2020 
en favor de la demanda presentada 
por Guyana el 29 de marzo de 2018, 
al afirmar que Venezuela si había 
aceptado la jurisdicción del tribunal en base al Acuerdo de Ginebra de 1966, en 
particular su artículo IV-2 y que por lo tanto era competente para conocer el Caso 
relativo a la Validez del laudo arbitral del 3 de octubre de 1899. 

1 CIJ, Rec. 1947-48,p.27, excepciones preliminares.	
2  Misma Decisión, párrafo 27.

Imagen: Caricatura de 1896 del convenio de Estados Unidos  y Reino 
Unido sobre Laudo Arbitraje 1899 Fuente:https://www.wikiwand.com/es/

Laudo_Arbitral_de_Par%C3%ADs
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La Corte nota en su Decisión del 2020, que “según la redacción del parágrafo 2 del 
articulo IV del Acuerdo de Ginebra, las partes confirieron al Secretario General el 
poder de escoger entre los medios de solución de controversias previstos en el artículo 
33 de la Carta…(…) y estima que, al escoger un medio que conduzca a la solución 
definitiva de la controversia, el Secretario General cumplió  con su responsabilidad en 
virtud del parágrafo 2 del articulo IV del Acuerdo de Ginebra, conforme al objeto y al 
fin de este instrumento.” 1 En base a esa decisión del Secretario General, de enviar la 
controversia a la Corte, comunicada a las partes el 30 de enero de 2018, autorizada por 
el Acuerdo según la misma Corte, Guyana introdujo su demanda en marzo de 2018.

Muchos habíamos considerado que el Secretario General no tenia la facultad de 
remitir la controversia a la Corte, pues el consentimiento de Venezuela no había sido 
expresado “en forma clara e inequívoca”, como lo exige la misma Corte, mediante el 
Acuerdo de 1966. 

Habíamos considerado que el Secretario General podía “escoger” el medio, pero “no 
decidir” sobre el mismo, lo que dejaba a las partes la facultad de aceptar de mutuo 
acuerdo el medio de que se tratase. Incluso, el Secretario General había propuesto a 
las partes los buenos oficios, un medio por cierto no incluido en el articulo 33 de la 
Carta, pero sin duda un medio valido de solución de controversias, lo que las partes 
aceptaron expresa y formalmente.2

Algunos jueces, es interesante subrayar, coincidieron con esta postura al estimar que 
el artículo IV-2 del Acuerdo de Ginebra de 1966 no recogía “la expresión inequívoca 
del consentimiento de las partes para de aceptar la competencia de la Corte, más bien 
solamente la aceptación por ellas de la idea de que la controversia sea susceptible 
de encontrar in fine su solución por la vía del arreglo judicial.” 3  La interpretación del 
Acuerdo no habría sido acertada para algunos. 

Y, tal como dice el juez Bennouna en su opinión disidente adjunta a la Decisión del 18 
de diciembre de 2020, “es solo por una interpretación rigurosa del consentimiento de 
las partes de su competencia que la Corte reforzara su propia credibilidad, así como 
la confianza que goza de los Estados partes en el Estatuto”.4

1 CIJ, Rec. 2020, par. 83.	
2  Nota Conjunta de las Misiones Permanentes de Venezuela y Guyna del 6 de abril de 1987.	
3 Opinión disidente del juez Abraham, adjunta a la Decisión del 18 de diciembre de 2020, par. 13.	
4 Opinión disidente del juez Bennouna, adjunta a la Decisión del 18 de diciembre de 2020, par. 13.	
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Pero lo cierto es que, aunque la decisión del tribunal pueda ser cuestionada y criticada, 
es en definitiva una decisión del tribunal que las partes deben respetar, y ellos nos 
lleva a una nueva realidad que es el examen del fondo de la cuestión por la Corte, 
tal como planteado por Guyana. De manera que el tema de la jurisdicción ha sido 
superado y no se puede hoy alegar ninguna postura anterior, tampoco una norma 
interna, ni ningún principio relacionado con la soberanía o la integridad territorial del 
Estado, mucho menos alguna disposición legal que incorpore el territorio esequibo al 
territorio nacional, para incumplir esta decisión. 

El proceso, en definitiva, se inicia y esta vez y a diferencia de la fase preliminar, en la 
que Venezuela decidió no participar, tendrá que hacerlo para defender los intereses 
de la República, en riesgo del proceso mismo.
            

 2. Las Decisiones de la Corte: naturaleza y alcance

La Corte se expresa mediante decisiones que pueden estar reflejadas en decisiones 
formales o en Ordenanzas o Providencias que adopta, estas últimas generalmente en 
relación con el proceso o con incidencias procesales o con medidas precautelares 
o provisionales. En todos los casos se trata de decisiones adoptadas por mayoría, 
teniendo el voto del presidente un peso particular cuando hay un empate, lo que 
se ha planteado en la práctica, de conformidad con los artículos 55 del Estatuto que 
señala que:

1. Todas las decisiones de la Corte se tomarán por mayoría de votos de los 
magistrados presentes. 
2. En caso de empate, decidirá el voto del presidente o del magistrado 
que lo reemplace.

Los jueces pueden adjuntar, lo que es frecuente, declaraciones y opiniones individuales, 
para expresar su posición en relación con la decisión. A veces, lo que es poco usual, 
las opiniones son formuladas por dos o más jueces en forma conjunta, como fue el 
caso de la opinión disidente de los jueces Ranjeva y Aguilar en el Caso de la Sentencia 
arbitral del 31 de julio de 1988, adjunta a la Decisión del 12 de noviembre de 1991.

Las decisiones de la Corte son definitivas e inapelables, tienen el carácter de cosa 
juzgada de conformidad con el artículo 60 del Estatuto que expresa que:

El fallo será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido 
o el alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de 
las partes.
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https://www.un.org/es/icj/how.shtml

Son obligatorias solo para las partes en la controversia, lo que responde al principio 
de la relatividad, como se precisa el artículo 59 del Estatuto:

La decisión de la Corte no es obligatoria sino para las partes en litigio y 
respecto del caso que ha sido decidido.

Las decisiones del tribunal solo pueden ser interpretadas o revisadas mediante un 
procedimiento estricto establecido en el artículo 61 del mismo Estatuto y en los 
artículos 98 a 100 del Reglamento de la Corte, adoptado el 14 de abril de 1976 y 
revisado en 1986.

El artículo 61 establece en concreto, en su párrafo 1, que: 

Sólo podrá pedirse la revisión de un fallo cuando la solicitud se funde 
en el descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor 
decisivo y que, al pronunciarse el fallo, fuera desconocido de la Corte y 
de la parte que pida la revisión, siempre que su desconocimiento no se 
deba a negligencia. 

La Corte señala en su Decisión del 18 de diciembre de 2020 que “tiene competencia 
para conocer la demanda depositada por la República Cooperativa de Guyana el 29 
de marzo de 2018 en la medida en que ella se relacione con la validez de la sentencia 
arbitral del 3 de octubre de1899 y a la cuestión conexa de la solución definitiva 
relacionada con la frontera terrestre entre la República Cooperativa de Guyana y la 
República Bolivariana de Venezuela.”
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En consecuencia, independientemente de las críticas que podamos hacer y que muchos 
han expresado por diversos medios, la decisión del 18 de diciembre de 2020 es una 
decisión de la Corte y por lo tanto vinculante, lo que significa que, aunque se insista 
en que Venezuela rechaza la jurisdicción del tribunal, el proceso se inicia. Es decir, el 
tema de la competencia de la Corte ya ha sido superado, entrando en consecuencia 
en la fase de fondo para lo cual la Corte mediante Ordenanza del 8 de marzo de 2021 
y en consulta con las partes, acordó que la fecha para el depósito de la memoria de 
Guyana es el día 8 de marzo de 2022 y para la Contramemoria de Venezuela, el 8 de 
marzo de 2023.1

El carácter vinculante de las decisiones de la Corte, la obligación de los Estados de 
cumplirlas, basado en el principio de la buena fe y del pacta sunt servanda, plantea 
la cuestión de su ejecución y los medios para que el Estado o los Estados partes la 
cumplan. Tal como lo dice el artículo 94 antes citado, las decisiones son vinculantes y 
en caso de incumplimiento podría intervenir el Consejo de Seguridad para hacer que 
las mismas sean respetadas. 

El artículo 94 dice textualmente:

1. Cada Miembro de las Naciones Unidas se compromete a cumplir la 
decisión de la Corte Internacional de Justicia en todo litigio en que sea 
parte.

2. Si una de las partes en un litigio dejare de cumplir las obligaciones que 
le imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Consejo de 
Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, hacer recomendaciones o 
dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto la ejecución del fallo.

En la práctica, en varias ocasiones, los Estados partes en una controversia se han 
negado a cumplir con la decisión del tribunal, como es el caso de los Estados Unidos 
en el Caso de las Actividades militares y paramilitares. En otros casos, al rechazarla, 
han solicitado la interpretación o la revisión de la Decisión o adoptando otras medidas 
para retrasar su ejecución. 

Así, vemos el caso de Colombia en relación con la Decisión sobre la Controversia 
territorial y marítima entre Colombia y Nicaragua; el de Estados Unidos en el Caso 
Avena; el de Camboya que solicitó la interpretación de la sentencia de 15 de junio de 
1962 sobre el templo Preah Vihear, entre otros.

1 Ver Ordenanza del 8 de marzo de 2021.	



47

Solo en dos casos un Estado parte en la controversia ha recurrido al Consejo de 
Seguridad para exigir a la otra parte el cumplimiento de la decisión del tribunal. 
Primero, Nicaragua, en el Caso de las Actividades Militares y Paramilitares. El proyecto 
de resolución, en el que pedía que Estados Unidos respetase y ejecutase la decisión, 
no fue aprobado por el Consejo1 por 11 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones, 
aunque la Asamblea General2, más adelante, aprobaría una resolución por 94 votos a 
favor, 3 en contra y 47 abstenciones, lo que daría respaldo al Estado reclamante para 
lograr la reparación correspondiente.

Mas adelante, Honduras planteó el incumplimiento de la Decisión de la Corte ante el 
Consejo de Seguridad, en el Caso de la Controversia fronteriza terrestre, insular y marítima 
(El Salvador/Honduras/Nicaragua interviniente). Las partes sin embargo llegaron a un 
acuerdo y ejecutaron la delimitación tiempo después, sin que fuera necesaria una 
intervención del Consejo.

La no ejecución de las decisiones de la Corte constituye un hecho internacionalmente 
ilícito como lo dijo el mismo tribunal en el Caso de la Solicitud de interpretación de 
la Decisión del 31 de marzo de 2004, (Caso Avena)3.  El cumplimiento o ejecución 
de las decisiones dependerá más, sin embargo, de la buena fe de los Estados partes 
en la controversia. La no efectividad del Derecho Internacional es quizás una de las 
deficiencias mayores del sistema jurídico internacional. 

En todo caso, independientemente de las acciones permitidas en base al articulo 94 
de la Carta y de la responsabilidad internacional del Estado, éstos comprometen su 
responsabilidad política y su credibilidad internacional al no cumplir una decisión 
de la Corte.

1 Ver documentos S/PV.2704 y S/PV.2718.ambas votaciones y S/18230 y S/18428.	
2  Ver documentos A/41/PV.53 y A/RES/41/31).	
3 CIJ. Rec. 2009, parr.44.	
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3. Sobre la comparecencia en esta segunda fase: 
El agente y el juez ad hoc

En la fase preliminar el Estado venezolano decidió no participar en el proceso. Así lo 
informó el gobierno por Notas del 18 de junio de 2018, del 12 de abril de 2019 y del 
10 de febrero de 2020, una posición que autoriza el artículo 53 del Estatuto que dice 
textualmente que:

“1. Cuando una de las partes no comparezca ante la Corte, o se abstenga 
de defender su caso, la otra parte podrá pedir a la Corte que decida a su 
favor. 2. Antes de dictar su decisión, la Corte deberá asegurarse no sólo 
de que tiene competencia conforme a las disposiciones de los Artículos 
36 y 37, sino también de que la demanda está bien fundada en cuanto a 
los hechos y al derecho.”

La no comparecencia es una facultad que otorga el Estatuto a las partes en una 
controversia. La Corte, sin embargo, critica esa postura porque “comporta (…) 
consecuencias negativas para una buena administración  de  justicia ” tal  como  lo  
dijera en la Decisión del 18 de diciembre de 2020 1, confirmando lo expresado en 
casos anteriores2.  Además, como lo dice la misma Corte en esta Decisión, “la parte no 
compareciente se priva de la ocasión de aportar pruebas y argumentos en apoyo de 
su propia causa y de contestar los alegatos de la parte adversa. La Corte no se beneficia 
pues de la ayuda que esas informaciones habrían podido aportarle, mientras que 
debe continuar su examen y formular todas las conclusiones necesarias en el caso.” 3

La no comparecencia es una estrategia jurídica que puede o no funcionar en todos 
los casos en favor del demandante, como se ha visto en la práctica de la misma Corte. 
En el Caso de la Plataforma Continental del Mar Egeo, entre Grecia y Turquía, en 1978, 
por ejemplo, en el que Turquía no compareció (fase preliminar), la Corte rechazó los 
argumentos del demandante, Grecia, lo que confirma que la Corte no esta obligada a 
aceptar de manera automática los argumentos del demandante cuando la otra parte 
no comparece, pero si a investigar, a estudiar por medios diversos, la posición de la 
otra parte como lo ha dicho también en varias de sus decisiones, para asegurarse que 
es competente y que los argumentos del demandante están fundados en los hechos y 
en el derecho, como lo exige el artículo 53 del Estatuto antes citado.

1  CIJ, Rec. 2020, par. 25.
2 Caso de las Actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra esta: CIJ, Rec. 1986, p.23, par. 27; Pruebas 
Nucleares, CIJ Rec. 1974, p.257, par. 15; Competencia en materia de pesquerías, CIJ, Rec. 1973, p54, par.13)
3  CIJ, Rec. 2020, p.25.
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La Corte debe asegurarse propio motu si tiene o no jurisdicción, antes de decidir sobre 
el fondo, como lo dijo entre otros en su Decisión en relación con el Caso de Pesquerías 
al afirmar que: “…debe, conforme a su Estatuto y a su jurisprudencia constante, 
examinar de oficio la cuestión de su propia competencia para conocer la demanda 
del Reino Unido. 

Además, en el presente caso, el deber de la Corte de proceder a este examen de su 
propia iniciativa es confirmada por el artículo 53 del Estatuto…”1  No se pronuncia 
la Corte, como dije, de manera automática a favor del Estado compareciente o 
demandante, como lo expresó en el Caso de las Actividades militares y paramilitares en 
Nicaragua y en contra de ésta. 2

En el Caso del laudo arbitral del 3 de octubre de 1899 en particular, Venezuela, sin 
comparecer, remitió información de manera informal al tribunal el 29 de noviembre 
de 2019, que la Corte consideró e incluso refirió en su Decisión de 2020.

No existe en el procedimiento del tribunal la figura del amicus curiae, como en otros 
tribunales internacionales, por ejemplo, en la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos o en los órganos del sistema de solución de controversias de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC). La Corte puede citar testigos y expertos en determinadas 
oportunidades y en relación con temas muy concretos, generalmente técnicos, pero 
no solicita opiniones sobre los temas que trata, con base en el concepto de la figura 
del amicus curiae. 

En las Instrucciones de Procedimiento de la Corte (XII.13)3 se hace referencia a la 
información que puedan remitir las organizaciones no gubernamentales, por su 
propia iniciativa, en el marco de un procedimiento consultivo, precisando que 
tales documentos, si bien podrían ser relevantes, enfatizamos nosotros, no pueden 
ser considerados parte del expediente del Caso. Se les considera, como todos los 
otros documentos que pueda recibir la Corte de otras instituciones, “publicaciones 
fácilmente accesibles.”

Nada impide que instituciones académicas envíen a título informativo documentos 
que puedan ser útiles y que la Corte pueda utilizarlos, como es el caso del Foro que se 
celebró sobre la “Controversia con Guyana en la CIJ” cuyos resultados fueron remitidos 
a la Secretaría de la Corte con el fin único de enriquecer la bibliografía sobre el tema, 
en relación con la posición de Venezuela.4

1 CIJ, Rec. 1973, p.12.
2 CIJ, Rec. 1986, p.ar. 28.	
3 Instrucciones de Procedimiento, de 2009.	
4 La controversia entre Venezuela y Guyana en la Corte Internacional de Justicia: Fase preliminar, Editorial Jurídica
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La Corte ya le informó a las partes su Decisión sobre la jurisdicción y como vimos, fijó  
las fechas para el depósito de la Memoria y la Contramemoria, lo que a pesar de haber 
sido consultado y el Estado venezolano sugerido alguna fecha, no significa de manera 
categórica, aunque esperemos que así sea, que Venezuela comparezca y presente su 
Contramemoria en la fecha indicada para defender los intereses de la República. 

Esto, sin duda, responde a la solicitud del país entero que se ha manifestado en esa 
dirección desde que se conoció la decisión sobre la jurisdicción del tribunal, como 
se puede constatar en Comunicados de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, 
de Universidades del país y del Bloque Constitucional, y algunas organizaciones no 
gubernamentales como el COVRI y En Defensa del Esequibo, entre otras.

Es importante subrayar que distintamente a la posición de Estados Unidos en el Caso 
de las Actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra ésta, que compareció 
en la fase preliminar, pero no en la fase de fondo, Venezuela deberá participar en esta 
segunda fase toda vez que se trata de una cuestión vital, de carácter territorial, sin 
menospreciar el objeto de la controversia entre Estados Unidos y Nicaragua. 

Recordemos que Estados Unidos le comunicó a la Corte el 18 de enero de 1985 que 
“se veían obligados a concluir que la decisión de la Corte era clara y manifiestamente 
errónea tanto en los hechos como en derecho. La Corte (…) no tiene competencia y 
la demanda de Nicaragua es inadmisible. Estados Unidos no tiene la intención de 
participar…”1 , lo que lamentó la Corte al expresar en su Decisión sobre el fondo que 
esa actitud “trae consecuencias negativas para una buena administración de justicia 
(…)” 2

Si Venezuela decide comparecer, como hemos dicho lo mas conveniente, el Estado 
deberá designar un Agente que como dice el artículo 42 del Reglamento representará 
al Estado en sus relaciones con la Corte durante el proceso. El Agente coordinará el 
equipo de juristas y expertos que elaborarán la posición de Venezuela, un grupo que 
deberá estar integrado por juristas nacionales y extranjeros, expertos en diversas 
ramas del Derecho Internacional, incluso en cuestiones procesales del tribunal y por 
expertos y especialistas en otras materias: historiadores y geógrafos principalmente.

1 CIJ, Rec. 1986, par. 10.	
2 CIJ, rec. 1986, par. 27
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Debe definir el Estado en caso de que definitivamente decida comparecer, la 
designación de un juez ad hoc, que es una posibilidad que permite el Estatuto del 
tribunal, cuando el Estado parte en la controversia, sea demandante o demandado, 
no tiene un juez de su nacionalidad, lo que está regulado en el artículo 41 del Estatuto 
que dice:

1. Los magistrados de la misma nacionalidad de cada una de las partes 
litigantes conservarán su derecho a participar en la vista del negocio de 
que conoce la Corte. 

2. Si la Corte incluyere entre los magistrados del conocimiento uno de la 
nacionalidad de una de las partes, cualquier otra parte podrá designar 
a una persona de su elección para que tome asiento en calidad de 
magistrado. Esa persona deberá escogerse preferiblemente de entre las 
que hayan sido propuestas como candidatos de acuerdo con los Artículos 
4 y 5. 

3. Si la Corte no incluyere entre los magistrados del conocimiento ningún 
magistrado de la nacionalidad de las partes, cada una de éstas podrá 
designar uno de acuerdo con el párrafo 2 de este Artículo. 

4. Las disposiciones de este Artículo se aplicarán a los casos de que tratan 
los Artículos 26 y 29. En tales casos, el Presidente pedirá a uno de los 
miembros de la Corte que constituyen la Sala, o a dos de ellos, si fuere 
necesario, que cedan sus puestos a los miembros de la Corte que sean 
de la nacionalidad de las partes interesadas, y si no los hubiere, o si 
estuvieren impedidos, a los magistrados especialmente designados por 
las partes.

5. Si varias partes tuvieren un mismo interés, se contarán como una sola 
parte para los fines de las disposiciones precedentes. En caso de duda, la 
Corte decidirá. 

6. Los magistrados designados según se dispone en los párrafos 2, 3 y 4 
del presente Artículo, deberán tener las condiciones requeridas por los 
Artículos 2, 17 (párrafo 2), 20 y 24 del presente Estatuto, y participarán 
en las decisiones de la Corte en términos de absoluta igualdad con sus 
colegas.
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La designación de los jueces ad hoc está igualmente regulado por los artículos 7 y 8 
del Reglamento de la Corte, adoptado en 1976 y enmendado en varias oportunidades. 
Desde entonces Guyana, que no tenía un juez de su nacionalidad, ejerció este derecho 
de conformidad con el articulo 31-3 del Estatuto y designó a una jurista australiana, la 
señora Hilary Charlesworth,1  como juez ad hoc, por lo que ahora, en estos momentos, 
el tribunal está integrado por 16 jueces.

Los jueces ad hoc no son representantes del Estado. Su condición de imparcial e 
independiente, como las propias de los magistrados del tribunal y de todos los jueces, 
en general, debe mantenerse. No está obligado el juez a “defender” los intereses del 
Estado que representa, pero lo cierto es que equilibra el proceso y facilita que el 
tribunal conozca mejor la posición de ese Estado sin que además signifique que sus 
posiciones deben coincidir necesariamente con las del Estado que lo designa.

4. Cuestiones de fondo: Sobre algunos aspectos relacionados 
con la nulidad del laudo arbitral del 3 de octubre de 1899

Dos cuestiones jurídicas importantes de fondo deben abordarse en este Caso, partiendo 
de la base de que el laudo es incompatible con el compromiso arbitral en el que se 
incluyen las reglas que habrían de regir el proceso. 

En primer lugar, para demostrar que el laudo fue una componenda política y que 
el órgano arbitral desconoció los derechos de Venezuela, debe abordarse todo lo 
relativo a la titularidad sobre el territorio, lo que se funda en importantes y serias 
investigaciones históricas realizadas por la Cancillería de Venezuela, reseñadas y 
recogidas por diversos medios y hechos públicos por la misma Cancillería y por 
importantes organizaciones no gubernamentales dedicadas a la defensa del territorio 
nacional. 

Esta titularidad reposa en la posesión del territorio desde 1777  en los intentos siempre 
rechazados de invasión del territorio por colonos del Reino Unido y de Países Bajos, 
especialmente, después de 1810, las protestas esgrimidas durante décadas por el 
gobierno venezolano. Y, en segundo lugar, a las causales que consideramos harían 
el laudo nulo e irrito, refiriéndome en esta oportunidad, solamente a una de esas 
causales, la no motivación del laudo, aunque sin duda otras pueden ser examinadas 
para fundamentar la posición de Venezuela sobre la nulidad del laudo arbitral, como, 
entre otros, que el tribunal desconociera el compromiso arbitral expresado en el 
Tratado de Washington de 1897, en particular su artículo IV: El exceso de poder del 
tribunal, al decidir sobre cuestiones no incluidas en el compromiso y a la coacción 

1 CIJ, Rec. 2020, par.7.	
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del presidente del tribunal sobre los árbitros designados por Venezuela y el mismo 
gobierno venezolano, tal como consta en documentos públicos entre ellos un 
documento de gran valor, el Memorándum póstumo de Mallet-Prevost.1 

Es importante subrayar que el tribunal arbitral funcionó irregularmente, su 
composición no tomó en cuenta los intereses y los argumentos de Venezuela; Estados 
Unidos actuó como dice Paul Reuter, como una potencia administradora al asumir la 
representación de Venezuela,  lo que agradecemos, pero no se tomaron en cuenta los 
intereses de Venezuela, como lo habríamos tomado nosotros si hubiésemos participado 
en igualdad de condiciones.

Los laudos arbitrales son definitivos, pero no de manera absoluta, como lo reconoce 
la mayor parte de la doctrina y se recoge en el Informe de la CDI de 1958 cuando 
considero el Modelo de Reglas sobre Procedimiento arbitral: “Ni el Relator Especial 
ni la Comisión se han adherido a la doctrina absoluta conforme a la cual la sentencia 
arbitral debe considerarse definitiva, incluso en los casos en que resulte moralmente 
inaceptable o prácticamente inaplicable. Summum jus siimma injuria. También la 
práctica constante del arbitraje se ha mostrado contraria a esta doctrina. Pero abundan 
las publicaciones sobre este punto y si los juristas están de acuerdo sobre el principio, 
no lo están sobre los casos de nulidad ni sobre su fundamento.”2

La Comisión concluye entonces al redactar el artículo 36 del proyecto que:

Cualquiera de las partes podrá impugnar la validez de una sentencia por 
una o varias de las causas siguientes: a) Exceso de poder del tribunal; b) 
Corrupción de un miembro del tribunal; c) Infracción grave de una norma 
fundamental de procedimiento, incluso el hecho de que la sentencia no 
exprese, total o parcialmente, los motivos en que se funda.

Los laudos arbitrales pueden ser objeto de acciones de nulidad. Para que los laudos 
sean causales de nulidad, deben ser motivados. La no motivación es una casual de 
nulidad de origen consuetudinaria, codificada y reafirmada en la práctica. Es una 
regla de Derecho Internacional general hoy consagrada se había venido formando 
desde mediados del siglo XIX y codificada. en la Convención de La Haya de 1899 y 
luego en la de 1907. 

1 Sobre esto ver SCHOENRICH, O., « The Venezuelan-British Guyane border dispute, AJIL, 1949, p. 523 y CULLEN D.,  
“The Venezuelan -British Guyane boundary arbitration of 1899, AJIL, 1950, p.720. Reuter señala en su trabajo (ver.pp.16) 
sobre el tema que “el superarbitro habría impuesto a los árbitros americanos una línea de división, bajo amenaza, en 
caso de rechazo, de atribuir todo el territorio contestado al Reino Unido. Los jueces americanos habrían consultado la del-
egación americana sobre las consecuencias que tendría una resistencia a esta proposición por la que el presidente logro 
la unanimidad.”	
2 CDI, Anuario de 1958, Vol. II, p. 12.	
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La doctrina y la práctica reflejan este proceso de cristalización de la norma. La doctrina 
la había ya considerado como tal. Un ejemplo de ello es que el Instituto de Derecho 
Internacional en su sesión de La Haya de 1875 adoptó un Proyecto de Reglamento 
sobre el procedimiento arbitral internacional, en cuyo artículo 23 se precisa que:

El laudo arbitral deberá redactarse por escrito y contener una exposición 
de motivos, salvo que se prescinda de ello en las estipulaciones del 
compromiso. Debe estar firmado por cada uno de los miembros del 
tribunal arbitral. Si la minoría se niega a firmar, basta con la firma de 
la mayoría, con la declaración escrita de que la minoría se ha negado a 
firmar. 1

La práctica también confirma su cristalización. La motivación no estuvo ausente en 
arbitrajes anteriores a 1899. Así, por ejemplo, en el arbitraje Costa Rica Packet, del 13 
de febrero de 1887,    el mismo De Martens, árbitro único, motivó la sentencia arbitral, 
lo que comenzaba a abrir el paso, del arbitraje como medio político de solución de 
controversias, que se basaba en apreciaciones políticas del árbitro, generalmente un 
Jefe de Estado, un Monarca o cualquier personalidad internacional que encontraba 
un arreglo más político que jurídico, al arbitraje jurídico, es decir, al arbitraje basado 
en el derecho y no simplemente en el criterio político del árbitro. 2

La obligación de motivar es incluida en las Reglas Modelo adoptadas por la CDI en 
1958, en particular en su articulo 29 que dice textualmente que:

La sentencia arbitral deberá ser motivada sobre todos los puntos que decida. 3

La obligación de motivar, como lo dice Guinea Bissau en sus argumentos en el Caso 
de la Sentencia arbitral del 31 de julio de 1989, es de Derecho Internacional general.4  
Es una obligación clara, más cuando se incluye, como en ese caso, en el Compromiso 
arbitral suscrito entre Guinea Bissau y Senegal para recurrir a la Corte, en 1985 (Art. 
9-3). Se entiende que, si las partes no acuerdan lo contrario en ese compromiso, como 
no lo fue en el caso del Tratado de Washington de 1897, el laudo arbitral debe ser 
motivado. 

1 Anuario del IDI, 1877, tomo I, p.126. Cit. Gounelle, M., op.cit. p.166.
2 Reuter, P., art. Cit., p. 592	
3 La Comision de Derecho Interncional y su Obra, Sexta Edicion, Vol. I, 2005, p. 302.	
4 CIJ, Rec. 1991, par. 42.	
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La no motivación de una sentencia arbitral ha sido planteada ante la CIJ en tiempos 
más recientes. En el Caso de la Sentencia arbitral del 31 de julio de 1989, por ejemplo, 
la Corte considera la demanda de Guinea Bissau del 28 de agosto de 1989 contra 
Senegal, en la que solicita la nulidad del laudo, entre otros, por no haber motivado su 
decisión de no examinar la segunda pregunta planteada en el compromiso arbitral, 
sobre la no producción de una línea única de delimitación y al rechazo de llevar el 
trazado de esta línea sobre un mapa.

El tribunal arbitral de Paris que pronuncia el laudo arbitral de 1899 desconoce las 
normas establecidas en el Tratado de Washington e ignora una regla ya aceptada: 
la obligación de motivar el laudo. Era inconveniente para el juez de Martens que se 
motivara el laudo. Ello contrariaba sus pretensiones de que el laudo fuera más que 
un acto jurídico, una componenda política, lo que el mismo había expresado muchas 
veces como necesaria a la solución de las controversias entre Estados.

De Martens afirmaba, en efecto, al justificar poco antes de dictarse el laudo arbitral 
sobre la controversia territorial entre Venezuela y el Reino Unido, en octubre de 1899, 
durante la Conferencia de La Haya de 1899, la no necesidad de motivar los laudos 
arbitrales, alegando que la motivación podía ser un obstáculo a la función pacificadora 
del arbitraje. 1 

Es más, como lo señala Reuter en su artículo citado, De Martens afirmaba poco antes 
en su libro de Derecho Internacional que  “en un conflicto internacional los árbitros no 
son solamente jueces; son, además, representantes de sus gobiernos”2  lo que muestra 
la postura y los intereses que defendía en el proceso arbitral de Paris en el que, según 
se desprende de todas sus declaraciones, no mantuvo una posición imparcial.

El presidente del tribunal, Frederic de Martens, a pesar de que había motivado la 
sentencia antes citada y consciente quizás de que la motivación era una obligación 
de Derecho Internacional general, insistió durante la Conferencia de La Haya de 1899, 
celebrada pocos meses antes de que se emitiera el laudo, en la no inclusión de una 
norma en relación con la obligación de motivar, lo que facilitaba su decisión arbitral. Sin 
embargo, a pesar de su insistencia, en 1899 y después en 1907 se adoptan disposiciones 
muy claras que codifican, sin duda, una norma de Derecho Internacional general. Así, 
en la Convención de 1899 se incluye el artículo 52 que señala textualmente: 

1 De Martens, F., en la Conferencia de La Haya en particular en la 5ª. Sesión del 17 de julio de 1899 de la 3ª. Comisión, 
cit. Por Paul Reuter en su articulo “La motivación y la revisión de las sentencias arbitrales  en la Conferencia de La Haya 
(1899), Melanges Andrassy, pp. 237 y ss.  Cit GOUNELLE, M. La motivation des actes juridiques en droit international 
public, Ed. Pedone, Paris, 1979, p. 167.
2 Traite de Droit International Public, Parios, 1882-1887. Cit. Reuter, art. cit., p.590.	
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El Laudo, dictado por mayoría de votos, es motivado. El Laudo tiene forma 
escrita y es firmado por cada miembro del Tribunal. Los miembros en 
minoría pueden hacer constar su disentimiento al firmar.

Y, en la Convención de 1907 se incluye una disposición similar, el artículo 79, que 
señala que:

El Laudo es motivado. Menciona los nombres de los árbitros; es firmado 
por el Presidente y el escribano o el secretario que cumple las funciones 
de escribano.

La decisión arbitral debe en definitiva estar justificada y la motivación es justamente 
ello. Debe haber una relación entre la motivación y la parte dispositiva de una sentencia 
arbitral. La motivación debe ser además suficiente para justificar las razones por las 
cuales el tribunal adopta la decisión. En el Caso citado de la Sentencia arbitral del 31 
de julio de 1989, la Corte considera que la motivación debe ser al menos suficiente 
“para esclarecer (…) las razones que guiaron al tribunal a tomar la decisión. 1

La obligación de motivar estaba claramente establecida en 1899 cuando se adopta 
el laudo de París, según el Derecho Internacional general, basado en la práctica y 
en la opinión de la doctrina, como vimos antes. La no motivación es sin duda una 
de las varias causales que se pueden alegar para solicitar la nulidad del laudo del 3 
de octubre de 1899. Tal como lo señalan los jueces Aguilar y Ranjeva en su opinión 
disidente a la Decisión sobre la Sentencia arbitral del 31 de julio de 1989, al referirse a 
las críticas que hizo la Corte a dicha sentencia, las causales de nulidad deben verse 
en su conjunto. Al decir de los jueces disidentes “tomadas aisladamente estas criticas 
pueden no ser suficientes para justificar en estricto derecho la nulidad de la sentencia 
arbitral atacada. Pero, vistas de manera acumulativa, esas objeciones constituían un 
grupo de hechos que, de una parte, son de naturaleza que permiten que surjan serias 
dudas que afectan directamente el valor intrínseco de una decisión de justicia (…)”

							       Sagliano Micca (BI), 1 de mayo de 2021

1 CIJ, Rec. 1991, pars: 61 y 63.
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La Corte Internacional de Justicia 
interviene:  Guyana vs. Venezuela 
El presente texto hará parte de la 3ª. edición del Código de Derecho Internacional (Caracas, UCAB, 
2021), 
que es la obra de enseñanza del autor

Asdrúbal Aguiar Aranguren
Doctor en Derecho Summa cum Laude y Doctor Honoris Causa

Ex juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
Profesor Titular de Derecho Internacional (UCAB/USAL-Buenos Aires)

Profesor Visitante del Miami Dade College (USA)
Miembro de la Academia Internacional de Derecho Comparado de La Haya 

y de la Real Academia Hispanoamericana de Ciencias, Artes y Letras de España

								        I. El Acuerdo de Ginebra

El 17 de febrero de 1966, como obra sucesiva de los cancilleres venezolanos Marcos 
Falcón Briceño, durante el gobierno de Rómulo Betancourt (1959-1964) e Ignacio 
Iribarren Borges, durante el gobierno de Raúl Leoni (1964-1969) se suscribe el Acuerdo 
de Ginebra (“Acuerdo para resolver la controversia entre Venezuela y el Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte sobre la frontera entre Venezuela y Guayana 
Británica”) a partir de la declaración venezolana sobre el carácter “nulo e írrito” 
del Laudo arbitral de 1899, comprometiéndose las partes: Venezuela, Gran Bretaña 
y la Guayana Británica una vez independizada, a encontrar, conforme al artículo I, 
“soluciones satisfactorias para el arreglo práctico de la controversia”.

Representantes del Tribunal Arbitral de París de 1899 en el Boulevard Saint-Germain. 
De izquierda a derecha: Juez Brewer, Juez Lord Russell, Juez Prof. Martens (Presidente del Tribunal), Juez Fuller y Juez Lord Collins. 

Fotografía de Wikimedia Commons.html
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Sin haber entrado en vigor, ya Venezuela había formulado su primera reclamación 
a Gran Bretaña y su colonia de Guyana, al advertir en 1965 que esta había otorgado 
unas concesiones petroleras, dos de las cuales afectaban al territorio en reclamación 
y a la plataforma continental correspondiente. El ministro de relaciones exteriores 
venezolano, así las cosas, el 24 de mayo de 1965 declara que “no reconoce las 
concesiones otorgadas” haciendo la debida reserva. Y 16 de septiembre siguiente, 
Ignacio Iribarren Borges precisa, dado lo ocurrido, que lo señalado “tiene idéntica 
aplicación a cualesquiera otras concesiones del mismo origen que tenga por objeto a 
aquel territorio”. 

El 26 de mayo de 1966 el canciller Iribarren envía al ministro de relaciones exteriores 
de Guyana, la nota de reconocimiento de Venezuela al nuevo Estado, reservando sus 
derechos de manera precisa:

“(…)Venezuela reconoce como territorio del nuevo Estado el que se sitúa 
al Este de la margen derecha del río Esequibo, y reitera ante el nuevo 
país y ante la comunidad internacional, que se reserva expresamente sus 
derechos de soberanía territorial sobre toda la zona que se encuentra a 
la margen izquierda del precitado río; en consecuencia, el territorio de 
la Guayana Esequiba sobre el cual Venezuela se reserva expresamente 
sus derechos soberanos, limita al Este con el nuevo Estado de Guyana, a 
través de la línea media del río Esequibo, tomado éste desde su nacimiento 
hasta su desembocadura en el Océano Atlántico”.

La mala fe guyanesa llevó al fracaso de la Comisión Mixta que funcionara entre 1966 
y 1970, encargada de encontrar dichas “soluciones satisfactorias” a la controversia 
pendiente que, “debe, por consiguiente, ser amistosamente resuelta en forma que 
resulte aceptable para ambas partes”, a tenor de lo previsto en Preámbulo y los artículos 
III y IV del acuerdo; el esfuerzo posterior de distención bilateral –destinado a crear un 
clima de entendimiento entre las partes para reanudar las negociaciones y sin ceder 
Venezuela en sus derechos– que implicara el Protocolo de Puerto España suscrito el 
18 de junio de 1970 durante el primer gobierno de Rafael Caldera (1969-1973) y su no 
renovación a partir del 18 de junio de 1982 por el gobierno de Luis Herrera Campíns 
(1979-1984), estimando llegado el momento para valorar los comportamientos de Gran 
Bretaña y Guyana, estudiar la vía más  adecuada  al interés nacional dentro de las 
previstas en el Acuerdo de Ginebra a fin de encontrar “una solución satisfactoria para 
el arreglo práctico de la controversia”, se estrellaron nuevamente contra la tozudez y 
el rechazo guyanés. 
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Observa bien Juan Carlos Rey (“Del golfo de Venezuela al Esequibo: una exploración 
de alternativas”, Caracas, EJV, Revista de Estudios Políticos, N°0, 1981), respecto de lo 
anterior y que al caso es constitutivo de una abierta violación de las obligaciones que 
le impone el Acuerdo de Ginebra, lo siguiente: 

“Guyana ha percibido la situación como puramente conflictiva o suma-
cero: estando en posesión de la totalidad del territorio Esequibo, al 
que considera bajo su absoluta soberanía, cualquier tipo de acuerdo 
negociado que implique renunciar a alguna porción del mismo es 
considerado como pura pérdida, por lo que no está dispuesta a 
entrar en un diálogo en lo que lo único que quedaría por discutir
es la magnitud de la misma; en otras palabras: prefiere no negociar a 
negociar. Al aferrarse a la “cuestión previa” de la validez del Laudo de 
1899, Guyana rechaza, al menos en esta etapa, el principio de negociación 
como medio de solución de controversia”.

No obstante, la firme protesta, en cada oportunidad, de los intentos de Guayana 
por desarrollar actividades concesionadas en el territorio bajo reclamación como lo 
fuera la formulada en 1980 y 1981 rechazando la construcción de la represa del Alto 
Mazaruni y su financiamiento por el Banco Mundial, ha permitido el sostenimiento de 
su precariedad posesoria al menos hasta el año 2004.

Imagen: Ilustración Canciller Iribarren y Michel Stewar
https://https://americanuestra.com/sadio-garavini-di-turno-50-anos-del-acuerdo-de-ginebra/
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En el artículo IV del Acuerdo de Ginebra, textualmente se expresa lo siguiente:

“Dichos Gobiernos escogerán sin demora uno de los medios de solución 
pacífica previstos en el Artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas… 
el Gobierno de Venezuela y el Gobierno de Guyana [si] no hubieren 
llegado a un acuerdo con respecto a la elección de uno de los medios de 
solución previstos…, referirán la decisión sobre los medios de solución a 
un órgano internacional apropiado que ambos Gobiernos acuerden, o 
de no llegar a un acuerdo sobre este punto, al Secretario General de las 
Naciones Unidas. Si los medios así escogidos no conducen a una solución 
de la controversia, dicho órgano, o como puede ser el caso, el Secretario 
General de las Naciones Unidas, escogerán otro de los medios estipulados 
en el Artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas, y así sucesivamente, 
hasta que la controversia haya sido resuelta, o hasta que todos los medios 
de solución pacífica contemplados en dicho Artículo hayan sido agotados”.

En tal orden, en el último año del gobierno de Herrera Campíns ofrece Venezuela a 
Guyana la negociación directa o encomendar la cuestión al Secretario General de 
la ONU; pero no aceptándola esta, que prefiere referirla a la Corte Internacional de 
Justicia, a la Asamblea General o al Consejo de Seguridad de la ONU, por iniciativa 
del primero y su Canciller, José Alberto Zambrano Velazco, es llevada directamente al 
patrocinio del Secretario General de la ONU conforme a lo dispuesto en el artículo IV, 
numeral 2 del Acuerdo. Este ya había aceptado intervenir en el desarrollo del Acuerdo 
de Ginebra si se le llegase a solicitar, desde 1966. La gestión de Zambrano Velasco 
quedará consignada en una obra de su autoría titulada Our historic claim (1982) y 
desde entonces, se encomienda la cuestión a un Buen Oficiante elegido por aquel y 
aceptado por las partes sin que se haya alcanzado resultado alguno.  

La tesis de Zambrano Velasco, sea cuales fueren los medios adoptados conforme al 
Acuerdo de Ginebra, es que la “controversia territorial pendiente” ha de ser resuelta 
de modo que esta quede amistosa y pacíficamente resuelta para ambas partes” (18-6-
82), mientras que Guyana ha esgrimido, desde el principio que esa condición previa 
impuesta por Venezuela ha impedido la solución, que a su juicio ha de comenzar por 
revisar la cuestión de la nulidad o no del Tratado 1897 y del Laudo Arbitral de 1899. La 
tesis venezolana ha sido la de abordar toda la temática “en conjunto” como obligación 
que impone el Acuerdo de Ginebra: 
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“Venezuela ha estado dispuesta a considerar todos los problemas 
implicados en esta materia, sean estos políticos, marítimos, culturales, 
económicos o sociales, y a no limitarse al mero examen de la nulidad del 
inexistente Laudo de 1899, como parece pretender Guyana. Venezuela 
considera que un arreglo práctico no es posible sin abordar esta temática 
en su conjunto y que toda conducta distinta constituye una solución 
satisfactoria, tal como fue convenido” (Declaración del Ministerio de 
Relaciones Exteriores de 2 de mayo de 1981 sobre las consecuencias de 
no prorrogar el Protocolo de Puerto España).

Sucesivamente, situada la cuestión en las manos del Secretario General de la ONU, al 
que se dirige el canciller venezolano – agotados los tres meses previstos en el artículo 
IV, contados a partir del 18 de junio de 1982 – mediante comunicación de 6 de octubre 
de 1982 le refiere formalmente el asunto a Javier Pérez de Cuellar, para entonces 
titular del alto cargo de Naciones Unidas. Guyana, invitada por Venezuela (“vería con 
agrado que el gobierno de Guyana hiciese por su parte una gestión similar”), no sin 
protestas previas lo acepta posteriormente. Así, son designados como representantes 
especiales del Alto Funcionario de Naciones Unidas Sir Alister McIntire de Grenada y 
antiguo Secretario General del CARICOM, el Embajador Oliver Jackman de Barbados, 
y el catedrático jamaiquino Norman Girvan, sin que ninguno obtuviese resultados al 
buscar “una solución satisfactoria para el arreglo práctico de la controversia”. 

De tal modo que, el 23 de diciembre de 2016, el Secretario General de la ONU, Ban Ki-
moon, advierte a las partes que, si los Buenos Oficios no dan resultado en el curso de 
un año, al término enviará la controversia a la Corte Internacional de Justicia.

II. Guyana demanda a Venezuela

El 31 de enero de 2018, Antonio Guterres, sucesor de Ban Ki-moon, bajo protesta 
venezolana por no haberse agotado – en su criterio  –  todos los medios de solución 
pacífica previstos en el artículo 33 de la Carta de San Francisco y con ello cumplir las 
previsiones del Acuerdo de Ginebra de 1966 (Acuerdo para resolver la controversia 
entre Venezuela y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte sobre la Frontera 
entre Venezuela y la Guayana Británica), decide que las partes han de trasladar el 
conocimiento del diferendo territorial al señalado Tribunal de La Haya y así lo señala 
en la misiva que dirige al presidente guyanés David Arthur Granger el 30 anterior, en 
los términos que siguen:: 
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“De acuerdo con el marco definido por mi predecesor, he analizado la 
evolución del procedimiento de buenos oficios durante 2017. Como 
resultado, he cumplido con mi responsabilidad dentro de dicho marco y, 
sin que se hayan realizado avances significativos hacia un pleno acuerdo 
sobre la solución de la controversia, elegí la Corte Internacional de Justicia 
como el próximo medio para lograr este objetivo”.  

Venezuela, en comunicado oficial del Ministerio de Relaciones Exteriores, el 31 de enero 
mismo señala que lo así decidido por el secretario de la ONU “sobrepasa el carácter 
sucesivo de los medios de solución pacífica que establece el acuerdo de Ginebra como 
metodología establecida para alcanzar una solución aceptable, práctica y satisfactoria 
de la controversia”. Sin embargo, Guyana, omitiendo lo señalado en su demanda ante 
la Corte hace ver de un modo fraudulento que la ratificación venezolana sobre la 
validez del Acuerdo de Ginebra señalada, de suyo implica que ratifica lo decidido por 
el secretario de la ONU.

Así, bajo instancia de Guyana consignada ante la Secretaría de la Corte el 29 de marzo 
de 2018, titulada Sentencia arbitral de 3 de octubre de 1899 (Guyana c. Venezuela) y 
haciendo entrega de su memoria dentro del plazo establecido (19 de noviembre de 
2018); mediando escrito venezolano del 18 de junio anterior en el que se le informa 
que “carecía manifiestamente de competencia para conocer del asunto y que había 
decidido no participar en el procedimiento” - lo que ratifica el 12 de abril de 2019 y, no 
obstante, consignando el siguiente 28 de noviembre “un memorándum” para ayudarla 
“a cumplir su deber en virtud del Artículo 53, párrafo 2, de su Estatuto -  en sentencia 
de 18 de diciembre de 2020 la Corte Internacional de Justicia se declara competente 
para conocer en los términos que siguen:

1) Par douze voix contre quatre,
Dit qu’elle a compétence pour connaître de la requête déposée par la 
République coopérative du Guyana le 29 mars 2018 dans la mesure où elle se 
rapporte à la validité de la sentence arbitrale du 3 octobre 1899 et à la question 
connexe du règlement définitif du différend concernant la frontière terrestre 
entre la République coopérative du Guyana et la République bolivarienne du 
Venezuela;

2) A l’unanimité, Dit qu’elle n’a pas compétence pour connaître des demandes 
de la République coopérative du Guyana qui sont fondées sur des faits 
survenus après la signature de l’accord de Genève. 
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En el texto de su sentencia lamenta el tribunal la decisión venezolana de no tomar 
parte en el procedimiento y ante lo dicho precisa, con fundamento en sus precedentes 
(Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci (Nicaragua c. Etats-Unis 
d’Amérique), fond, arrêt, C.I.J. Recueil 1986, p. 23, par. 27, se référant notamment à Essais 
nucléaires (Australie c. France), arrêt, C.I.J. Recueil 1974, p. 257, par. 15; Compétence en 
matière de pêcheries (République fédérale d’Allemagne c. Islande), compétence de la Cour, 
arrêt, C.I.J. Recueil 1973, p. 54, par. 13), que la no comparecencia de una parte ante ella 
comporta consecuencias negativas para una buena administración de Justicia. Hace 
constar que tal contumacia no afectaría en modo alguno la validez de su sentencia y 
agrega en el texto de su fallo, además, que “a la parte que se abstiene de comparecer 
no le será admitido aprovecharse luego de su ausencia”.

Analizado el fallo de la Corte, son dos, en efecto, los únicos puntos resolutorios sobre 
su competencia, pudiendo observarse que la unanimidad, que incluye al voto de la 
jueza ad hoc designada por Guyana, Hilary Charlesworth (Australia), es con relación 
al conocimiento por ella de los hechos anteriores a 1966, es decir, los que concluyen 
con la firma del Acuerdo de Ginebra, y “no a hechos posteriores como lo sostenía 
aventuradamente Guyana”. 

Imagen: Cartografía del Territorio Esequibo.  
Fuente: https://elucabista.com/2016/02/17/el-acuerdo-de-ginebra-cumple-cincuenta-anos/
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Y un hecho resulta relevante, sin bien escapa a lo así decidido pero que matiza la 
complejidad de la cuestión que ahora tendrá en sus manos la Corte Internacional de 
Justicia con relación al fondo de la cuestión mencionada: la validez o no del Laudo 
arbitral, y en subsidio la resolución del diferendo fronterizo.

Guyana, en efecto, ya ha hecho un acto de disposición unilateral sobre el territorio 
en reclamación al conceder derechos de explotación petrolera en las áreas marinas y 
submarinas de la Guayana Esequiba, en el llamado Bloque Strabroeck, extendiendo 
este sobre las aguas territoriales indiscutidas de Venezuela en el Delta Amacuro, que 
le permiten su salida al océano Atlántico. Lo ha entregado a manos de las empresas 
transnacionales petroleras Exxon Mobile, Hess, y la petrolera china CNPC, habiendo 
anunciado la primera, en 2015, haber encontrado importantes yacimientos de 
hidrocarburos. 

La revista Guyana Times recoge el 21 de diciembre de 2018 la declaración del gobierno 
guyanés a cuyo tenor pagarán los honorarios de abogados que cause la controversia, 
con el bono de 18 millones de dólares que le fuera entregado por Exxon. 

Los votos separados de la señalada sentencia muestran la complejidad de los distintos 
asuntos abordados en la ocasión o los que deberá abordar la Corte al momento de 
conocer el fondo.

a) El juez Peter Tomka advierte que el Acuerdo de Ginebra se refiere a la 
solución de una cuestión fronteriza no resuelta entre las partes, admitiendo 
que dentro de la misma se encuentra la cuestión de la nulidad o no del 
Laudo arbitral de 1899; y advierte a la Corte que si se llegase a declarar 
nulo, así como la Corte necesitaría de probanzas y nuevos argumentos para 
resolver sobre la delimitación de la frontera, la cuestión quedaría igual 
que al principio, a saber, que el Secretario de la ONU tendría que volver 
a indicar a través de cual medio se habría de resolver dicha controversia 
subsidiaria.

b) El juez francés Ronny Abraham, por su parte, sin cuestionar la 
competencia del secretario de la ONU para señalar la vía judicial como 
apropiada para resolver la controversia, si considera que la competencia 
de la Corte sólo se puede fundar en la aceptación de esta por ambas partes, 
sin que pueda presumirse la misma por virtud de la autorización dada por 
estas al alto funcionario de Naciones Unidas. Y cita ejemplo la posibilidad 
de que este hubiese optado por la vía arbitral, que obligaba, para ser 
puesta en práctica, de un acuerdo previo entre las partes conviniendo 
sobre la conformación del respectivo tribunal y sobre la materia a ser 
decidida y la extensión de su competencia. 
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Todavía más cuanto que, en el proceso de selección y agotamiento de 
los medios se estima, en el Acuerdo de Ginebra, como posibilidad, que 
ninguno de ellos ponga fin inmediato a la controversia (“hasta que la 
disputa se haya resuelto o se hayan agotado todos los medios”), obligando 
ello, entonces, a seguir ejercitando esas vías. La Corte, por el contrario, 
acepta su competencia sin el expreso consentimiento de la contraparte 
y suponiéndolo ya dado, obviando al efecto tal expresión del Acuerdo y 
suponiendo que su segunda parte no existe o carece de efecto útil: “hasta 
que se hayan agotado todos los medios”. Si las partes hubiesen tenido esa 
intención, según el voto, el texto del Acuerdo sería otro, invirtiendo sus 
términos: “hasta que la disputa se haya resuelto”, y punto.

c) El juez marroquí Mohamed Bennouna considera que la ausencia de 
Venezuela hace más exigente que la Corte verifique su consentimiento a la 
competencia de esta, sin deducirlo. Supone, al igual que Abraham, que el 
señalamiento de que puedan agotarse los medios sin que se haya resuelto 
la controversia, como posibilidad que abre el texto del Acuerdo de Ginebra, 
impide a la Corte, sin más, darla por concluida restándole todo efecto útil 
a esa posibilidad, aceptada por las partes. De modo que, si concluye que 
el Laudo es nulo, no podrá impedir la Corte que sean las partes las que 
deban proveer para arreglar consensualmente su diferendo fronterizo, y 
por el contrario ella ha abierto la posibilidad de decidir, subsidiariamente, 
sobre la resolución del diferendo fronterizo. Precisa, además, que no existe 
ningún precedente internacional en el que las partes hayan confiado a un 
tercero dar por ellas su consentimiento para un arreglo judicial, que en 
el caso de la Corte y su jurisprudencia es requisito insalvable para que 
se declare competente para conocer. Advierte a sus colegas, finalmente, 
sobre la fuerte carga política del asunto por venir de un componente de 
colonización.  

d) El juez ruso Kirill Gervorgian indica que estando de acuerdo con 
la Corte en cuanto a que no puede conocer de hechos posteriores a la 
entrada en vigor del Acuerdo de Ginebra, como lo propone Guyana en su 
demanda, mal puede conocer sobre la nulidad del Laudo y, eventualmente, 
de la delimitación fronteriza, en ausencia de un consentimiento “cierto, 
inequívoco, e indiscutible” de la contraparte, Venezuela. No puede hacerlo 
sobre presunciones, todavía más constando que esta se ha opuesto 
reiteradamente a esa posibilidad en todos sus asuntos territoriales y 
siendo manifiesta su ausencia en estrados. 
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Cuestiona que fije un precedente como el actual, sin tradición alguna en 
la misma Corte, tratando de encontrar el consentimiento del caso sobre la 
base de un tratado que ni siquiera la menciona, mucho menos contiene 
una cláusula de compromiso entre las partes respecto del arreglo judicial. 
Siendo ello más preocupante si se considera que “en el contexto de esta 
controversia, debería haberse tenido en cuenta que el caso involucra 
intereses nacionales del orden más alto, como los derechos sobre grandes 
extensiones de territorio”. 

Lo que es más importante, aborda el tema del objeto y fin del Acuerdo de 
Ginebra para subrayar que el mismo, expresamente indica que debe ser 
resuelto amistosamente y de una manera aceptable para ambas partes; 
a cuyo efecto invoca la jurisprudencia de la Corte en caso reciente de 
Ucrania vs. Rusia, a cuyo tenor al hablarse de soluciones amistosas en 
un tratado ha de entender la Corte que las mismas exigen que sean los 
Estados interesados quienes se avengan al respecto. Subraya que la 
incorporación del secretario de la ONU en los mecanismos del Acuerdo, 
dada la naturaleza y el objeto y fines de este, es la propia de un órgano de 
conciliación encargado de ayudar a las partes hasta que logren entenderse. 
Eso lo confirma, según el juez, la propia declaración del Canciller de 
Venezuela, uno de los firmantes del acuerdo, ante el Congreso, el 17 de 
marzo de 1966: ““[l] a única función confiada al Secretario General de las 
Naciones Unidas [era] indicar a las partes los medios de solución pacífica 
de controversias(...) proporcionada en el Artículo 33”.

e) El juez italiano Giorgio Gaja, en su declaración, que no califica de voto 
disidente, reflexiona sobre la opción de recurrir al arreglo judicial como 
medio para resolver y considera que, en el caso, el consentimiento resulta 
de la determinación de un tercero. Señala que mal puede entenderse, 
según el Acuerdo de Ginebra, que las Partes, al confiar la selección del 
medio apropiado al Secretario General, hayan expresado anticipadamente 
su voluntad común de someter su disputa a la Corte. Precisa que ellas 
están obligadas a dar su consentimiento a la Corte, cualquiera que sea la 
forma que adopte tal consentimiento. Ajusta a su argumentación lo que 
ve como posibilidad, a saber, que, si la contraparte no consiente en la 
competencia de la Corte el medio judicial fracasaría; pero al cabo, esa 
posibilidad siempre existe en caso de que las partes no estén de acuerdo 
en implementar el medio escogido por el Secretario General de la ONU, 
tal y como ocurrió con los buenos oficios y haciéndose útil la expresión 
del párrafo 2 del artículo IV del Acuerdo: “y así hasta que se resuelva la 
controversia”. 
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f) El juez Patrick Lipton Robinson de Jamaica, por el contrario, observa que 
la norma del párrafo 2 del artículo IV no puede analizarse aisladamente 
dentro del Acuerdo de Ginebra, sin entender que este fija un conjunto 
sistemático y progresivo que parte de una Comisión Mixta que ha de 
resolver;  que caso de no hacerlo ella en el término previsto a informar a 
las partes para que escojan un medio de solución apropiado dentro de los 
previstos en el artículo 33 de la Carta de la ONU; y que caso de no lograr 
ese objetivo, de común acuerdo referirán la “decisión” – no el pedido de 
una recomendación – a un órgano internacional, o al secretario de la ONU. 
Pero no alcanzándose este, al final, una de las partes puede pedir que tal 
“decisión” la haga por ellos el secretario de la ONU, con plena facultad 
al haberse agotado el proceso previsto a lo largo de su normativa por el 
Acuerdo. Todavía más cuanto que, dentro de tales medios se contemplan 
al arbitraje y la solución judicial, capaces por su naturaleza de resolver 
la controversia de un modo definitivo, resultando falaz otra interpretación 
destinada a mantenerla sine die. 

Si cabe una síntesis breve, puede decirse que los votos separados coinciden en la 
identificación de varias cuestiones que chocan con lo decido por la Corte: (1) La ausencia 
de un consentimiento “cierto, inequívoco, e indiscutible” por Venezuela en cuanto a la 
solución judicial, lo que se complica, aún más, dado que (2) “el consentimiento resulta 
de la determinación de un tercero”, que en el caso, está llamado a fungir (el Secretario 
de la ONU) como “un órgano de conciliación encargado de ayudar a las partes”; (3) 
pierde así, su “efecto útil” la norma del Acuerdo de Ginebra a cuyo tenor se pide 
sostener la búsqueda de una solución práctica hasta que se hayan agotado todos los 
medios: “y así hasta que se resuelva la controversia”;  y que (4), de declararse nulo el 
Laudo por parte de la Corte “la cuestión quedaría igual que al principio”.

Quedando al margen las tres primeras cuestiones, dado lo decidido por la Corte, si es 
de observar y tener muy presente que, la argumentación del juez Tomka, en cuanto 
a la posibilidad de que una decisión de la Corte regrese las cosas al estado en que 
se encontraban antes del Laudo de 1899, encuentra claro asidero en lo que expone 
a manera de interpretación auténtica, si bien unilateral, el canciller Iribarren Borges 
ante el Congreso de Venezuela una vez firmado el Acuerdo de Ginebra: 

“El ser declarada, ya por convenio entre las partes, o por decisión de una 
autoridad competente internacional prevista en el Acuerdo, la nulidad 
del Laudo de 1899, la cuestión se retrotrae al estado en que se hallaba la 
controversia en sus orígenes”.
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Ello, en efecto y según lo decidido por la mayoría de la Corte, es una posibilidad 
abierta, al plantearse decidir ella como eventual “cuestión conexa” a la nulidad del 
Laudo, sobre el diferendo entre las partes acerca de la frontera terrestre. 

Pero lo esencial, en nuestro criterio, reside en lo 
que apunta el canciller venezolano textualmente e 
interpretando al Acuerdo de Ginebra, a saber, que por 
“decisión” de una autoridad competente internacional 
puede haber lugar a “la nulidad del Laudo”.

Y eso de la “decisión”, que la subraya en su voto 
el juez Robinson como hipótesis en caso de que el 
proceso del artículo IV no logre el objetivo de resolver 
sobre una solución práctica, y que este considera 
que no se trata de una “recomendación”, al término 
sitúa al secretario de la ONU en un plano distinto del 

que corresponde a un conciliador como lo cree el juez Gervorgian. Aún más, si se 
sostiene como posibilidad que, decidido como fue por dicho órgano internacional el 
referir el asunto a la Corte Internacional de Justicia, cabía esperar que las partes así 
lo aceptasen previamente, ese ángulo queda resuelto, en nuestro criterio – ello abona 
en favor de la decisión de mayoría – con la otra interpretación crucial que hace del 
acuerdo su firmante, el canciller Iribarren Borges en la ocasión antes señalada.

Luego de explicar que, habiéndole ofrecido a Guyana como alternativa al momento 
de redactarse el artículo IV, que la elección de los medios de solución previstos en 
el artículo 33 de la Carta de San Francisco quedase en manos del Secretario General 
de la ONU – al que el mismo Iribarren le asigna como única función “ir señalando a 
las partes, para que estas los utilicen” – la misma rechazó tal posibilidad pidiendo 
que fuese la Asamblea General en su defecto. Venezuela, antes bien, consideraba 
inconveniente dejar en manos de un órgano político y deliberante, acostumbrado 
a las dilaciones, un asunto tan delicado. La Corte, para Iribarren Borges, ofrecía la 
ventaja de ser un “órgano permanente y exento de inconvenientes”. 

De allí que, al interpretar el alcance del artículo IV del Acuerdo in comento discierne en 
dos instantes separados como procesos, el de alcanzar a través de medios diplomáticos 
la “solución satisfactoria” previa y, de no ser posible, el de revisar el Laudo de 1899 
a través de medios adjudicativos, como ha ocurrido. Lo explica así, meridianamente:

“Por último, de acuerdo con los términos del artículo 4°, el llamado Laudo 
de 1899, en el caso de no llegarse antes a una solución satisfactoria para 
Venezuela, deberá ser revisado por medio del arbitraje o del recurso 
judicial” (Cursivas nuestras)”.
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									         I. Exordio

No comparecer en juicio. Tal es la estrategia jurídica que Venezuela ha seguido 
hasta ahora en el caso sub-judice ante la Corte Internacional de Justicia (CIJ) que fue 
instituido por Guyana el 31 de marzo de 2018, y que tiene como propósito resolver en 
forma definitiva la disputa territorial de vieja data que existe entre ambos Estados por 
la región del Esequibo.1  Harto conocidas son las razones esgrimidas por Venezuela en 
defensa de su actual estrategia abstencionista. No hace falta, por tanto, reproducirlas 
en este espacio -de suyo limitado- que dedicaremos más bien a promover lo que en 
nuestra opinión pudieran y debieran ser algunos de los elementos constitutivos de la 
mejor defensa jurídica posible de nuestra causa ante el estrado de la llamada Corte 
mundial. 

Con justificada razón, los venezolanos - en general - abrigamos el deseo de ver 
reivindicados nuestros derechos de soberanía en esa extensa área territorial que 
otrora nos fuera injustamente arrebatada como consecuencia de una componenda 
política disfrazada de laudo arbitral. No obstante, la clave para el éxito - o fracaso - de 
ese cometido está precisamente en la estrategia jurídica que en lo sucesivo nuestro 
país decida implementar en tan exigente sede judicial internacional. En el contexto de 
este proceso contencioso territorial no nos podemos permitir la comisión de errores, 
por obra u omisión. Y mucho menos aceptable para el interés nacional resultaría una 
actuación improvisada por parte de quienes tienen la responsabilidad de defender 
en aquella instancia, las históricas y - por demás - justas aspiraciones de Venezuela 
en este caso. 

1 El Reino Unido también es contraparte de Venezuela, como signatario del Acuerdo de Ginebra de 1966
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Lo que sí pareciera aconsejable en este momento es reevaluar la dirección estratégica 
que debería tomar - así como prefigurar el contenido sustantivo que debería 
desarrollar- la mejor defensa jurídica imaginable para nuestro país de cara a los 
posibles escenarios que se avecinan. Tal es el propósito de estas líneas.

Comenzaremos por exponer brevemente algunos de los alcances e implicaciones 
jurídicas de la decisión de Venezuela de no comparecer en juicio, antes de sugerir la 
incorporación de elementos nuevos que, en nuestra opinión, convendría implementar 
como parte de la estrategia jurídica nacional en las sucesivas etapas procesales que 
guiarán este litigio. 

II. La no comparecencia de Venezuela ante la Corte Internacional 
de Justicia 

La sentencia jurisdiccional de la CIJ conocida el pasado 18 de diciembre de 2020, 
mediante la cual esa instancia judicial afirmó su competencia para conocer y decidir 
el caso Esequibo, puso fin a la fase inicial del litigio - conocida también como etapa 
preliminar o jurisdiccional - en la que solo se tratan cuestiones de procedimiento; no 
de fondo. Durante esa primera etapa, que se extendió por casi tres años, Venezuela 
utilizó una estrategia jurídica altamente controvertida pero que, en honor a la verdad, 
no es poco frecuente observar como uno de los recursos defensivos a los que han 
decidido recurrir algunos de los sujetos de derecho internacional demandados en 
sede judicial: la no comparecencia. 

Negar la jurisdicción o competencia del órgano encargado de impartir justicia se ha 
convertido, en la práctica, en la opción que en primer término prefieren implementar 
los Estados demandados en el contexto de un litigio internacional, cuando existen 
dudas razonables en materia jurisdiccional. Y es lógico. Tal decisión, en sí misma, no 
resulta cuestionable. Con ello se pretende sustraer lícitamente al Estado demandado 
del escrutinio de una tercera instancia que decidirá por él sobre sus propios asuntos, 
independientemente de todo lo neutral o imparcial que se pudiera considerar la 
intervención de dicha instancia. Es comprensible entonces que bajo esa premisa se 
piense en “resguardar” los elementos esenciales de la soberanía estatal.

Necesario es advertir, sin embargo, que ello debe hacerse siempre dentro de los 
límites prescritos por las normas jurídicas internacionales, dado que el principio de 
legalidad que sirve de amparo a toda ejecutoria institucional dentro de los confines 
de los estados nacionales, también opera en el plano internacional. De lo contrario, 
se estaría incurriendo en acciones ilegítimas -por ilícitas- que, ciertamente, pueden 
acarrear la responsabilidad internacional del Estado infractor. 
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Aunado a ello está el hecho de que los fallos de la CIJ son de obligatorio cumplimiento 
para las partes en litigio. Luego de emitida una sentencia jurisdiccional (en fase 
preliminar), por ejemplo, las partes quedan obligadas a acatarla íntegramente. Nadie 
discute el hecho de que es sólo a la CIJ a quien le corresponde deliberar y decidir 
sobre su propia competencia. Esto es lo que se conoce en el argot jurídico con el 
nombre de Kompetenz-Kompetenz (competencia de la competencia), un acendrado y 
muy bien establecido principio claramente reflejado en los preceptos estatutarios y 
reglamentarios de la Corte que, una vez declarado formalmente mediante sentencia 
interlocutoria emanada de la propia instancia, tiene indudablemente efectos 
vinculantes para las partes en litigio.

Así, entonces, a los efectos de negar la jurisdicción de la CIJ, el Estado demandado 
puede escoger entre comparecer o no ante esa instancia. Si comparece, podrá defender 
directamente sus argumentos, así como negar y contradecir la argumentación del 
demandante, lo cual no es -de ninguna manera- indicativo de que acepta dicha 
jurisdicción, pues su presencia ante el estrado lo que busca precisamente es lo 
contrario; sustraerse de dicha jurisdicción negándole de viva voz su eventual 
competencia judicial. 

 Mapa Guyana. 1779
Fuente  https://www.britishempire.co.uk/maproom/britishguiana.htm
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Si, por el contrario, el demandado decide no comparecer, se privará a si mismo de 
argumentar en forma directa ante los Magistrados de la Corte la razones por las que 
considera negada la jurisdicción de esa instancia, además de quedar inhabilitado 
para ejercer su defensa de la manera que considere más apropiada a sus intereses.

Ahora bien, bajo esas circunstancias, si la Corte decide que tiene jurisdicción y el 
Estado que hasta ese momento no había comparecido en juicio se incorpora para su 
defensa en las etapas procesales subsiguientes, este habrá actuado lícitamente, es 
decir, con apego al derecho internacional que impone a los Estados la obligación de 
acatar los fallos de la CIJ. Por el contrario, si el Estado no compareciente persiste en su 
actitud o estrategia abstencionista, estaría incurriendo en desacato a un dictamen de 
la Corte y, por tanto, en el incumplimiento de una obligación internacional, lo cual se 
conoce también como contumacia judicial.

Allí, en esa encrucijada jurídico-política, es donde se encuentra Venezuela en este 
momento, luego de conocida la sentencia que afirma la jurisdicción del CIJ en el caso 
Esequibo. La legitimidad y la licitud de ese efugio defensivo que es la no comparecencia, 
serán ahora evaluadas a la luz de lo que el Estado decida implementar en lo sucesivo 
como su estrategia jurídica. Si acata el dictamen jurisdiccional y comparece en las 
siguientes etapas procesales, estaría actuando con apego al derecho internacional y 
en cumplimiento de sus obligaciones como parte de la comunidad internacional. Sí, 
por el contrario, se mantiene en contumacia frente a las decisiones de la Corte y no 
comparece durante todo el proceso, entonces estaría incurriendo en una violación 
flagrante de uno de sus obligaciones internacionales (acatar los fallos de la CIJ en 
los casos en los que sea parte), con las consecuencias jurídicas y políticas que ello le 
pueda acarrear.

Muchas veces, las probabilidades de incurrir en contumacia se pueden advertir 
observando la actitud y la práctica de los Estados demandados desde la etapa inicial 
del litigio. En el caso in comento, por ejemplo, “el desconocimiento jurisdiccional 
se invocó desde el principio, sobre la base de la interpretación que hace Venezuela 
del Acuerdo de Ginebra. Eso, en sí mismo, no es criticable […] Sin embargo, esta 
interpretación, cuando se acompaña de la decisión -aparentemente irreversible- de no 
comparecer en ninguna de las etapas del litigio […] lo que en realidad está indicando 
es que se incuba progresivamente un acto de rebeldía o contumacia judicial futura, es 
decir, la premeditada intención de no acatar el fallo final de la instancia.” 1

1 Blanco, Domingo; “Colombia y Venezuela ante la Corte Internacional de Justicia: la jurisdicción contenciosa como problema 
jurídico y político”. En: Edmundo González Urrutia (Coordinador). Venezuela y Colombia: una relación de encuentros y 
desencuentros. Caracas: Publicaciones UCAB. AB ediciones digital. Grupo Ávila. 2020, p.150
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Abrigamos, sin embargo, la esperanza de que Venezuela reconsidere lo más pronto 
posible su estrategia jurídica y se incorpore resueltamente a defender su caso en la 
instancia y en la etapa procesal en la que ahora se encuentra. 

Coincidimos con quienes afirman que la 
comparecencia o incomparecencia en juicio en una 
instancia como la CIJ es una decisión de carácter 
político. Tal afirmación es avalada por el hecho de 
que para los Estados miembros de la comunidad 
internacional no existe ninguna obligación prima facie 
de aceptar la jurisdicción de la llamada Corte mundial 
como mecanismo de resolución de controversias 
interestatales. 

A ello agregaríamos, no obstante, que de esa decisión política inicial se derivan -a su 
vez- consecuencias en el plano jurídico, y muchas otras de variada naturaleza que 
podrían abarcar, entre otros, los ámbitos económico y social de las partes litigantes. 

Frente a lo que se anticipa pueda ser la reacción de Venezuela en relación con la 
sentencia resolutoria que en su momento habrá de emitir la Corte, cabe advertir, 
entonces, que un desconocimiento del fallo tendría serias implicaciones jurídicas y 
políticas para el país, de cara al futuro. Este aspecto en concreto es susceptible de 
ser analizado detenidamente y con todos sus detalles pero, por ahora, es suficiente 
advertir que, en lo jurídico, hasta el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
tendría eventualmente un papel que jugar en este litigio, mientras que en lo político, 
las consecuencias negativas afectarían grandemente la credibilidad y el prestigio 
internacionales de Venezuela. 

Después de todo, “[una] decisión como la de desconocer un fallo de la CIJ se inserta 
indudablemente dentro de lo que es la acción exterior de un Estado y, por tanto, se 
constituye en expresión clara -si bien coyuntural- de la política exterior del mismo.”  
En el caso hipotético planteado, la política exterior venezolana estaría caracterizada 
entonces por el incumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado. Ello no 
pasaría de manera inadvertida ante el conocimiento de la comunidad internacional, 
sino que influiría decididamente en lo que suelen ser sus bien informadas decisiones.
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Por otro lado, bien es sabido que la no comparecencia de un Estado ante tan alto estrado 
judicial no altera la continuidad del correspondiente juicio. En el caso del Esequibo, 
las diferentes etapas procesales ya previstas se sucederán inexorablemente -una tras 
otra- de acuerdo con lo establecido tanto en el Estatuto como en el Reglamento de 
la CIJ. La principal desventaja de la estrategia abstencionista es que el Estado no 
compareciente se priva a sí mismo y por voluntad propia de poder ejercer todos sus 
derechos en un proceso judicial cuya sentencia estará de todas maneras obligado a 
cumplir.

El Estado no compareciente se priva, por ejemplo, de la muy valiosa oportunidad de 
reconvenir la demanda de la que es objeto. El thema decidendum, u objeto del litigio 
(elemento procesal que se encuentra dentro del principio dispositivo de las partes en 
los procesos judiciales contradictorios), se deduce debidamente de los petitorios que 
las partes formulan ante la Corte. 

Hasta ahora solo se conoce la petición hecha por Guyana en su libelo de demanda. 
Venezuela tiene el derecho –y creemos que está en el deber- de formular libremente 
sus propias peticiones de manera que el objeto de la demanda quede finalmente 
establecido en consonancia con lo que también son las expectativas de derecho de la 
parte demandada. 

Quien deja de comparecer ante esa instancia queda, además, impedido de solicitar la 
adopción de medidas provisionales en resguardo de sus propios intereses, al menos 
durante el tiempo en el que deba desarrollarse el litigioso proceso y a la espera de 
una solución definitiva del caso sub-judice. 

En fin, todo esto nos lleva a plantear la reformulación de la estrategia de no 
comparecencia que Venezuela ha seguido hasta ahora. Luego de conocida la sentencia 
de diciembre de 2020, el caso entró en una nueva etapa. Estamos ahora en la etapa de 
méritos, es decir, la etapa en la que se examinan las cuestiones de fondo que plantea 
el caso. altos intereses de la República.

El momento es propicio para reflexionar sobre las posiciones asumidas hasta el 
presente, las ventajas y desventajas de la estrategia legal que hemos implementado, 
los pasos que estamos dando hoy, pero sobre todo, para reflexionar sobre aquello 
que pudiéramos hacer en lo sucesivo en resguardo de los más altos intereses de la 
República.
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Las ideas y elementos estratégicos para una mejor 
defensa jurídica que de manera razonada propondremos 
a continuación, presuponen que el Estado venezolano 
abandone la estrategia de no comparecencia ante 
la CIJ en la oportunidad procesal correspondiente 
(fijada por la Corte para el 08 de marzo de 2023 en 
forma de Contra-Memoria) y se aboque a la defensa 
de sus intereses de manera directa ante ese estrado 
internacional, pero no para responder únicamente a 
la petición hecha por Guyana, sino para reconvenir 
la demanda y emplazar en esa instancia su propio 
petitorio, tomando en cuenta lo que ya fue decidido 
por la Corte en su sentencia jurisdiccional. Estamos 

convencidos de que comparecer y reconvenir la demanda incoada por Guyana se 
constituye ahora en la mejor opción defensiva para Venezuela.

 Mapa Guyana. 1875.
Fuente  https://www.britishempire.co.uk/maproom/britishguiana.htm
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III. Opciones a considerar dentro de la estrategia de defensa 
del Esequibo

1.- Analizar la conveniencia o no de incorporar al Reino Unido en el litigio. 

Está claro que sólo las partes en litigio quedan obligadas por los fallos de la CIJ. 
Nadie más. El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte (RUGBeIN) es parte del 
Acuerdo de Ginebra de 1966, pero no del contencioso territorial que hoy se discute 
en La Haya. Cualquier sentencia emanada de esta instancia obligará únicamente a 
Guyana y Venezuela, de acuerdo a como está planteada la disputa en este momento. 
Cabe advertir, por tanto, que el RUGBeIN, a partir de la sentencia que habrá de emitir 
la Corte para resolver el caso, quedará para siempre “liberado” de su responsabilidad 
histórica, sin que ni Guyana ni Venezuela (únicas partes del contencioso territorial en 
esa instancia) puedan exigirle absolutamente nada respecto de este caso en particular. 

Se perdería así, por ejemplo, cualquier posibilidad de reclamarle directamente 
reparaciones, indemnizaciones, compensaciones, etc, por daños causados, según 
convenga a la parte venezolana una vez conocido el dictamen final. Si Venezuela 
demanda la incorporación del RUGBeIN como parte de este litigio ante la Corte, puede 
reservarse el derecho de exigir ulteriormente algún tipo de medidas compensatorias, 
bien dentro del contexto de la actual disputa en esa misma instancia, o simplemente 
mediante nuevos procedimientos e instancias enfocados concretamente en el tema 
resarcitorio. Al efecto, convendría analizar detalladamente el caso de Nicaragua v. 
Estados Unidos (1984) ante la CIJ. De allí se podrían extraer importantes conclusiones. 
La CIJ condenó en ese caso a los Estados Unidos a hacer reparaciones por daños 
causados a Nicaragua sobre la base de la violación de disposiciones jurídicas 
pertenecientes tanto al ámbito del derecho internacional consuetudinario, como 
también a un Tratado bilateral existente entre los Estados partes del litigio. 

Análogamente, Venezuela pudiera argumentar que el RUGBeIN (causante del despojo 
territorial en el Esequibo) ciertamente ocasionó daños a Venezuela al violar las 
disposiciones normativas del Tratado Arbitral de Washington (TAW) de 1897, que 
derivó - de manera fraudulenta- en el arreglo político y no de derecho que fue 
posteriormente conocido como Laudo de París de 1899.  Habría que demostrar que 
las normas jurídicas contenidas en el TAW no se siguieron, y más bien se desviaron a 
favor del RUGBeIN, con las graves consecuencias ya conocidas para Venezuela. 

Lo propio podría argumentarse también con respecto a la violación del principio 
de derecho consuetudinario prevaleciente para la época, relativo a la obligación 
de motivar los laudos arbitrales, algo de lo cual careció el referido laudo de 1899, 
entre otras violaciones de la normativa arbitral aplicable en aquel momento. Si 
este paso no se da ahora en la instancia de la CIJ, la oportunidad para obligar al 
RUGBeIN a conceder algún tipo de reparación, indemnización o acción resarcitoria 
por daños causados a Venezuela (por remota que nos pueda parecer ahora tal 
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posibilidad) se habrá perdido para siempre una vez conocida la sentencia de la Corte 
en este caso. El punto es que nada perdemos con intentarlo. Y mucho se podría ganar 
si la acción resulta procedente. La jurisprudencia que existe en esta materia nos puede 
asistir en la adecuada conformación de nuestros alegatos. 

Ignacio Iribarren Borges, el Canciller venezolano firmante del acuerdo de Ginebra, 
advertía que “El Reino Unido está comprometido a permanecer en la lid como 
miembro que es del Acuerdo de Ginebra, y mucho podría contribuir a una satisfactoria 
conclusión si nuestra diplomacia se encargara de recordarle en toda ocasión propicia, 
los compromisos que asumió en Ginebra”.  1

Creemos, pues, que esta ocasión resulta propicia no solo para recordarle, sino también 
para exigirle al RUGBeIN, que asuma su responsabilidad y desempeñe cumplidamente 
el papel que en 1966 aceptó ejercer como contraparte de Venezuela

2.- Posibilidad de solicitar medidas provisionales ante la CIJ

Esta acción procesal pudiera resultar especialmente conveniente en el contexto de las 
concesiones internacionales otorgadas por Guyana en las áreas marítimas adyacentes 
al territorio Esequibo. Para ello debemos apoyarnos en la jurisprudencia internacional 
y en la evolución de otros litigios relevantes. La jurisprudencia emanada de la Corte 
de Justicia de la Unión Europea (con sede en Luxemburgo), por ejemplo, en relación 
con el caso de las áreas marítimas adyacentes al territorio de la República Árabe 
Saharaui,2  es digna de examinar a tales efectos. Allí, el alto estrado europeo determinó 
que dichas áreas marítimas (consideras como parte integral del territorio saharaui), 
primero; están sometidas a un proceso internacional de descolonización en la instancia 
de las Naciones Unidas, y, segundo; no han sido aún delimitadas mediante fronteras 
internacionalmente reconocidas. Con base en esas premisas, la Corte dictaminó luego 
que esas áreas marítimas (adyacentes a las costas del territorio saharaui) NO pueden 
ser consideradas como “aguas marroquíes”, tal como lo afirma la potencia ocupante 
(Marruecos) y como lo había aceptado también la Unión Europea en sus acuerdos 
pesqueros con el país africano. Por ello, la decisión con efectos erga omnes que tomó 
la Corte europea para ese caso fue la de negar que el referido acuerdo celebrado 
entre Marruecos y la Unión Europea -válido en sí mismo- pudiera ser aplicable en
las áreas marítimas adyacentes al territorio saharaui. 
 

1 Ignacio Iribarren Borges. «El Tratado de Ginebra» En: Tomás Enrique Carrillo Batalla (Compilador), La Reclamación 
Venezolana sobre la Guayana Esequiba. Ciclo de Conferencias de las Academias Nacional de la Historia y de Ciencias 
Políticas y Sociales. Caracas: Biblioteca de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, N°2 Serie Eventos, 1983., p.51.
2 Sentencia del Tribunal Europeo de Justicia (Gran Sala), del 27 de febrero de 2018). Idioma español. Ver en: https://
curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=199683&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=-
first&part=1&cid=407575
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Su aplicación resulta válida en aguas que son incuestionablemente marroquíes, pero 
no en aguas que están sujetas a un proceso internacional y respecto de las cuales no 
existe frontera internacional reconocida. 

En el caso nuestro, pudiera pensarse análogamente en la posibilidad de solicitar 
medidas provisionales a la Corte con respecto a las concesiones mineras, petroleras 
y gasíferas en tierra y mar esequibanos, argumentando que dichas áreas no 
pertenecen de pleno derecho a la soberanía de Guyana y cuya posesión de facto 
resulta jurídicamente precaria. Los argumentos para dicha solicitud tendrían su base 
legal precisamente en las mismas razones que reconoció la justicia europea en el caso 
citado; a saber: primero, que esas áreas (incluyendo lo que nosotros conocemos como 
la “fachada atlántica del Esequibo”) están en litigio internacional en la CIJ y, segundo, 
que respecto de tales áreas marítimas aún no existe frontera alguna reconocida 
internacionalmente.

Una medida provisional emanada de la Corte, con fuerza vinculante para todos los 
actores y concesionarios en el área, agregaría fuerza a la posición venezolana, pues 
afectaría de algún modo los ingentes recursos económicos e inversiones hechas por 
las compañías transnacionales allí establecidas. Tendríamos que pensar muy bien, por 
supuesto, el tipo de medidas a solicitar (prohibición de otorgar nuevas concesiones, 
paralización de actividades, ganancias compartidas, arreglos provisionales, etc). Lo 
que si pareciera lógico pensar es que, en caso de que este tipo de acciones llegare 
a prosperar, Guyana tendría seguramente incentivos negativos para mantener 
lo que hasta ahora ha sido su inamovible posición de rechazo frente a cualquier 
posibilidad de buscar junto con Venezuela, siquiera parcialmente, y ahora de manera 
extraprocesal, la reivindicación a la que con toda justicia aspiramos los venezolanos. 
Nada perderíamos con este intento.

3.- Posibilidad de formular nuevas peticiones. 

Es importante señalar que la sentencia del 18 de diciembre de 2020 no solo aclaró 
y decidió con efecto de cosa juzgada varios puntos en relación con el Acuerdo de 
Ginebra y con el proceso de reclamación en su conjunto, sino que también formuló 
algunos señalamientos y advertencias que deberíamos tener muy en cuenta. 

a. En el párrafo 73 nos señala que el propósito del Acuerdo de Ginebra 
(AG) es asegurar la solución definitiva de esta disputa territorial.

b. Luego, en el párrafo 86 observa que “…una decisión judicial 
declarando nulo e írrito el Laudo de 1899, sin delimitar la frontera 
entre las partes, puede que no conduzca a la resolución definitiva 
de la controversia, lo cual sería contrario al objeto y propósito del 
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de la controversia, lo cual sería contrario al objeto y propósito del 
Acuerdo de Ginebra”.1

Esto debemos leerlo en conjunción con la advertencia hecha también por uno de los 
Magistrados en una aclaratoria anexa a la sentencia. Dice Peter Tomka, lo siguiente: “Si 
se declara la nulidad del Laudo, la CIJ se verá en la necesidad de recibir evidencias y 
argumentos adicionales acerca del curso de la línea fronteriza en tierra, para poder 
resolver el asunto en forma definitiva. De lo contrario, no se resolverá. En ese caso, el 
Secretario General de las Naciones Unidas puede ser llamado de nuevo para ejercer 
su autoridad de acuerdo al Artículo 4(2) para escoger otro de los medios previstos en 
el Artículo 33 de la Carta de la ONU”.  2

Así, tanto en el texto de la sentencia, como en las consideraciones individuales de 
algunos Magistrados, se prevé la posibilidad de que el Laudo de 1899 sea declarado 
nulo e írrito en sede judicial. No obstante, si no se define la línea fronteriza luego de 
eso, se incumpliría el propósito del Acuerdo de Ginebra, cual es el de lograr una 
solución definitiva de la controversia. La Corte, desde luego, no está para incumplir 
disposiciones normativas sometidas a su consideración. Tiene que tomar decisiones, 
y lo hará. Así es que, o establece -con base en nuevos criterios- la línea fronteriza que 
divide a ambos países (para lo cual P. Tomka advierte que se necesitarán evidencias 
y argumentos adicionales), o simplemente le pedirá al Secretario General de las 
Naciones Unidas (SGNU) que vuelva a ejercer su autoridad para escoger el medio más 
apropiado a los efectos de encontrar una solución definitiva a esta disputa territorial. 

Por mucho que quiera e intente resolver definitivamente 
el asunto, la CIJ no puede sustituir la voluntad de las 
partes en litigio, ni suplir sus deficiencias. Si Venezuela 
no suministra tales evidencias y argumentos (como 
advierte Tomka), la instancia no podrá fijar una nueva 
frontera entre ambos Estados, aun habiendo declarado 
previamente nulo e írrito el Laudo de París de 1899. 

1 Traducción libre hecha por Domingo Blanco. Texto en idioma inglés de la sentencia de la Corte Internacional de Justicia, 
del 18 de diciembre de 2020. Caso: Laudo Arbitral del 3 de octubre de 1899 (Guyana v. Venezuela). https://www.icj-cij.org/
public/files/case-related/171/171-20201218-JUD-01-00-EN.pdf
2 Traducción libre hecha por Domingo Blanco. Texto en idioma inglés de la Declaración del Magistrado Peter Tomka, 
anexa a la sentencia de la Corte Internacional de Justicia, del 18 de diciembre de 2020 Caso: Laudo Arbitral del 3 de 
octubre de 1899 (Guyana v. Venezuela). https://www.icj-cij.org/public/files/case-related/171/171-20201218-JUD-01-01-EN.
pdf
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En este caso, sin embargo, quedaría nuevamente habilitada la instancia del SGNU. Esta 
instancia se sustentaría jurídicamente sobre una declaratoria de nulidad del Laudo 
de París hecha por la Corte, y la situación a resolver sería la misma que imperaba en 
1897, cuando se firmó el tratado arbitral. 

Ahora, siguiendo y expandiendo la advertencia de Tomka, deberíamos pensar en la 
posibilidad de que la CIJ pase a delimitar también las áreas marítimas. La propia Corte 
podría interpretar que tiene la competencia para ello. Alternativamente, a través de 
una eventual reconvención de la demanda, Venezuela podría también solicitar que 
así proceda en caso de que tenga que fijar una nueva frontera. 

El razonamiento sería el siguiente. La instancia buscará una solución definitiva al 
conflicto territorial (propósito del AG). Si Venezuela provee “evidencias y argumentos 
adicionales”, la CIJ podrá fijar una nueva frontera en tierra en caso de considerar nulo 
el Laudo de 1899. Pero, al deliberar sobre su función en este caso pudiera también 
preguntarse ¿quedaría resuelto con ello el tema de “la frontera” entre ambos Estados 
de manera definitiva, tal como busca dejarlo el AG?

La necesaria respuesta es que no, porque por “frontera” debemos entender también 
la proyección marítima de los linderos terrestres, siguiendo el principio de derecho 
internacional de acuerdo con el cual “la tierra domina al mar”. Si bien es cierto que en 
el AG nada se indica en materia de delimitación marítima (como tampoco en el Laudo 
de París de 1899), no menos cierto es el hecho de que en esos instrumentos jurídicos 
nada existe que lo impida. Allí solo se hace referencia a la “frontera” entre los dos 
Estados. Y, lógicamente, la frontera tiene expresión tanto terrestre como marítima. 

Debemos tener esto en cuenta especialmente a la luz del desarrollo y evolución 
experimentados durante el último siglo por el derecho internacional, tanto positivo 
como consuetudinario. Fijada la frontera en tierra hasta el punto de más baja marea, 
a la CIJ le quedaría muy fácil definir un trazado de proyección marítima adyacente 
a las costas del Esequibo. Tal posibilidad no se ha considerado hasta ahora en modo 
alguno. Es nuestro deber advertirlo, aún como posibilidad remota. 

En un escenario post-sentencia de la CIJ ¿cómo 
negociaríamos con Guyana las áreas marinas y 
sub-marinas en el Atlántico? Guyana es parte de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar (CNUDM), pero Venezuela no, con lo cual quedan 
descartados los mecanismos de solución de controversias 
allí previstos.
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 Mapa Guyana. 1896

Fuente  https://www.britishempire.co.uk/maproom/britishguiana.htm
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Por otra parte, las negociaciones directas con Guyana no han sido precisamente 
auspiciosas de soluciones satisfactorias al conflicto territorial. Adicionalmente, y con las 
excepciones de rigor, nos hemos negado de manera persistente a presentar y defender 
casos ante terceras instancias internacionales cuando de asuntos territoriales se trata. 

Entonces, ¿qué método utilizaríamos para delimitar la frontera marítima con 
Guyana y evitar que la incertidumbre jurídica se prolongue nuevamente de manera 
interminable? Solicitar a la Corte esa decisión en el contexto de la actual demanda, 
por vía reconvencional, sería una opción que estamos en el deber de evaluar 
concienzudamente. 

4.- Posibilidad de reconvenir la demanda:

Solicitando que, en el supuesto de que el Laudo de París sea declarado nulo e 
írrito, el caso se resuelva mediante la aplicación de los principios de equidad y 
justicia internacional, es decir, ex aequo et bono, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 38(2) del Estatuto de la Corte. Este escenario requiere un análisis más 
exhaustivo. 

Baste por ahora decir que, mediante esta fórmula, los “argumentos y evidencias 
adicionales” a los que se refiere el Magistrado Tomka, en lugar de estrictamente 
necesarios para fijar una nueva frontera entre Venezuela y Guyana, resultarían 
más bien complementarios al criterio que pueda adoptar la Corte a tales efectos, 
puesto que la instancia judicial quedaría empoderada para definir por si misma 
-con todo el material y los recursos procesales a su alcance- lo que en el presente 
caso debe considerarse como justo y equitativo. 

Cabe advertir, además, que esta opción debe contar necesariamente con 
la aprobación de la contraparte en el litigio. Siendo así, cobraría mayor 
importancia la presión que se pueda ejercer concomitantemente a través de las 
ya aludidas medidas provisionales. Estas tienen gran potencial para hacer que 
las partes evalúen y reevalúen constantemente la relación costo-beneficio de 
sus actuaciones. Guyana, y eventualmente el RUGBeIN en caso de que llegue a 
formar parte del litigio, pudieran ser compelidos -por efectos de tales medidas 
provisionales- a aceptar modificaciones sustanciales dentro del proceso judicial, 
incluyendo la aceptación de una solución de la disputa con base en este 
principio jurídico internacional que, en los actuales momentos, a ellos (Guyana 
y el RUGBeIN) probablemente pudieran parecerle impensable.
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5.- Venezuela debería aceptar formalmente la oferta hecha por el SGNU:

En la oportunidad de comunicar a las partes su decisión de elevar el caso a la CIJ. En 
esa carta, Guterres expresó que Venezuela y Guyana pueden seguir beneficiándose 
del mecanismo de los Buenos Oficios de las NN.UU, bien para resolver el asunto de 
fondo, o para el tratamiento de otros asuntos conexos con el mismo. Sería una vía de 
acción en paralelo al proceso que se adelanta en la CIJ y que pudiera llegar, incluso, 
a la resolución definitiva de la disputa por vía de un arreglo extrajudicial. 

La realidad hoy es que Guyana no tiene incentivos - ni positivos, ni negativos 
- para apartarse del arreglo judicial, ni para pensar siquiera en la posibilidad de 
alcanzar acuerdos parciales y/o provisionales con Venezuela respecto del Esequibo 
por cualquier otra vía. Las solicitudes hechas por Venezuela en ese sentido en 
forma directa a Guyana (buscar un acuerdo práctico entre las partes según el AG), 
y también al SGNU (continuar con el proceso de buenos oficios), luego de que se 
conociera la sentencia jurisdiccional de la Corte, jamás tendrán el efecto deseado. 
Ellas carecen de tacto diplomático y sugieren desconocimiento de los mecanismos 
de buen relacionamiento internacional con base en la normativa jurídica. 

Hay que afinar la estrategia y dar pasos conmensurables tanto con las mejores prácticas 
de los Estados de la comunidad internacional, como con el estado del arte en materia 
jurídica y de negociaciones internacionales. Aceptar formalmente el ofrecimiento del 
SGNU, al tiempo de exhortar públicamente a Guyana a actuar en el mismo sentido, 
hablaría bien de la actitud pacifista y negociadora de Venezuela. Lo más probable es 
que Guyana rechace ese llamamiento, pero con ello no haría sino poner en evidencia 
su intransigencia y tozudez en el tratamiento de este asunto. Debemos recordar en 
todo momento que, cuando de diplomacia se trata, los asuntos de forma pueden llegar 
a constituirse también en asuntos de fondo. 

Suenan más bien arrogantes y han caído, por tanto, en oídos sordos. Hay que afinar la 
estrategia y dar pasos conmensurables tanto con las mejores prácticas de los Estados 
de la comunidad internacional, como con el estado del arte en materia jurídica y 
de negociaciones internacionales. Aceptar formalmente el ofrecimiento del SGNU, al 
tiempo de exhortar públicamente a Guyana a actuar en el mismo sentido, hablaría 
bien de la actitud pacifista y negociadora de Venezuela. Lo más probable es que 
Guyana rechace ese llamamiento, pero con ello no haría sino poner en evidencia su 
intransigencia y tozudez en el tratamiento de este asunto. Debemos recordar en todo 
momento que, cuando de diplomacia se trata, los asuntos de forma pueden llegar a 
constituirse también en asuntos de fondo. 
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IV. Reflexión final

La reclamación del Esequibo es uno de los poquísimos casos que en la Venezuela de 
hoy concita la unidad de propósito tanto en el pueblo llano como en todos los ámbitos 
de la dirigencia nacional. Las diferencias que afloran, normalmente están relacionadas 
con el “cómo” lograr esos objetivos de reivindicación territorial tan largamente 
pretendidos. 

En el pasado nos quejamos amargamente, y con sobrada razón, de que en su 
momento no hubiéramos podido defender en forma directa nuestros derechos sobre 
ese territorio y que, como consecuencia de ello, se nos hubiera impuesto - por fuerza 
de las circunstancias de entonces - el atropello a la justicia y a la razón que constituye 
el trazado limítrofe entre Venezuela y Guyana que hoy conocemos en el terreno y que 
rechazamos. 

Con la entrada en escena de la máxima instancia judicial del sistema de las Naciones 
Unidas, tenemos ahora la oportunidad de defender nuestros derechos directamente 
ante un estrado jurídico garantista, haciendo acopio de todas nuestras capacidades 
profesionales, soberanas y nacionalistas, bien entendidas. 

Cabe advertir, que en una instancia como la Corte Internacional de Justicia de nada valen 
las apelaciones a sentimentalismos patrióticos, por comprensibles que éstos puedan 
llegar a ser. Allí solo se ganan -o se pierden- los casos en virtud de argumentaciones 
estrictamente jurídicas. El detallado razonamiento hecho en la sentencia jurisdiccional 
de esa instancia (18/12/2020), pone en evidencia precisamente que muchas de 
nuestras interpretaciones en este caso han estado basadas más en sentimentalismos 
y estridencias patrias que en las aplicables prescripciones normativas del derecho 
internacional. 

Estamos a tiempo de corregir los errores. Debemos comenzar por cambiar nuestra 
estrategia jurídica actual. Comparecer y reconvenir la demanda es ahora nuestra 
mejor opción. Tenemos que prepararnos en todos los sentidos. Imaginar los escenarios 
jurídicos posibles en el futuro previsible forma parte de ello. Las opciones apenas 
esbozadas en este ensayo pretenden contribuir de alguna manera en esa dirección, 
pero es obvio que aún requieren discusión y análisis. 
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La progresiva distribución de concesiones administrativas para el usufructo de 
espacios disputados, o para la extracción comercial de recursos estratégicos, ha 
reconfigurado las dimensiones geopolíticas de la controversia limítrofe-fronteriza de 
la Guayana Esequiba. 

Dentro de esas actividades, los importantes anuncios realizados por diversas 
corporaciones petroleras dedicadas al desarrollo de operaciones de prospección 
sísmica en el sistema marino-costero comprendido entre el Delta del Orinoco y la 
Desembocadura del río Corentyne, han evidenciado la evolución de algunos de los 
procesos de territorialización geoeconómica que han sido aplicados sobre la Zona 
en Reclamación. Dichos procesos han respondido a una estrategia consistente en la 
distribución unilateral de concesiones tendientes a financiar la presencia del Estado 
Guyanés. 

Esa situación, además de fortalecer la exclusividad económica de Guyana sobre los 
territorios reclamados por Venezuela, también ha propiciado el apoyo de algunos 
actores que hacen de la Zona en Reclamación un espacio de confluencia para la 
proyección de intereses estratégicos, así como un escenario idóneo para el desarrollo 
de diversas operaciones extractivistas. 

Para sustentar tales afirmaciones serán referidos tres casos de estudio, a saber, los 
intereses geopolíticos del Brasil, las pretensiones de China y los objetivos económicos 
de un cumulo de actores corporativos sobre los territorios de la Guayana Esequiba.

Palabras-clave: Guayana Esequiba, Geopolitica, Petróleo, Offshore, Venezuela.
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Fuente: /https://codeiv.org/la-reclamacion-del-territorio-esequibo-en-riesgo/

Consideraciones iniciales

Generalmente, la controversia limítrofe-fronteriza de la Guayana Esequiba es 
comprendida bajo un ámbito espacial que se limita a la lectura de una superficie 
territorial estimada en 159 500 km². Aunque tales dimensiones son suficientes para 
proyectar este caso como una de las mayores controversias territoriales del planeta, 
no debemos omitir el carácter geoestratégico de los espacios oceánicos que son 
configurados por su Plataforma Continental, cuyas prolongaciones, de acuerdo a los 
criterios adoptados por el Derecho del Mar en la actualidad, pudiesen superar los 
150 000 km², creando nuevas territorialidades para la confluencia y/o divergencia de 
intereses por parte de actores dispuestos a emprender la activación de circuitos 
económicos.
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Dentro de esos circuitos, cada ámbito que sea propenso a una eventual práctica de 
territorialización por parte de algún actor, supondrá la aplicación de una relación de 
influencias y de poder entre el actor que concede el espacio, el actor que lo territorializa 
y el actor que pretende desconocer las actuaciones anteriormente descritas. Todo 
ello genera un complejo ciclo de retroalimentación de consecuencias impredecibles. 
Mientras estas situaciones avanzan, algunos analistas proyectan el final de un juego 
suma cero que por momentos parece salir del letargo para luego continuar su curso 
sin estridencias. 

Advierto que la discusión de estos aspectos responderá a un ejercicio académico 
en desarrollo, basado en visiones geopolíticas que suponen un análisis prospectivo, 
pudiendo incurrir en apreciaciones especulativas que no profundizaran en la discusión 
de títulos históricos o en la búsqueda de referencias en autores clásicos. 

I. Los intereses Geopolíticos del Brasil en la Guayana Esequiba

La lectura y comprensión de las angustias 
registradas en cartas por parte de ilustres 
personajes como el Barón de Río Branco o Don 
Joaquim Nabuco, dan una muestra sensata de 
la necesidad de los diplomáticos brasileños 
en contener las pretensiones expansionistas 
de las potencias europeas que circundaban 
las adyacencias de la cuenca amazónica. 
Una revisión a la correspondencia oficial y a 
las intervenciones en el congreso brasileño 
sobre la invocación de la Doctrina Monroe, el 
Laudo Arbitral de París de 1899 y la cuestión 
de Pirara, también ayudan a identificar los 
orígenes de los intereses geopolíticos de las 
elites brasileñas sobre el entorno geográfico 
de la Guayana Esequiba.1

1 Al respecto se recomienda leer, DE TOMA, Ricardo. La posición del Brasil frente a las usurpaciones británicas en las 
Guayanas. In: Libro Blanco: La Reclamación Venezolana del Territorio del Esequibo. Comisión Permanente de Política 
Exterior, Soberanía e Integración de la Asamblea Nacional de Venezuela. Disponible en: https://www.asambleanacional-
venezuela.org/actos/detalle/libro-blanco-la-reclamacion-venezolana-del-territorio-del-esequibo  Enlace verificado el día: 
06/01/2021.

Barón de Río Branco. Fuente: https://www.wikiwand.com/es/
Bar%C3%B3n_de_R%C3%ADo_Branco
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Con el pasar de los años, tales preocupaciones, lejos de disiparse, mantendrían su 
vigencia en el pensamiento y en la planificación estratégica dirigida por personajes 
como los Generales Mario Travassos, Golbery do Couto e Silva y Carlos de Meira 
Mattos, cada uno de ellos conforme a sus respectivas temporalidades y a los nuevos 
desafíos coyunturales, principalmente en aquellos asuntos relativos a la ocupación 
de espacios, el desarrollo de infraestructuras, la seguridad y la defensa del territorio.

En una investigación presentada por el autor de estas reflexiones en marzo de 2018, 
fueron analizados los intereses geopolíticos del Brasil en la Guayana Esequiba 
mediante el estudio de tres periodos clave, a saber 1962-1969/1970-1982/1982-1998. 
En ese trabajo que fue defendido ante el programa de postgrado en Sociedad y 
Fronteras de la Universidad Federal de Roraima, fueron considerados un total de 70 
documentos compuestos por acuerdos internacionales, memorandos y declaraciones 
conjuntas, suscritas entre Brasil y Guyana, cuya interpretación fue asistida a partir 
de la organización temática y la clasificación cronológica de más de 400 artículos de 
prensa, reseñas, reportajes y entrevistas publicadas en los principales periódicos del 
Brasil.1

A partir de los resultados arrojados por la referida investigación documental es posible 
afirmar que en el primer periodo estudiado comenzó a fraguarse una rivalidad 
Geopolítica entre los gobiernos de Brasil y Venezuela, en virtud de la confrontación de 
dos sistemas de gobierno antagónicos. Por un lado, una dictadura militar conservadora 
y por el otro, una democracia que propugnaba el voto directo, universal y secreto. 
Paralelamente, en los espacios limítrofes a esas dos estructuras de Poder, emergía 
Guyana, una nación que celebraría su emancipación en medio de la Guerra Fría, bajo 
un contexto que aproximaba a las masas de ese joven país a la esfera de influencia 
marxista.

Tal situación despertaba alertas tanto en Caracas como en Brasilia, dos capitales 
opuestas a la hipotética satelización pro-soviética de la recién independiente nación 
caribeña. En el caso brasileño, esa posibilidad fundamentó la aplicación de la doctrina 
de las fronteras ideológicas, lo que incidió en la postergación del reconocimiento 
oficial de la independencia guyanesa, siendo evidenciable en la demora de casi dos 
años para el ajuste del primer acuerdo internacional entre ambos países: un convenio 
cultural suscrito en el año de 1968. Es de notar que la prudencia evidenciada por 
el régimen militar brasileño respondía a una estrategia de Seguridad Nacional que 
trascendería con la ejecución de la Operación Amazonia y, años después con el Plan 
Calha Norte.

1 De Toma, Ricardo. Os Interesses Geopolíticos Do Brasil Na Guaiana Essequiba; Três períodos-chave na compreensão 
da posição brasileira diante da reclamação territorial empreendida pela Venezuela ante a Guyana. 2018. 310P. Disser-
tação de Mestrado Apresentada ao Programa de Pós-graduação em Sociedade e Fronteiras. Universidade Federal de 
Roraima. Boa Vista, março 2018.
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A diferencia de la posición adoptada por el régimen militar brasileño, el gobierno 
venezolano asumió la responsabilidad de proyectar al país como uno de los primeros 
Estados nacionales en reconocer la independencia guyanesa, no obstante, dicho 
reconocimiento tendría reservas y destacaría la reivindicación de los derechos 
de soberanía sobre la region del Esequibo usurpada por los británicos. Todo ello 
supondría el establecimiento de negociaciones sobre dicha cuestión, conforme lo 
pactado por los representantes del Reino Unido, Venezuela y Guyana en el Acuerdo 
de Ginebra de 1966.  

En síntesis, durante el periodo 1962-1969 los intereses 
geopolíticos del Brasil en la Guayana Esequiba se 
centraron en neutralizar reivindicaciones tendientes 
a alterar el principio de intangibilidad de las 
fronteras, y con consecuencias capaces de alterar el 
statu quo en la distribución de espacios geográficos 
en la region sudamericana, especialmente en la 
region Pan-Amazônica. Por consiguiente, para el 
régimen militar brasileño no era conveniente que 
desde Caracas se emprendiesen acciones que 
fortaleciesen la presencia del Estado venezolano 
sobre el Esequibo, puesto que el Estado brasileño 
carecía de infraestructuras y capacidad de acción 

en la region norte. De hecho, esas áreas eran consideradas por el propio régimen 
militar como atrasadas y despobladas, siendo altamente vulnerables a las hipotéticas 
pretensiones de agentes externos.

Es por ello que durante ese periodo, los estadistas brasileños optaron por apoyar la 
integridad territorial de Guyana; 

1. Manteniendo una apología al principio de intangibilidad de las 
fronteras; 
2. Neutralizando -por medio de acciones diplomáticas- cualquier 
pretensión bélica que pudiese ser asistida o ejecutada por Venezuela a los 
fines de recuperar per ipso facto los territorios reclamados; y finalmente,
 3. Incrementando la influencia brasileña en Guyana por medio de una 
agenda de cooperación e integración.
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Ya en el periodo 1970-1982, las relaciones entre Brasil y Guyana trascendieron de 
la desconfianza a un rápido proceso de cooperación que fue articulado bajo un 
conjunto de acuerdos bilaterales destinados a acelerar el desarrollo de proyectos de 
infraestructuras y la gradual interconexión con otros polos de desarrollo amazónicos, 
entre ellos el puerto de Manaus, el cual ejercería una fuerza centrífuga para la 
conducción de flujos económicos con rumbo al Caribe. Curiosamente, la discusión de 
esos planes transcurriría durante la vigencia del Protocolo de Puerto España firmado 
entre Venezuela y Guyana.

De acuerdo a esas concepciones derivadas del ‘sistema de comunicaciones’ promovido 
por el General Travassos en el libro Proyección Continental del Brasil, o en la propuesta 
de ‘inundación de la hilea amazónica de civilización’ presentada por el General  
Golbery en su libro Geopolitica de Brasil, el régimen militar de ese país impulsó 
los estudios necesarios para la construcción del puente sobre el Río Takutú (entre el 
Estado de Roraima y la Guayana Esequiba); la planificación de estudios de viabilidad 
para el asfaltado de una carretera de casi 450 km que cruzaría por completo la Zona 
en Reclamación, al extenderse desde la localidad de Lethem hasta Linden, para luego 
continuar su curso hasta Georgetown; la proyección de un puerto de aguas profundas 
en New Ámsterdam; la construcción de depósitos considerados como zona franca en 
el puerto de Georgetown; la concesión de créditos; y el impulso de estudios para la 
identificación de potencialidades geológicas e hidroeléctricas.

Aunque dichos planes demostraron un creciente interés brasileño en garantizar la 
territorialización de espacios en la Guayana Esequiba, los mismos se difuminaron con 
la misma intensidad de su impulso, de hecho, las relaciones entre Brasilia e Georgetown 
pasaron por un periodo de letargo que afectó la ejecución de tales proyectos. De 
ese modo, la Geopolitica del Brasil en la region paso de ser una Geopolitica de 
potencialidades a una Geopolitica de las posibilidades, situación que se acentuó aún 
más tras la caída del régimen militar a partir del año de 1988. 

Finalmente, en el periodo 1982/1998, no se registraron mayores alteraciones en los 
planes trazados por los estrategas de la Escuela Superior de Guerra. De hecho, es 
posible afirmar que, tras la finalización del protocolo de Puerto España, los guyaneses 
se vieron afectados por la relativa posición de neutralidad asumida desde Itamaraty.
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Cabe destacar que, a partir de ese periodo, la diplomacia brasileña comenzó a 
promover el dialogo y la sindéresis entre Caracas y Georgetown, promoviendo la 
negociación y la búsqueda de soluciones ajustadas al derecho internacional. Sin 
embargo, mientras esa posición era exteriorizada en comunicados, una comisión 
demarcadora de limites conformada entre brasileños y guyaneses retomó los trabajos 
de inspección y de mantenimiento de hitos fronterizos, siendo esa una actuación que 
indudablemente comprometía los derechos de soberanía invocados por Venezuela 
sobre el Esequibo, reafirmando la posición del Brasil sobre la integridad territorial de 
Guyana.

II. China y la vertiente caribeña en la Ruta de la Seda

Antes de que la pandemia del coronavirus forzase la reconfiguración del orden global, 
una iniciativa geopolítica formulada desde la República Popular China ocasionó un 
estruendoso despliegue de poder económico que fue conocido como el cinturón y 
la ruta de la seda. El avance de esa iniciativa, generalmente vinculada al espacio 
africano y europeo, también evidenció una vertiente caribeña, fondeando de manera 
desafiante en el epicentro de los tradicionales espacios de influencia estadounidenses.

Imagen: Ruta de la Seda.
Fuente.https://vaventura.com/divulgacion/historia/los-inicios-del-comercio-internacional/
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Su despliegue dinamizó la economía de diversos Estados insulares y archipelágicos 
de la región, coincidiendo -casualmente- con una serie de procesos de delimitación de 
los espacios marinos y con una pluralidad de solicitudes que iban siendo presentadas 
ante la Comisión de Límites de la Plataforma Continental de la ONU. Esa coincidencia 
acabó beneficiando a algunas corporaciones chinas en las etapas de distribución de 
concesiones para la prospección y extracción de recursos estratégicos.

En el caso de Guyana, su gobierno no escatimó en riesgos al momento de autorizar 
la libre extracción de recursos minerales, madereros, o de combustibles fósiles tales 
como el petróleo o el gas natural. De hecho, es conveniente destacar que las relaciones 
Chino-Guyanesas iniciaron en el año de 1972, y desde entonces el Estado guyanés 
ha permanecido tradicionalmente comprometido con la política de una sola China, 
siendo el primer país del Caribe angloparlante en asumir una posición que le ha 
generado cuantiosos beneficios en razón de la lealtad cultivada desde Georgetown.

Esa política inaugurada en los días de Burnham permitió que las inversiones directas 
externas de China en Guyana acabasen dinamizando todos los sectores de la pequeña 
y deprimida economía caribeña, penetrando los puntos más remotos del territorio, 
especialmente en la Guayana Esequiba donde diversas actividades económicas saltan 
a la vista, desde el usufructo de millones de hectáreas para la extracción de maderas 
preciosas hasta la planificación de proyectos hidroeléctricos. 

Por ende, es posible deducir que para los chinos, 
Guyana simboliza algo más que un ancla en el Caribe 
angloparlante. Dicho país representa a uno de los 
dos únicos Estados miembros del CARICOM con 
presencia en el territorio continental sudamericano. 
Además es el país con mayor extensión territorial 
de dicha comunidad, y su capital Georgetown es la 
sede permanente del referido organismo regional, 
de allí el interés chino en desarrollar centros de 
conferencias, emprender la modernización del 
aeropuerto o la restructuración del sistema nacional 
de telecomunicaciones. 

A esos planes debe sumarse la prospección del potencial hídrico y aurífero que 
tradicionalmente ha sido ejercida en esos territorios por parte de capitales canadienses, 
noruegos, holandeses o británicos. Aunque es una realidad poco conocida, es 
conveniente destacar que ciertos recursos como los diamantes, la bauxita, el litio o el 
uranio han constituido el principal nicho de empresarios canadienses y noruegos, los 
cuales ya han sido desplazados por inversionistas chinos. 
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En la actualidad son los combustibles fósiles, específicamente el petróleo y el gas 
natural, los que han convocado a los estadounidenses y a los chinos a un nuevo 
proceso de conquista geoeconómica, en el cual la cooperación entre corporaciones 
parece jugar un papel determinante.

La confluencia de intereses multinacionales sobre los espacios geográficos ocupados 
y administrados por el Estado guyanés, supone la búsqueda de condiciones de 
viabilidad por parte de los actores presentes en ese medio, condiciones que permitan 
la definición de objetivos a mediano plazo y aseguren la ejecución harmoniosa de los 
planes de inversión. Entre esos objetivos destaca la rentabilidad en los negocios y 
las debidas garantías jurídicas en el ejercicio de las actividades económicas. En ese 
sentido, la resolución del litigio territorial fundamentado en la contención venezolana 
sobre el Laudo Arbitral de París de 1899 supone un gran desafío para la materialización 
de esos objetivos. De allí el interés guyanés en promover la judicialización del caso y 
la resolución expedita del mismo.

Imagen Ministro de Relaciones Exteriores de Guayana, Carl Greenidge (izquierda) and inistro de 
Relaciones Exteriores de China, Wang Yi (derecha) firmando convenio en 2018. Fuente: https://
news.cgtn.com/news/3d3d414f30677a4d7a457a6333566d54/share_p.html
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A la par de ese asunto entre dos de los Estados caribeños más endeudados con 
Beijing, otras situaciones de mayor peso en el escenario internacional advierten que 
incluso cuando existan pequeños nexos de cooperación comercial y económicos 
entre las empresas chinas y estadounidenses que operan bajo la autorización del 
Estado guyanés en el bloque Stabroek, no se descarta la sutil prevalencia de intrigas 
o recelos originados en las tradicionales pretensiones hegemónicas sobre el control 
de espacios geoestratégicos, por parte de las potencias que celebran la detentación 
directa o indirecta de concesiones petroleras de elevado potencial de extracción 
comercial. Así siendo, parece indispensable recordar que el Caribe fue, es y será para 
los líderes de Washington aquel espacio de natural influencia que el Mar del Sur de 
China representó, representa y representará para los líderes de Beijing.

III.  El mito del Dubái del Caribe

El año 2015 marcó el inicio de una aspiración guyanesa cuyos orígenes se remontan 
a la década de 1970. Se trata de las operaciones de extracción petrolera, uno de los 
mayores anhelos de los sucesivos gobiernos de la nación caribeña. Aun cuando las 
actividades de prospección iniciaron durante la vigencia del régimen colonial, no 
sería sino hasta el bienio 1998-1999 que corporaciones como CGX y Exxon recibirían 
grandes licencias para la exploración de hidrocarburos en el mar. 

Tales concesiones se materializaron poco antes de la publicación de estudios por parte 
del Servicio Geológico de los Estados Unidos (USGS) que, para el año 2000 catalogó 
la ‘Cuenca Guyana-Suriname’ como la segunda cuenca petrolífera más prospectiva y 
poco explorada del mundo, estimando la existencia de 15 200 millones de barriles de 
petróleo y 42 000 millones de pies cúbicos de gas que para ese momento no habían 
sido descubiertos.1

Los datos publicados por el USGS generaron altas expectativas al revelar una 
de las reservas de hidrocarburos más importantes del hemisferio occidental. En 
función de ello, algunas corporaciones petroleras, entre ellas la canadiense CGX y 
la estadounidense Exxon, centraron sus intereses comerciales en Guyana, un país 
altamente dependiente de las inversiones directas externas y de la distribución 
de concesiones territoriales para el desarrollo de actividades extractivistas. Tales 
prácticas eran y -continúan siendo- ejercidas sobre espacios marítimos y terrestres 
sujetos a reclamaciones territoriales por parte de Surinam y Venezuela.

1 United States. USGS. Geological Survey World Petroleum Assessment 2000. Guyana-Suriname Basin, Providence 
6021. Assessment Results Summary Allocated Resources Description and results.
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El primer descubrimiento relativo a la anhelada aspiración guyanesa fue anunciado 
por ExxonMobil durante el mes de marzo del año 2015, mientras que para el mes 
de septiembre de 2020 esa misma corporación presentaría su décimo octavo pozo 
petrolero, acumulando una reserva que ya ha superado los 8 000 millones de barriles. 
Cabe destacar que esa estimación permanece centrada en uno de los nueve bloques 
de concesiones distribuidos por el gobierno guyanés, a saber, el bloque Stabroek (un 
área que abarca 26 800 km² de espacios marinos localizados al Noroeste del Esequibo).  
En esas operaciones ExxonMobil comanda las acciones con una participación del 45%, 
seguido por Hess con un 30% y la China National Offshore Corporation con un 25%.

A partir de esos extraordinarios descubrimientos, el conjunto de corporaciones 
participantes en el bloque Stabroek estableció una meta de producción para el año 
2026, basada en la instalación de cinco unidades de extracción FPSO (buques de 
producción, almacenamiento y descarga) que podrían generar hasta 750 000 barriles 
de petróleo diarios en un país de aproximadamente 750 000 habitantes, lo que a 
equivaldría a 365 barriles per cápita por año. Tal estimación proyectaría a Guyana 
como el principal productor de petróleo per cápita del mundo, al superar a países 
como Catar, Kuwait y los Emiratos Árabes Unidos.

Aunque las proyecciones económicas derivadas de un escenario de producción 
efectivo en el bloque Stabroek, en teoría, ya serían suficientes para transformar la 
‘ruralidad’ del panorama guyanés, consultoras como Westwood Global Energy Group 
estiman que para el año 2023 la totalidad de las corporaciones petroleras presentes 
en el Mar del Esequibo podrían pasar a operar hasta 60 campos de extracción, los 
cuales serían instalados sobre yacimientos de hasta 10 millardos de barriles. Esa 
proyección convertiría a esa provincia offshore como la segunda de mayor escala del 
siglo, siendo superada únicamente por el Pre-sal brasileño.

A la par de esas estimaciones, la consultora Rystad Energy calculó que la pequeña 
economía de Guyana (que para el año 2020 se aproximó a un PIB de 3.7 millones de 
dólares), podría pasar a producir 1.2 millones de barriles de petróleo diarios para 
el año de 2030, pudiendo mantener ese ritmo de extracción durante al menos una 
década. 
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Los resultados de las operaciones offshore y los anuncios realizados por las 
corporaciones autorizadas desde Guyana han reformulado e inclusive patrocinado 
objetivos económicos y geopolíticos tendientes a acelerar la solución definitiva de 
la antigua reivindicación ejercida por Venezuela desde el año de 1835, mucho antes 
de la propia constitución del actual Estado guyanés (1966). En ese sentido es de 
suponer que la remisión del caso por parte del SGONU a la CIJ, y la aceptación de su 
jurisdicción asumida por la mayoría de los jueces del máximo tribunal internacional, 
supuso la búsqueda de una resolución expedita, o más bien salomónica, que lejos de 
prevenir la eclosión de conflictos en la vertiente atlántica de la Cuenca del Caribe, 
ocasionó resistencias que pudiesen desencadenar torpezas peligrosas por parte del 
actual régimen de Caracas, aumentando así las probabilidades de incidentes o incluso 
conflictos que involucren los intereses estratégicos de potencias ajenas al entorno 
geográfico sudamericano. 

La identificación de un nuevo El Dorado o las recurrentes proyecciones destinadas a 
comparar los destinos de Guyana con las actuales condiciones económicas de Dubai, 
ha impregnado la soberbia de los dirigentes guyaneses, los cuales han incurrido 
en declaraciones desafiantes y profundamente ingratas ante la probada solidaridad 
venezolana. Declaraciones que además procuran aprovechar los estigmas que 
globalmente han sido endosados a quienes usurpan las instituciones en Caracas. 
En cuanto eso ocurre, guardacostas estadounidenses, con el apoyo de la armada 
de esa nación optaron por dar curso al convenio anunciado desde Georgetown, 
desarrollando operaciones sobre áreas adyacentes a la ZEE de Venezuela y al propio 
Mar del Esequibo.

Todo ello pudiese motivar al régimen venezolano a procurar el reajuste de convenios 
más amplios en materia de cooperación militar con Moscú, bajo la justificación de 
preservar la soberanía territorial y así proteger a los conductores del Estado nacional 
de una eventual intervención, deposición y arresto. Cabe destacar que, en el pasado, 
los rusos exhibieron bombarderos estratégicos Tu-160 e inclusive una flotilla de 
navíos por solicitud de Caracas. La complejidad del panorama revela que la situación, 
no envuelve apenas 159 500 km², amplias proyecciones de Mar y una variedad de 
recursos estratégicos.

La propia cadena de suministro de combustibles fósiles que Guyana pudiese asumir 
en alianza con las corporaciones que allí operan, sería suficiente para asistir a los 
pequeños Estados caribeños y centroamericanos, posicionando a Georgetown como 
un polo de producción petrolera confiable ampliamente respaldado desde Washington. 
Siendo ese, un tema ampliamente tratado por Biden durante su antigua condición de 
vicepresidente, cuando este propuso el desarrollo de una iniciativa de cooperación 
energética tendiente a mitigar los impactos de la eventual suspensión de Petrocaribe.
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El desarrollo de estos asuntos también presenta un desafío para los brasileños, ya 
que estos incluyeron formalmente al Caribe como parte de su entorno estratégico, lo 
cual implica la toma de decisiones y responsabilidades que suponen mayor presencia 
en cualquier tipo de negociación destinada a neutralizar la emersión de conflictos. 
Por todo ello, en estas ligeras reflexiones me abstengo de presentar conclusiones, las 
mismas serán tratadas en un estudio de mayor rigor.
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En el siglo XIX, la Gran Bretaña era la potencia colonial más poderosa del planeta. Para 
lograr abastecer y vigilar su vasto imperio, los británicos, en su ruta a través del océano 
Atlántico, identificaban territorios que les pudieran proporcionar materia prima y 
recursos para las largas travesías que debían cumplir sus navíos, que constantemente 
daban la vuelta al planeta.

Producto de esa actividad colonial, hoy en día continúan existiendo en Latinoamérica 
tres territorios cuya reclamación no ha cesado, como son los casos del territorio 
que hoy ocupa Belice, que es reclamado por Guatemala; las islas Malvinas, que son 
reclamadas por Argentina; y el territorio ubicado al oeste del río Esequibo, que es 
reclamado por Venezuela.

Imagen: Mapa del Imperio Británico cerca de 1850.
Fuente: https:https://www.wdl.org/es/item/49/bo-parte-tres/
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El caso del Esequibo es la reclamación territorial de mayor extensión, después del 
territorio del Sahara Occidental que disputa Marruecos con la República Saharaui. El 
territorio en reclamación tiene una extensión de más de 159 000 Km2, lo cual equivale 
a dos veces el territorio de Panamá, tres veces el territorio de Costa Rica o cinco veces 
el territorio de Bélgica. 

La historia se repite

En la segunda mitad del siglo XIX, la corona británica, en su afán de extender sus 
territorios coloniales, aprovecha la situación social, económica y política existente 
en Venezuela, logrando incursionar en el territorio venezolano y avanzar hasta su 
máxima aspiración que era llegar hasta el río Orinoco.

Los británicos deciden avanzar sobre el territorio oriental de un país que se 
encontraba arruinado y devastado por la Guerra de Independencia y las posteriores 
guerras civiles, como fue la Guerra Federal. Este territorio era rico en madera, caucho 
y minerales y piedras preciosas, muy útiles para la empresa colonial británica.

Para justificar esta incursión, se contrató a terceros para la realización de varios 
mapas, con fronteras ficticias, establecidas unilateralmente, a fin de ser presentados 
internacionalmente como territorios de la corona británica, mientras se realizaban 
expediciones de pobladores de sus islas ubicadas en el Caribe, hacia el territorio 
venezolano. 

Mientras tanto, Venezuela se encontraba sumida en conflictos internos y fragmentada 
por caudillos regionales, Es interesante señalar como anécdota que, en el mes de octubre 
de 1899, fecha en la que se está realizando el Laudo Arbitral de Paris, en Venezuela no 
había presidente, ya que Cipriano Castro, con su Revolución Restauradora, no había 
terminado de entrar en Caracas y el presidente Ignacio Andrade, había huido del 
país, unos meses atrás.

Transcurridos más de un siglo, Venezuela vuelve a vivir una severa crisis en lo social, 
económico y político. Sin embargo, al contrario de lo sucedido a finales del siglo XIX, 
ahora en Venezuela existen dos presidentes, uno ejerciendo el gobierno, producto de 
unas elecciones cuestionadas y no reconocidas la mayoría de los venezolanos, como 
internacionalmente y, por otro lado, el presidente de la Asamblea Nacional electa el 
2015, al cual reconocen las principales democracias del planeta. De igual forma es 
importante mencionar, como reflejo de la crisis política, la existencia de la figura de 
dos Asambleas Nacionales  
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Esta nueva situación de crisis política en Venezuela es aprovechada por Guyana 
(los herederos del imperio británico), para avanzar en su estrategia de terminar con 
el reclamo de los derechos venezolanos en el Territorio Esequibo y buscar una vía 
rápida a través de la Corte Internacional de Justicia. A estas circunstancias se le añade 
un incentivo adicional, como es el descubrimiento de importantes yacimientos de 

petróleo en la zona.

La importancia del Acuerdo de Ginebra

Uno de los mayores éxitos de la historia de la Diplomacia Venezolana es el Acuerdo de 
Ginebra, firmado en febrero de 1966, debido a que se logró que la potencia colonial 
del siglo XX, Gran Bretaña, se sentara con nuestro país a negociar los términos de un 
acuerdo, en el cual se acepta la vigencia de la reclamación del territorio ubicado al 
oeste del río Esequibo.

En el Acuerdo de Ginebra se establecen los criterios para la búsqueda de una 
solución negociada sobre el territorio Esequibo es importante señalar que entre otras 
cosas se logró que, durante la vigencia del Acuerdo, Guyana no pudiese entregar 
unilateralmente concesiones en el territorio en disputa, lo cual fue respetado por 
ambas partes. 

La historia cambia en marzo del 2004 cuando 
insólitamente, Hugo Chávez declaró que Venezuela 
no se oponía a que Guyana otorgara unilateralmente 
concesiones y contratos a compañías multinacionales 
en el territorio en reclamación. En seguida surge la 
pregunta, aun no respondida, ¿a cambio de qué?

Con esta afirmación de Chávez, se neutraliza una de 
las herramientas más poderosas que poseía el país 
para lograr que Guyana tuviera la necesidad de 
sentarse a buscar un acuerdo para solucionar la larga 
controversia territorial sobre el Esequibo, 

Posteriormente en febrero del 2007, Chávez vuelve de nuevo a sorprender a los 
venezolanos y creo que a los guyaneses también. Incluyendo el elemento político 
ideológico, en la reclamación, atentando contra nuestros alegatos, que están basados 
en los títulos y derechos históricos de Venezuela sobre el Territorio Esequibo, 
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En esta oportunidad afirma que la reactivación de la reclamación venezolana 
sobre el Territorio Esequibo en 1962, por parte del Gobierno presidido por Rómulo 
Betancourt, fue producto de la presión ejercida por los Estados Unidos, supuestamente 
interesados en desestabilizar el gobierno autónomo de izquierda del Primer Ministro 
de la entonces Guayana Británica, Cheddi Jagan.  Este argumento que ni siquiera los 

guyaneses lo habían utilizado.  

Las Estrategias de ambas partes

En Venezuela, mientras Chávez y posteriormente Maduro, estaban “salvando al 
mundo”, se olvidaron de la reclamación del Esequibo, delegando este asunto en un 
funcionario diplomático, que además cumplía otras funciones. Por la importancia de 
este tema, se requiere que nuevamente sea tratado como un asunto de Estado, para lo 
cual se debe buscar un gran consenso nacional. 

Sin embargo, solo después de producida la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia, declarándose competente para el caso, es cuando se han convocado algunas 
personalidades y ONG´s que tienen conocimiento sobre el tema, para escuchar su 
opinión.

Los guyaneses, por su parte, continuaron avanzando en su estrategia de buscar una 
salida rápida sobre la controversia, lograron convencer al Secretario General de la 
Organización de Naciones Unidas, Ban Ki Moon, que lo mejor vía para lograr una 
solución permanente sería enviar el caso a la Corte Internacional de Justicia.

Aquí es importante recordar que, el Artículo IV del Acuerdo de Ginebra, delega en el 
Secretario General de la ONU, la responsabilidad de escoger cuál de los mecanismos 
de la solución pacífica de controversias, establecidos en el Artículo 33 de la Carta de 
Naciones Unidas, se utilizará para resolver la disputa territorial.

Guyana ha insistido en que, para ellos, el mecanismo de los buenos oficios estaba 
agotado, argumentando que, después de más de 28 años no se habían producido 
avances, razón por la cual Ban Ki Moon dio un plazo de un año para las partes 
acordaran buscar un nuevo mecanismo, lo cual fue ratificado por su sucesor António 
Guterres. 

La Cancillería venezolana, que actualmente se encuentra desprofesionalizada, solo 
actúa por reacción a los eventos que se van suscitando. En forma absurda durante 
el plazo otorgado, el gobierno de Maduro no propuso nada distinto a mantener el 
mecanismo del “Buen Oficiante”, lo que origino que el Secretario General de la ONU, 
decidiera por enviar el asunto a la Corte Internacional de Justicia.  
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Las insólitas declaraciones formuladas por funcionarios venezolanos con respecto al 
tema del Esequibo, aunadas con la crisis política, social y económica que se vive 
en Venezuela desde hace más de veinte años y al descubrimiento de importantes 
yacimientos de hidrocarburos en parte de la zona en disputa. 

Se conforman tres aspectos que se alinearon a fin de que los guyaneses comenzaran 
una campaña internacional para desvirtuar la reclamación venezolana y buscar una 
salida rápida a la controversia territorial. 

En tal sentido, desde hace varios años, Guyana conformo un equipo de expertos en 
el tema (tanto guyaneses como de otras nacionalidades), que han venido trabajando 
a tiempo completo en el caso, formulando una estrategia coherente con sus intereses. 

Lo ideológico priva sobre todo lo demás

El régimen de Maduro se encuentra cada vez más aislado internacionalmente. 
Su legitimidad es cuestionada por las democracias occidentales por el tema de 
la recurrente violación de los Derechos Humanos en Venezuela, y su legalidad es 
cuestionada por realizar procesos electorales que no cumplen con los mínimos 
parámetros democráticos.

Imagen: Cristina Kirchner, Dilma-Rousseff, Nicolas-Maduro y Evo Morales
Fuente: https://www.oit.org.mx/que-es-el-socialismo-del-siglo-xxi/
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La respuesta de Maduro ante cualquier señalamiento es retar y amenazar a cualquiera 
que se oponga y/o critique sus acciones o inacciones. La política exterior es errática, 
lo cual se evidencia en la ligereza como se utiliza el recurso de expulsar funcionarios 
diplomáticos. Basta recordar los casos de los embajadores de Colombia, Estados 
Unidos, Alemania y recientemente de la Unión Europea.  Podríamos afirmar que sus 
acciones se basan en los intereses ideológicos, los cuales privan sobre los intereses 
nacionales. 

Como ejemplo de esto, podemos observar las relaciones con países de la región, 
como Argentina, Brasil, Uruguay. Paraguay. Ecuador, cuando alguno de esos países ha 
sido gobernado por populismos de izquierda o “progresistas”, se tienen excelentes 
relaciones, y cuando cambia el gobierno pasan a ser consideras como nuestros 
enemigos. 

Se llega al extremo de apoyar públicamente candidatos en las elecciones que se 
realizan en otros países. Es decir, la política exterior no responde a los intereses y 
fines del Estado, sino que está supeditada a los fines e intereses ideológicos del actual 
régimen.

Quién respalda a Venezuela

En el campo internacional observamos que nuestros antiguos aliados regionales 
ahora son considerados como nuestros “enemigos”, y cuando revisamos la lista de 
los supuestos nuevos aliados, observamos que varios de ellos apoyan la posición de 
Guyana.

Revisemos la lista de los “nuevos amigos” en la región. Cuba es el primer país que 
se nos viene a la mente. País caribeño que comparte el proyecto ideológico con el 
régimen de Maduro, que además forma parte de las iniciativas Alianza de Bolivariana 
para los pueblos de nuestra América (ALBA) y Petrocaribe, a través de la cual los 
cubanos reciben petróleo venezolano en condiciones ventajosas. Además, el régimen 
cubano se jacta de ser antimperialista. Sin embargo, apoya el despojo territorial que 
realizo el imperio británico en contra de Venezuela.

Otro caso que llama la atención es el de los países que integran el CARICOM, donde 
sus quince (15) miembros han manifestado en varias ocasiones su respaldo a la 
posición de Guyana. Es interesante ver que, de esos quince países, once pertenecen 
a Petrocaribe, los cuales se beneficiaron de la venta de petróleo en condiciones muy 
favorables, específicamente Dominica, San Cristóbal y Nieves, Santa Lucia, San Vicente 
y las Granadinas, Antigua y Barbuda, Jamaica, Belice, Granada, Surinam, Haití y la 
propia Guyana. 
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Caso parecido al de CARICOM se presentó con los 53 países miembros de la 
mancomunidad británica (el COMMONWEALTH), los cuales también manifestaron, en 
bloque, su apoyo a la posición de Guyana.

Fuera de la región Venezuela mantiene relaciones con algunos países con los cuales 
se han hecho algunos negocios como son los regímenes de Rusia, China, Bielorrusia, 
Irán y Turquía. Con los gobiernos de estos países se tienen varios denominadores 
comunes:

1-	 No son democráticos, son autoritarios, con vocación totalitaria.  
2-	 Son señalados por la violación de derechos humanos a sus 
		 ciudadanos y procuran  eliminar la disidencia. 
3-	 Comparten un militante el anti norteamericanismo.

Paradójicamente China, quien es señalado como un aliado, ya que ha invertido mucho 
en Venezuela, participa con la empresa petrolera CNOOC, la cual tiene 100% capital 
del estado, en sociedad con la Exxon Mobil en las exploraciones petroleras realizadas 
en las aguas consideradas por Venezuela parte del territorio en reclamación.

Imagen: Comunidad CARICOM.
Fuente: https://https://elespacioacuaticovenezolano.com/2014/08/08/la-comunidad-delcaribe-car-
icom-y-la-guayana-esequiba-sectoracuaticojualpeac/  
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Al final

La estrategia de defensa del Territorio Esequibo debe 
ser un asunto de Estado, que tiene que incluir a todos 
los sectores del país. Debe ser transparente. En el 
gremio de los internacionalistas y personas vinculadas 
a la defensa del Esequibo existe preocupación sobre 
el futuro de nuestra reclamación, por la opacidad en 
el manejo del tema. Sobre todo, cuando revisamos la 
actuación realizada por los gobiernos de estos últimos 
20 años, esta ha sido en líneas generales negativa 
para la integridad territorial de Venezuela,

El descredito internacional por los temas de violación 
de derechos humanos y falta de democracia se añade la falta de legitimidad tanto 
de origen, como de ejercicio, del régimen de Maduro, son elementos que conspiran 
contra la posibilidad de reestablecer nuestros legítimos derechos sobre el Territorio 
Esequibo. 

La cancillería venezolana solo tenía que tratar de mantener la reclamación del 
Territorio Esequibo dentro de los parámetros que se establecen en el Acuerdo de 
Ginebra y fracasó. Ahora toca acudir a la Corte Internacional de Justicia a defender 
los derechos de Venezuela en ese tribunal internacional.

Ante este incierto panorama, si no se logra producir un cambio al abordar el tema, 
será responsabilidad exclusiva de los que han manejado el Estado venezolano en los 
últimos veinte años, lo que pueda suceder con nuestros legítimos derechos sobre el 
Territorio Esequibo.       
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